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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 101 DE 2020 SENADO
por medio de la cual se fijan criterios de equidad laboral para los soldados profesionales e infantes 

profesionales de las Fuerzas Militares.

    
 

 
 

PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2020 SENADO 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE FIJAN CRITERIOS DE EQUIDAD LABORAL PARA 
LOS SOLDADOS PROFESIONALES E INFANTES PROFESIONALES DE LAS 

FUERZAS MILITARES”. 
 

El Congreso de Colombia 
 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley tiene por objeto otorgar a los miembros de 
las fuerzas militares que son soldados profesionales o infantes profesionales 
condiciones de equidad en el ejercicio de su actividad mediante el desarrollo del 
principio de igualdad y favorabilidad laboral. 
 
ARTÍCULO 2. Modifíquese el inciso primero del Artículo 1 del Decreto Ley 1793 del 
2000, el cual quedará así: 
 

“ARTÍCULO 1. SOLDADOS PROFESIONALES. Los soldados profesionales 
son los miembros de las fuerzas militares entrenados y capacitados con la 
finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de 
combate de las Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones militares, 
para la conservación, restablecimiento del orden público y demás misiones 
que le sean asignadas.” 

 
ARTÍCULO 3. Los soldados profesionales e infantes profesionales tendrán derecho 
al porte de la cédula militar que trata el artículo 41 de la Ley 1861 de 2017 o que lo 
modifique, en las condiciones legales para su expedición. 
 
ARTÍCULO 4. Adiciónese un parágrafo segundo al artículo 3 de la Ley 923 de 2004, 
el cual quedará así: 
 

“PARÁGRAFO SEGUNDO. En lo que respecta a los factores computables 
para el cálculo de la asignación de retiro de los soldados profesionales e 
infantes profesionales se tendrá en igualdad de condiciones que a los 
demás miembros de la fuerza pública. En el término de tres (3) meses 
contados a partir de la vigencia de la presente ley el Gobierno Nacional 
reglamentará lo dispuesto en este parágrafo.”  

 
ARTÍCULO 5. OPORTUNIDADES LABORALES. Con el fin de generar 
oportunidades de empleo para los soldados profesionales e infantes profesionales 
que se retiren del servicio activo, a las empresas empleadoras de esta población se 
les asignará una puntuación adicional en procesos de licitación pública, concurso 

    
 

 
 

de méritos y cualquier otro proceso de contratación pública. El Gobierno Nacional 
reglamentará las condiciones para el otorgamiento de este beneficio. 
 
La población que trata el presente artículo será beneficiaria de los programas de 
créditos becas condonables para el acceso a la educación superior y formación 
laboral. 
 
ARTÍCULO 6. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación. 
 
De los Honorables Congresistas,  
 
 
 
FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO RUMIÉ  MARÍA FERNANDA CABAL MOLINA 
Senador de la República    Senadora de la República 
 
 
 
 
HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO  AMANDA R. GONZÁLEZ RODRÍGUEZ 
Senador de la República    Senadora de la República 
 
 
 
 
RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH    JUAN DAVID VÉLEZ T. 
Senadora de la República    Representante a la Cámara – Exterior 
 
 
 
 
ENRIQUE CABRALES BAQUERO   OSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA 
Representante a la Cámara - Bogotá   Representante a la Cámara – Antioquia 
 
  
 
 
JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN    
Representante a la Cámara – Bogotá 
 
 
 
 
JUAN PABLO CELIS VERGEL    EDWIN G. BALLESTEROS ARCHILA 
Representante a la Cámara – Nte. De Santander Representante a la Cámara - Santander 
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PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2020 SENADO 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE FIJAN CRITERIOS DE EQUIDAD PARA LOS 
SOLDADOS PROFESIONALES E INFANTES PROFESIONALES DE LAS FUERZAS 

MILITARES”. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
   
 

1.  OBJETO DEL PROYECTO 
 
El presente proyecto de ley tiene como finalidad reconocer a los Soldados 
Profesionales de Colombia e Infantes de Marina la actualización del cómputo de 
los factores para la asignación de retiro y pagar lo mismo que a los oficiales y 
suboficiales de las Fuerzas Militares; esto con el ánimo de reconocerles a estos 
miembros de la Fuerzas Militares su entereza; así como, entrega en la lucha por 
salvaguardar la democracia, la paz, la soberanía, y las instituciones civiles en 
nuestro país. Además, se otorgan beneficios para promover el empleo y la 
educación de esta población. 
 

2. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 
 
El contenido del presente proyecto de ley fue puesto a consideración en el Senado 
de la República en la legislatura 2019-2020 con el número 75 de 2019, radicado el 
treinta y uno (31) de julio de 2019 y publicado en la Gaceta No. 729 de 2019. Sin 
embargo, el proyecto fue retirado el dieciséis (16) de julio de 2020 por los autores 
en virtud del artículo 155 de la Ley 5 de 1992.  
 

3. EL SOLDADO PROFESIONAL EN COLOMBIA   
 
Con la Ley 131 de 1985 se estableció el servicio militar voluntario otorgándoles 
ciertos beneficios a aquellas personas, especialmente varones, que se incorporaran 
a las fuerzas militares. En el año 2000, en uso de facultades extraordinarias, el 
Presidente de la República mediante el Decreto-ley 1793 de 2000, hizo una 
transición de los soldados voluntarios para convertirse en soldados profesionales. 
Así, nace en la legislación colombiana, la figura de los soldados e infantes 
profesionales, quienes tienen la finalidad principal de actuar en las unidades de 
combate y apoyo de combate de las Fuerzas Militares en la ejecución de 
operaciones militares para la conservación y restablecimiento del orden público. 
 
En el año del Bicentenario, tanto de nuestra independencia como del ejército de 
Colombia, una vez más con el propósito de enaltecer el sacrificio, la vocación y el 
honor de los hombres que conforman las Fuerzas Militares se hace necesario 

    
 

 
 

reconocer un hecho real y palpable, así como consagrado por la supremacía de la 
Constitución Política de Colombia en el artículo 217, que dice: 
 
“La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas 
por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como 
finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del 
territorio nacional y del orden constitucional. La Ley determinará el sistema de 
reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los ascensos, derechos y obligaciones 
de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, que 
les es propio.” 
 
Por lo tanto, para mantener, proteger y ejercer la soberanía de nuestro territorio, 
así como propender por la seguridad de la democracia de todos los habitantes de 
nuestro país, requiere una actividad permanente y especial, la cual se traduce en la 
vigilancia, control y alistamiento constante para garantizar la soberanía 
colombiana. 
 
Esta actividad permanente y especial de servicio a la Patria, se traduce en la 
protección de nuestros recursos renovables y no renovables, y el desarrollo 
económico, social y cultural desde el sector rural hasta los sectores industriales, de 
comercio, así como todas las áreas indispensables para el progreso de la Nación. 
 
En consecuencia, esta actividad permanente y especial exige unas condiciones por 
parte de quienes la realizan, entre otras la de estar preparados física y 
sicológicamente para afrontar el riesgo latente en todos aquellos interesados en 
alterar la estabilidad del estado colombiano. 
 
En igual sentido, el Estado Colombiano como contraprestación a esta actividad 
permanente y especial realizada por todos los miembros de las Fuerzas Militares 
que en cumplimiento de la labor constitucionalmente conferida y como 
reconocimiento a dicha misión, y en aras de garantizar nuestros derechos que por 
medio de la ley ha establecido: “no podrá discriminarse por razón de categoría, 
jerarquía o cualquier otra condición a los miembros de la Fuerza Pública” para 
ningún efecto. 
 
Finalmente, el cumplimiento de los principios mínimos en materia salarial 
prestacional, bienestar y seguridad social, deben ser garantizados en su goce 
efectivo, cumpliendo los principios de igualdad, solidaridad y universalidad para 
todos los integrantes de las Fuerzas Militares. 
 
Así las cosas, la actividad permanente, especial y de riesgo realizada en los 365 días 
del año por los soldados e infantes profesionales, a quienes se les ha otorgado 
constitucionalmente dicha labor, debe obedecer al cumplimiento de los principios 

    
 

 
 

mínimos salariales y prestacionales protegidos por la Constitución y la ley, debe ser 
retribuida por el Estado Colombiano en condiciones de igualdad para todos 
aquellos que llevan a cabo la referida actividad en condiciones de igualdad con 
todos los demás miembros de las Fuerzas Militares y la Fuerza Pública. 
 
Sobra decir que los Soldados Profesionales son los que más han muerto en los 
últimos 20 años por cuenta de la violencia, así como son las victimas número uno 
por las minas antipersona, también son los militares que más tiempo se encuentran 
en actividad en las áreas de operación, de combate o de riesgo. 
 
Esto nos muestra que el Estado tiene una gran deuda con ellos, pues el mayor 
principio y la mejor motivación es el respeto y las garantías reales del derecho a la 
igualdad, que en este caso pareciese se incumple, pues cómo es posible que no se 
le reconozca los derechos de recibir una prima de actividad militar que los 
oficiales, suboficiales y hasta los civiles reciben por el hecho de encontrarse activos 
dentro de las Fuerzas Militares y que los Soldados Profesionales de una forma 
discriminada no la perciben. 
 

4. IMPACTO FISCAL  
 
El presente proyecto de ley, ordenar gasto, y comprende un impacto fiscal y en 
consecuencia requiere cumplir con lo establecido en el artículo 7° de la Ley 819 de 
2003, ni se encuentra condicionado al aval del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, el cual se puede dar dentro del trámite constitucional de la iniciativa. 
 

5. DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LA INICIATIVA 
 
De lo anterior, es necesario reconocer la Prima de Actividad por parte del Estado 
Colombiano a los Soldados Profesionales e Infantes profesionales, en su calidad de 
servidores públicos del sector de defensa, ya que representa la cristalización de los 
principios mínimos y constitucionalmente establecidos por el mismo, para sus 
servidores públicos del sector de defensa.  
 
Igualmente, establecer criterios de igualdad laboral en el salario de los soldados e 
infantes profesionales, en las mismas condiciones que los demás miembros del 
sector defensa; así como, actualizar el cálculo para la asignación de retiro, permite 
recompensar la deuda histórica que se tiene con este grupo que valientemente han 
entregado su vida por la patria. 
 

6. CONFLICTO DE INTERÉS 
 
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3° de la Ley 2003 del 19 de 
noviembre de 2019, por la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se 

dictan otras disposiciones, que modifica el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, que 
establece la obligación al autor del proyecto presentar la descripción de las 
posibles circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto de interés para 
la discusión y votación del proyecto, siendo estos, criterios guías para que los 
congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento.  

Frente al presente proyecto, se considera que no genera conflictos de interés, 
puesto que no generaría beneficios particulares, actuales y directos, conforme a lo 
dispuesto en la ley, dado que, el objeto del proyecto beneficia directamente a los 
soldados e infantes de marina profesionales, calidad que ningún Congresista 
ostenta en la actualidad 

Sin embargo, se puede generar un conflicto de interés particular, directo y actual a 
los Congresistas que tengan un familiar, en el segundo grado de consanguinidad, 
primero de afinidad y primero civil, que fuere soldado o infante de marina 
profesional en la actualidad o en buen uso de retiro. 

Finalmente, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que 
se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley no exime del 
deber del Congresista de identificar causales adicionales. 

En los términos anteriores, en nuestra condición de miembros del Congreso de la 
República y en uso del derecho consagrado en el artículo 152 de la Constitución 
Política de Colombia, reconociendo la existencia de la necesidad de la garantía del 
Derecho Fundamental al salario y el deber del Estado de proteger la vida en 
condiciones dignas, nos permitimos poner a consideración del honorable 
Congreso, este proyecto de ley. 

De los Honorables Congresistas, 

FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO RUMIÉ MARÍA FERNANDA CABAL MOLINA 
Senador de la República Senadora de la República 

HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO AMANDA R. GONZÁLEZ RODRÍGUEZ 
Senador de la República Senadora de la República 
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RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH    JUAN DAVID VÉLEZ T. 
Senadora de la República    Representante a la Cámara – Exterior 
 
 
 
 
ENRIQUE CABRALES BAQUERO   OSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA 
Representante a la Cámara - Bogotá   Representante a la Cámara – Antioquia 
 
  
 
 
JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN    
Representante a la Cámara – Bogotá 
 
 
 
 
JUAN PABLO CELIS VERGEL    EDWIN G. BALLESTEROS ARCHILA 
Representante a la Cámara – Nte. De Santander Representante a la Cámara - Santander 
 

     
               

 
SECCIÓN DE LEYES 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
 

–

 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 20 de julio de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No. 101/20 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL 
SE FIJAN CRITERIOS DE EQUIDAD LABORAL PARA LOS SOLDADOS 
PROFESIONALES E INFANTES PROFESIONALES DE LAS FUERZAS MILITARES”., 
me permito remitir a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el 
día de hoy ante la Secretaría General del Senado de la República por los Honorables 
Senadores FERNANDO ARAÚJO RUMIÉ, MARÍA FERNANDA CABAL, HONORIO 
HENRÍQUEZ PINEDO, AMANDA ROCÍO GONZÁLEZ, RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH;  
y los Honorables Representantes JUAN DAVID VÉLEZ TRUJILLO, ENRIQUE CABRALES 
BAQUERO, OSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA, JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN, JUAN 
PABLO CELIS, EDWIN BALLESTEROS ARCHILA.  La materia de que trata el mencionado 
Proyecto de Ley es competencia de la Comisión SEGUNDA Constitucional Permanente del 
Senado de la República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.       
  
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – JULIO 20 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión SEGUNDA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO  

PROYECTO DE LEY NÚMERO 102 DE 2020 
SENADO

por medio de la cual se adiciona el servicio social en 
salud al servicio militar obligatorio.

    
 

 
 

PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2020 SENADO 
 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ADICIONA EL SERVICIO SOCIAL EN SALUD AL 
SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO” 

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto permitir el Servicio Social 
Obligatorio para los egresados de los programas de educación superior del área de 
la salud contemplado en el artículo 33 de la Ley 1164 de 2007 en la sanidad Militar 
y de la Policía Nacional. 
 
Artículo 2º. Ámbito de aplicación. La presente ley se aplicará para las personas 
que se encuentran en la causal de aplazamiento del servicio militar obligatorio 
contemplado en el literal g) del artículo 34 de la Ley 1861 de 2017. 
 
Artículo 3°. Adiciónense dos literales f) y g) y un parágrafo 3 al artículo 15 de la Ley 
1861 de 2017, el cual quedará así: 
 

“ARTÍCULO 15. PRESTACIÓN DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO. El 
servicio militar obligatorio se prestará como: 
 
(…) 
 
f) Profesionales en áreas de la salud en Sanidad Militar 
 
g) Profesionales en áreas de la salud en Sanidad de la Policía Nacional. 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO 3°. Las personas que presten el servicio militar obligatorio de 
conformidad con los literales f y g del presente artículo se regirán por el 
reglamento que disponga el Ministerio de Salud y Protección social y de las 
plazas disponibles definidas por las Direcciones de Sanidad Militar y Sanidad 
de la Policía Nacional. “ 

 
Artículo 4°. REGLAMENTACIÓN. Facúltese al Gobierno Nacional, para que en el 
término de seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de la presente ley, 
reglamente las disposiciones necesarias para la prestación del servicio del que trata 
la presente ley.  
 
Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación. 
 
De los Honorables Congresistas,  
 
 
 
 
FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO RUMIÉ  MARÍA FERNANDA CABAL MOLINA 
Senador de la República    Senadora de la República 
 
 

    
 

 
 

 
 
 
 
HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO  AMANDA R. GONZÁLEZ RODRÍGUEZ 
Senador de la República    Senadora de la República 
 
 
 
 
RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH  
Senadora de la República 
 
 
 
 
ENRIQUE CABRALES BAQUERO   OSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA 
Representante a la Cámara - Bogotá   Representante a la Cámara – Antioquia 
 
  
 
 
 
CHRISTIAN MUNIR GARCES ALJURE  JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN 
Representante a la Cámara – Valle del Cauca Representante a la Cámara - Bogotá 
 
 
 
 
 
JUAN DAVIOD VÉLEZ T. 
Representante a la Cámara – Exterior 
 
 
 
 
 
JUAN PABLO CELIS VERGEL    EDWIN G. BALLESTEROS ARCHILA 
Representante a la Cámara – Nte. De Santander Representante a la Cámara - Santander 
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PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2020 SENADO 

 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE ADICIONA EL SERVICIO SOCIAL EN SALUD AL 

SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO” 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
   
 

1.  OBJETO DEL PROYECTO 
 
La Iniciativa tiene por objeto permitir la compensación del servicio militar obligatorio 
con el servicio social obligatorio para los profesionales en el área de la salud, en 
atención a la estrecha relación en los fines del Estado social que persigue el 
cumplimiento de dichas obligaciones Constitucionales. 
 

2. IMPACTO JURÍDICO   
 
Según voces del Ministerio Público, el Servicio Social en Colombia se erige como una 
herramienta que contribuye a la formación de ciudadanos más responsables, 
capaces de participar activamente en las decisiones de la sociedad, dentro del 
respeto de los derechos y deberes ciudadanos y en el ejercicio de la solidaridad, la 
tolerancia y el pluralismo ideológico y cultural; y a su vez, coadyuva en el logro de 
los fines de la educación, la sociedad, la comunidad y el Estado. 
 
Por su parte, la Corte Constitucional entiende al servicio social obligatorio como el 
servicio social obligatorio es un instrumento útil para la satisfacción de diversos 
principios y valores constitucionales, y que, por lo tanto, en principio, tiene plena 
cabida dentro del ordenamiento jurídico colombiano al ser una de las opciones que 
podía elegir el Legislador para dar contenido material al carácter de función social 
de la educación consagrado en el artículo 67 de la Carta. 
 
Así, el servicio social persigue fines constitucionalmente legítimos pues es un 
instrumento para la materialización de la función social de la educación, si se 
examina a los fines que persigue cual es la compenetración de los educandos con 
su comunidad, y su formación en el espíritu democrático, tolerante y solidario propio 
de un Estado Social de Derecho, se revela en toda su magnitud su importancia y 
trascendencia. 
 
En lo que respecta con el Servicio Social Obligatorio -SSO- para los profesionales de 
las áreas de la salud se busca realizar finalidades constitucionalmente relevantes, 
tales como: (i) mejorar el acceso a los servicios de salud; (ii) estimular una adecuada 
distribución geográfica del talento humano de salud y (iii) propiciar espacios para el 
desarrollo profesional y humano en salud; y tiene como objetivo mejorar el acceso 
a los servicios de salud de quienes se encuentran ubicados en regiones aisladas y, 
por tanto, hacen parte de grupos poblacionales vulnerables.  Además, ser requisito 
para la obtención de la tarjeta profesional en medicina. 
 
El SSO se encuentra establecido en el artículo 33 de la Ley 1164 de 2007 y 
reglamentado por las Resoluciones 1058 de 2010, 2358 de 2014 y 06357 de 2016. Se 
cumple por una sola vez, con posterioridad a la obtención del título profesional en 
bacteriología, enfermería, medicina y odontología, quienes deben optar por las 
plazas que sean ofrecidas por las secretarias territoriales de Salud y, se cumple 

    
 

 
 

mediante tres opciones: 1. Inmediatamente después de obtener el título de 
pregrado; 2. En el transcurso de los programas de especialización en Pediatría, 
Ginecología y Obstetricia, Medicina Interna, Cirugía General, Anestesiología y 
Medicina Familiar, y; 3. Después de finalizar uno de los programas de especialización 
mencionados anteriormente. 
 
“Sin duda alguna es evidente que el SSO para todo recién graduado en medicina es 
de vital importancia; ya que, este servicio médico se convierte en la primera 
experiencia y puerta de entrada al mercado laboral, en donde se desarrollan las 
destrezas, se integran y consolidan los conocimientos previamente adquiridos en el 
alma máter. Además, es la primera vez que el médico tiene la responsabilidad del 
paciente, y el bienestar de éste depende del recién graduado en medicina. No 
obstante llevar a cabo el SSO es más que una labor de atención al paciente, de darle 
medicinas o prescribirle una receta, es una vocación de ayuda para contrarrestar 
determinada patología; pero en ciertas eventualidades, dicha labor debe ir más allá 
de lo establecido médicamente, es decir, es un servicio a la comunidad, es estar en 
permanente contacto con la gente o pacientes y compartir con ellos.” 1 
 
Sin embargo, la regulación del SSO presenta varias causales para la exoneración del 
servicio, siendo una de ellas la insuficiencia de plazas para proveer. 
 
De conformidad con el Artículo 1 de la Ley 352 de 1997, “[e]l Sistema de Salud de 
las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, SSMP, está constituido por el Ministerio 
de Defensa Nacional, el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional, el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, el Subsistema de 
Salud de la Policía Nacional y los afiliados y beneficiarios del Sistema. El Subsistema 
de Salud de las Fuerzas Militares lo constituyen el Comando General de las Fuerzas 
Militares, la Dirección General de Sanidad Militar, el Ejército Nacional, la Armada 
Nacional, la Fuerza Aérea y el Hospital Militar Central. El Subsistema de Salud de la 
Policía Nacional lo constituyen la Policía Nacional y la Dirección de Sanidad de la 
Policía Nacional.” 
 
En este sentido, el SSMP tiene como objetivo prestar el servicio integral de salud en 
las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del 
personal afiliado y sus beneficiarios y el servicio de sanidad inherentes a las 
operaciones militares y policiales. 
 
Así las cosas, al ser parte del sistema de salud, en el SSMP existe la posibilidad de 
prestar el SSO en salud. 
 
De otro lado, a los colombianos, especialmente a los varones, nos asiste la obligación 
constitucional de prestar el servicio militar (para las mujeres es voluntario) como 
consecuencia del principio según el cual prevalece el interés social sobre el privado 
y es un deber de estirpe constitucional, de aplicación general y con carácter 
perentorio. 
 
En sentencia T-049 de 2018 de la Corte Constitucional puso de presente que la 
prestación del servicio militar obligatorio se armoniza no solo por los artículos 2 y 
216 de la Constitución Política “sino, además, obedece a la materialización de los 
principios de solidaridad y reciprocidad social prevalentes en el Estado Social y 
Democrático de Derecho, donde existe una correlación entre los derechos y 

 
1 Mervin José Moya Peñafiel. Servicio Social Obligatorio en Colombia: Incertidumbre de los recién graduados 
en medicina. Rev. Méd. Risaralda 2014; 20 (2): 114-120 

    
 

 
 

obligaciones que se derivan de la relación entre ciudadanos y las instituciones 
públicas”. El inciso final del artículo 216 constitucional “La ley determinará las 
condiciones que en todo tiempo eximen del servicio militar y las prerrogativas para 
la prestación del mismo.” 
 
El régimen legal para la prestación del servicio militar obligatorio se encuentra 
contemplado en la Ley 1861 de 2017 y, goza de una tradición histórica, 
consuetudinaria y jurídica, que data de épocas del nacimiento de la República. 
Además, dicha obligación constitucional, ha sido objeto de un intenso debate 
jurisprudencial y doctrinal sobre diferentes particularidades sobre su pertinencia, 
necesidad u obligatoriedad. 
 
Como se puede observar, tanto el SSO como el servicio militar obligatorio son 
obligaciones de carácter constitucional y persiguen un fin similar: el interés general 
de los colombianos en todo el Territorio Nacional, especialmente, de los más 
vulnerables. 
 
Así las cosas, los profesionales en áreas de la salud, por obligación, deben prestar el 
servicio militar o pagar la compensación correspondiente. Además de ello, estos 
profesionales, también debieron realizar el servicio social exigido para los 
bachilleres. Es decir: una persona que escoge como profesión de vida cualquier área 
de la salud, le asisten, por obligación constitucional, hasta tres servicios sociales 
obligatorios. Esto, puede ser un factor de desigualdad de tipo legal, causada por una 
profesión u oficio. 
 
Este dilema, es el asunto que busca solucionar la presente iniciativa. Dicha 
desigualdad legal, puede subsanarse, otorgándole a los profesionales de las áreas 
en la salud la posibilidad de computar el servicio militar obligatorio con el SSO, 
siempre y cuando sea prestado en el SSMP, conforme al reglamento que se 
desarrolle. 
 
Con la existencia legal de esta posibilidad, el SSMP se verá beneficiado por cuanto 
que contará con una mayor oferta de Talento Humano en salud respecto de las 
plazas que se oferten y; por otro lado, los profesionales en áreas de la salud, tendrán 
un ahorro en dinero y tiempo respecto de su obligación para prestar el servicio 
militar obligatorio, así como, mayores oportunidades para el ejercicio de su 
profesión.  
 

3. IMPACTO FISCAL  
 
El presente proyecto de ley, al no ordenar gasto, no comprende un impacto fiscal y 
en consecuencia no requiere cumplir con lo establecido en el artículo 7° de la Ley 
819 de 2003, ni se encuentra condicionado al aval del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. 
 

4. DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LA INICIATIVA 
 
De lo anterior, es necesario adicionar en el régimen legal del servicio de 
reclutamiento, control de reservas y la movilización dos nuevas formas de prestación 
del servicio militar obligatorio: La primera, como profesionales en áreas de la salud 
en Sanidad Militar y, la segunda, como profesionales en áreas de la salud en Sanidad 
de la Policía Nacional. 
 

    
 

 
 

5. CONFLICTO DE INTERÉS 
 
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3° de la Ley 2003 del 19 de noviembre 
de 2019, por la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras 
disposiciones, que modifica el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, que establece la 
obligación al autor del proyecto presentar la descripción de las posibles circunstancias 
o eventos que podrán generar un conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, siendo estos, criterios guías para que los congresistas tomen una decisión en 
torno a si se encuentran en una causal de impedimento.  
 
Frente al presente proyecto, se considera que no genera conflictos de interés, puesto 
que los beneficios particulares, actuales y directos, conforme a lo dispuesto en la ley, 
dado que, el objeto del proyecto versa sobre las modalidades de prestación del servicio 
militar obligatorio, a la fecha los congresistas ya han resuelto su situación militar.  
 
Sin embargo, si tuvieren familiares dentro de los grados establecido por la ley que 
fueren estudiantes de educación superior en áreas de la salud y no tuviere definida su 
situación militar y esta estuviere suspendida por el curso de sus estudios, deberá 
presentar un conflicto de interés, frente del cual se deduce su improcedencia por 
considerar que esta ley cobijará a toda la población por igual. 
 
Finalmente, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que se 
puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley, no exime del deber del 
Congresista de identificar causales adicionales 
 
En los términos anteriores, en nuestra condición de miembros del Congreso de la 
República y en uso del derecho consagrado en el artículo 152 de la Constitución 
Política de Colombia, reconociendo la existencia de la necesidad de la garantía del 
Derecho a la igualdad legal y el deber del Estado de proteger la vida en condiciones 
dignas, nos permitimos poner a consideración del honorable Congreso, este 
proyecto de ley. 
 
De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO RUMIÉ  MARÍA FERNANDA CABAL MOLINA 
Senador de la República    Senadora de la República 
 
 
 
 
 
 
HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO  AMANDA R. GONZÁLEZ RODRÍGUEZ 
Senador de la República    Senadora de la República 
 
 
 
 
RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH  
Senadora de la República 
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ENRIQUE CABRALES BAQUERO   OSCAR DARÍO PÉREZ PINEDA 
Representante a la Cámara - Bogotá   Representante a la Cámara – Antioquia 
 
  
 
 
 
CHRISTIAN MUNIR GARCES ALJURE  JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN 
Representante a la Cámara – Valle del Cauca Representante a la Cámara - Bogotá 
 
 
 
 
 
JUAN DAVIOD VÉLEZ T. 
Representante a la Cámara – Exterior 
 
 
 
 
 
JUAN PABLO CELIS VERGEL    EDWIN G. BALLESTEROS ARCHILA 
Representante a la Cámara – Nte. De Santander Representante a la Cámara - Santander 
 

     
               

 
SECCIÓN DE LEYES 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
 

–

 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 20 de julio de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No. 102/20 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL 
SE ADICIONA EL SERVICIO SOCIAL EN SALUD AL SERVICIO MILITAR 
OBLIGATORIO”, me permito remitir a su despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General del Senado de la República 
por los Honorables Senadores FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO, MARIA FERNANDA 
CABAL MOLINA, HONORIO MIGUEL HENRIQUEZ, AMANDA GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, 
RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH;  y los Honorables Representantes ENRIQUE 
CABRALES BAQUERO, OSCAR DARÍO PÉREZ, CHRISTIAN MUNIR GARCÉS, JUAN 
MANUEL DAZA IGUARÁN, JUAN DAVID VÉLEZ, JUAN PABLO CELIS, EDWIN 
BALLESTEROS ARCHILA.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es 
competencia de la Comisión SEGUNDA Constitucional Permanente del Senado de la 
República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.       
  
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – JULIO 20 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión XXXXXXXXX Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO  

PROYECTO DE LEY NÚMERO 126 DE 2020 
SENADO

por la cual se reforma la Ley 1621 de 2013, el sistema 
de depuración de datos y archivos de inteligencia 

y contrainteligencia y se dictan otras disposiciones 
para fortalecer el marco jurídico que permita a 
los organismos que llevan a cabo actividades de 
inteligencia y contrainteligencia cumplir con su 

misión constitucional y legal.

 

 

PROYECTO DE LEY No.  DE 2020 SENADO 
 

“Por la cual se reforma la Ley 1621 de 2013, el Sistema de Depuración de Datos y 
Archivos de inteligencia y contrainteligencia y se dictan otras disposiciones para 

fortalecer el marco jurídico que permita a los organismos que llevan a cabo 
actividades de inteligencia y contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y 

legal” 

 
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DECRETA 

ARTÍCULO 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto reformar el Sistema Nacional de 
Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia y fortalecer los 
mecanismos de control y supervisión de dichas actividades para que estas sean desarrolladas 
en cumplimiento de la misión constitucional y legal de los organismos que llevan a cabo las 
actividades de inteligencia y contrainteligencia. 

ARTÍCULO 2. Adecuación de Manuales de inteligencia y contrainteligencia. Adiciónese 
un parágrafo al artículo 16 de la Ley 1621 de la siguiente manera: 

Parágrafo 1. En ningún caso los manuales de inteligencia y contrainteligencia podrán 
considerar la actividad de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales, objeto de recolección de información. 

ARTÍCULO 3. Monitoreo del Espectro electromagnético e interceptaciones de 
comunicaciones privadas. Adiciónese un parágrafo al artículo 17 de la Ley 1621 de la 
siguiente manera: 

Parágrafo. Para efectos de la presente Ley, se entiende como monitoreo pasivo aquel que 
conlleve el desarrollo de labores preventivas, que no entrañan una intervención intensa en los 
derechos fundamentales; y se realiza sobre comunicaciones de personas indeterminadas, 
desde aparatos y números no especificados y por el tiempo razonable y estrictamente 
necesario para precisar los alcances de una investigación u operación en curso legalmente 
autorizada. 

ARTÍCULO 4. Supervisión y control. Modifíquese el artículo 18 y adiciónese un parágrafo 
6 de la siguiente manera: 

Artículo 18. Supervisión y Control. Los Inspectores de la Policía, de las Fuerzas Militares, 
y el Inspector General de la Dirección Nacional de Inteligencia, deberán rendir un informe 
anual de carácter reservado tramitado por el conducto regular ante el Ministro de Defensa 
Nacional y con copia a la Comisión Legal de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia 
y Contrainteligencia. Este informe verificará la aplicación de los principios, límites y fines 
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enunciados en esta ley en la autorización y el desarrollo de actividades de inteligencia y 
contrainteligencia; la adecuación de la doctrina, los procedimientos y métodos de inteligencia 
a lo establecido en la presente ley; así como la verificación de los procesos de actualización, 
corrección y retiro de datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia. Para ello, estos 
Inspectores contarán con toda la colaboración de los diferentes organismos internos de las 
agencias de inteligencia. 

Parágrafo 6. De forma anual, el Estado realizará una audiencia pública de rendición de 
cuentas, coordinada por el director de la Instancia de Depuración, en el que se presenten los 
resultados de la aplicación de los principios, límites y fines enunciados en esta ley durante la 
autorización y desarrollo de actividades de inteligencia y contrainteligencia. 

ARTÍCULO 5. Funciones y facultades de la Comisión Comisión legal de Seguimiento a 
las actividades de InteligenciaInteligencia y Contrainteligencia. Adiciónese el literal g y 
h al artículo 61G de la Ley 5 de 1992, el cual tendrá el siguiente tenor: 

g. Elaborar un informe anual de carácter público que dé cuenta del cumplimiento de los 
objetivos de inteligencia fijados por el Gobierno Nacional, los controles contenidos 
en la presente ley y formule recomendaciones para el fortalecimiento y la supervisión 
del ejercicio de las actividades de inteligencia y contrainteligencia, exponiendo toda 
la información reportada al Presidente de la República que no requiera mantenerse 
bajo reserva o con el carácter de secreta. 

h. Solicitarle al Presidente la desclasificación total o parcial de una información por 
motivos de interés general y cuando, en su consideración, no constituya una 
amenazada contra la vigencia del régimen constitucional, ni la seguridadnacional. 

 
ARTÍCULO 6. Deber de Reserva de la Comisión. Adiciónese un parágrafo al artículo 24 
de la Ley 1621 de 2013 de la siguiente manera: 

Parágrafo 3. El deber de reserva de la información no debe operar cuando exista una 
convicción razonable por parte de algún miembro de la Comisión de la existencia de hechos 
delictivos que se realicen en el marco de actividades de inteligencia ycontrainteligencia. 

ARTÍCULO 7. Comisión Asesora para la Depuración de Datos y Archivos de 
Inteligencia y Contrainteligencia. Elimínese el inciso tercero del artículo 30 de la Ley 1621 
de 2013. 

ARTÍCULO 8. Reserva. Adiciónese el parágrafo 5 al artículo 33 de la Ley 1621 de la 
siguiente manera: 

Parágrafo 5. Podrán conocer de la información clasificada como reserva las autoridades 
judiciales, legislativas o administrativas que la soliciten para el debido ejercicio de sus 
funciones. Corresponde a dichas autoridades asegurar la reserva de las informaciones y 
documentos que lleguen a conocer en desarrollo de lo previsto en este artículo. 

 

 

ARTÍCULO 9. Inoponibilidad de la Reserva. Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley 1755 de 2015, el artículo 34 de la Ley 1621 quedará de la siguiente manera: 

ARTÍCULO 34. Inoponibilidad de la Reserva. El carácter reservado de los documentos 
de inteligencia y contrainteligencia no será oponible a las autoridades judiciales, legislativas, 
disciplinarias y fiscales que lo soliciten para el debido ejercicio de sus funciones, siempre 
que su difusión no ponga en riesgo la seguridad o la defensa nacional, ni la integridad 
personal de los ciudadanos, los agentes, o las fuentes. Corresponderá a dichas autoridades 
asegurar la reserva de los documentos que lleguen a conocer en desarrollo de lo establecido 
en el presente artículo. 

ARTÍCULO 10. Receptores de Productos de Inteligencia y Contrainteligencia. 
Adiciónese el literal h al artículo 36 de la ley 1621, el cual tendrá el siguiente tenor: 

 
g. Toda persona tendrá derecho a saber si figura en los archivos de inteligencia y 

contrainteligencia del Estado. 

ARTÍCULO 11. Niveles de clasificación. El artículo 37 de la Ley 1621 quedará de la 
siguiente manera: 

Artículo 37. Niveles de Clasificación. La Instancia de Depuración, dentro del año siguiente 
a la publicación de la presente ley, reglamentará y actualizará los niveles de clasificación de 
la información ydiseñará un sistema para la designación de los niveles de acceso a la misma. 

ARTÍCULO 12. Excepción a los deberes de denuncia y declaración. El artículo 39 de la 
Ley 1621 quedará de la siguiente manera: 

Los servidores públicos de los organismos que desarrollan actividades de inteligencia y 
contrainteligencia están obligados a guardar la reserva en todo aquello que por razón del 
ejercicio de sus actividades hayan visto, oído o comprendido. En este sentido, los servidores 
públicos a los que se refiere este artículo están exonerados del deber de denuncia y no podrán 
ser obligados a declarar. Lo anterior sin perjuicio de lo establecido en los parágrafos 3° y 4° 
del artículo 18 y del parágrafo 3° del artículo 33. 

La exclusión del deber de denuncia no aplicará cuando se conozca de hechos ilícitos. Los 
servidores públicos de los organismos que desarrollan actividades de inteligencia y 
contrainteligencia deberán denunciar las actividades delictivas de las que tengan 
conocimiento de manera directa o mediante representante del organismo de inteligencia y en 
condiciones que permitan garantizar su seguridad e integridad, garantizando la protección de 
fuentes, medios y métodos. 

En caso de que el organismo considere necesario declarar en un proceso podrá hacerlo a 
través del Director o su delegado. 

Cuando los servidores públicos a que se refiere este artículo deban denunciar o rendir 

 

 

testimonio, el juez o el fiscal según el caso, podrán disponer que la diligencia respectiva se 
reciba en forma privada y se mantenga en reserva mientras ello sea necesario para asegurar 
la vida e integridad personal del funcionario y la de su familia. 

ARTÍCULO 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 42 de la Ley 1621 de la siguiente 
manera: 

Parágrafo. En caso de que la información solicitada por el organismo de inteligencia este 
clasificada como información privada, sólo puede ser obtenida y ofrecida por orden de 
autoridad judicial en el cumplimiento de sus funciones. 

ARTÍCULO 14. El artículo 44 de la Ley 1621 de 2013 quedará así: 

Artículo 44. Colaboración con Operadores de Servicios de Telecomunicaciones. Los 
operadores de servicios de telecomunicaciones estarán obligados a suministrar a los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia, previa solicitud y autorización judicial, y en 
desarrollo de una operación autorizada y siempre que sea técnicamente viable, el historial de 
comunicaciones de los abonados telefónicos vinculados, los datos técnicos de identificación 
de los suscriptores sobre los que recae la operación, así como la localización de las celdas en 
que se encuentran las terminales y cualquier otra información que contribuya a su 
localización. Los organismos de inteligencia y contrainteligencia garantizarán la seguridad 
de esta información y con tal fin, en la solicitud que formulen a los operadores de servicios 
de telecomunicaciones, limitarán la información solicitada a un período que no exceda de 
cinco (5) años. 

 
Los Directores de los organismos de inteligencia, o quienes ellos deleguen, serán los 
encargados de presentar por escrito a los operadores de servicios de telecomunicaciones la 
solicitud de dicha información. 

 
En todo caso, la interceptación de comunicaciones estará sujeta a los procedimientos 
establecidos por el artículo 15 de la Constitución y el Código de Procedimiento Penal y sólo 
podrá llevarse a cabo en el marco de procesos judiciales. 

ARTÍCULO 15. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 44A del siguiente tenor: 
 

Artículo 44A. Colaboración con el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
No Repetición y las medidas dispuestas en el Acuerdo Final de Paz. Todas las entidades 
del Estado y los Organismos de Inteligencia y Contrainteligencia prestarán su colaboración 
con el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición para el 
cumplimiento de sus objetivos, mandato y funciones, y le brindarán toda la información que 
tengan a su disposición en lo relacionado con el conflicto armado. 

 
Parágrafo 1. La Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
Repetición y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas deberán garantizar 
por escrito la reserva de la información, suscribir actas de compromiso de reserva y observar 
las seguridades y niveles de clasificación consagradas en la presente ley, sin perjuicio de las 

 

 

acciones penales, disciplinarias y fiscales a que haya lugar por violación de la reservalegal. 

Parágrafo 2. La Instancia de Depuración facilitará la labor de la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad y la implementación de las medidas dispuestas en el punto 3.4.12 del 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz estable y 
Duradera. 

 
ARTÍCULO 16. La Ley 1621 de 2013 tendrá un Capítulo IX del siguiente tenor: 

 
CAPÍTULO IX 

SISTEMA NACIONAL DE DEPURACIÓN DE DATOS Y ARCHIVOS DE 
INTELIGENCIA Y CONTRAINTELIGENCIA 

 
ARTÍCULO 17. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 45 del siguiente tenor: 

 
Artículo 45. Del Sistema Nacional de Depuración de Datos Archivos de Inteligencia y 
Contrainteligencia. El Sistema Nacional de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia 
y Contrainteligencia, denominado - “SND”, es un conjunto de instancias, orientaciones y 
mecanismos que permiten la aplicación de los principios generales y las disposiciones sobre 
actualización, corrección y retiro de datos y archivos de inteligencia ycontrainteligencia. 

ARTÍCULO 18. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 46 del siguiente tenor: 
 

Artículo 46. Estructura del Sistema Nacional de Depuración de Datos y Archivos de 
Inteligencia y Contrainteligencia. El Sistema Nacional de Depuración “SND” estará 
conformado por una Instancia de Depuración, un Consejo Asesor y los Comités de 
Actualización, Corrección y Retiro de Datos y Archivos de Inteligencia. 

ARTÍCULO 19. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 47 del siguiente tenor: 
 

Artículo 47. Instancia de Depuración. Créase la Instancia de Depuración adscrita a la 
Defensoría del Pueblo como una Unidad Administrativa Especial con autonomía 
administrativa, financiera y presupuestal en los términos del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto, capacidad de contratación y con independencia del Gobierno Nacional. 

ARTÍCULO 20. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 48 del siguiente tenor: 
 

Artículo 48. Serán funciones de la Instancia de Depuración las siguientes: 
 

a. Implementar las recomendaciones de la Comisión Asesora para la Depuración de 
Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia, de la que habla el artículo 30 
de la presente Ley. 

b. Desarrollar el proceso de depuración en coordinación con cada Organismo de 
Inteligencia, en especial el Comando General de las Fuerzas Militares, Policía 
Nacional, Dirección Nacional de Inteligencia DNI, Unidad de Información y Análisis 
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Financiera UIAF y del archivo de inteligencia, contrainteligencia y gastos reservados 
del extinto DAS. 

c. Coordinar el proceso de depuración de los datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia del extinto Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) que 
se encuentren en el Archivo General de la Nación, con especial observancia de la 
preservación de archivos con valor histórico. 

d. Diseñar, dentro de los noventa (90) días siguientes a su conformación, una propuesta 
de priorización con periodos, parámetros históricos y/o geográficos sobre la 
ocurrencia de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario, así como en observancia de los mecanismos de justicia 
transicional que integran el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
Garantías de No Repetición. 

e. Evaluar el trabajo desarrollado por los Comités de Actualización, Corrección y Retiro 
para aplicar las recomendaciones del proceso de depuración. La Instancia de 
Depuración podrá ratificar o rechazar total o parcialmente los resultados del trabajo 
adelantado en cada uno de los Comités a efectos del proceso de depuración. 

f. Dejar registros escritos, fílmicos y fotográficos de todos y cada uno de los procesos 
y procedimientos, con copia al organismo de inteligencia objeto del proceso de 
depuración. 

g. Identificar aliados internacionales (expertos y entidades) para que asesoren y apoyen 
la tarea de depuración. 

h. Coordinar con el Archivo General de la Nación y los equipos de archivística de los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia con el fin de tener el inventario de la 
totalidad de los archivos y datos de las entidades con funciones de inteligencia y 
contrainteligencia, en donde se defina el número, nombre y categoría de la totalidad 
de los archivos y datos, así como el número de folios si se trata de archivos o datos 
en papel, o su peso en bytes si se trata de archivos o datos electrónicos; considerando 
que únicamente tras conocer el inventario, se podrá proceder a realizar una función 
adecuada en materia de valoración, custodia y gestión documental. 

i. Presentar informes periódicos semestrales durante los cinco primeros años del 
proceso de depuración al Presidente de la República; el Procurador General de la 
Nación; el Defensor del Pueblo; la Comisión Legal de Seguimiento a las actividades 
de Inteligencia y Contrainteligencia del Congreso de la República; el Sistema de 
Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia y la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad. 

 
Parágrafo 1. Para la depuración de la que habla el literal c, el Archivo General de la Nación 
y la Dirección Nacional de Inteligencia pondrán a disposición funcionarios que garanticen a 
la Instancia el acceso y el conocimiento de los archivos, los cuales, luego de la depuración, 
deberán permanecer en el Archivo General de la Nación. El Oficial de Acceso determinará 
los niveles de acceso a los mismos. 

 

 

 
 

Parágrafo 2. En relación con la propuesta de priorización de la que habla el literal d, la 
Instancia de Depuración elaborará un plan de trabajo y llevará a cabo con el equipo 
interdisciplinario la aplicación de los criterios de legalidad y valor. Para ello deberá contar 
con un inventario y adelantará, de ser el caso, los procesos archivísticos y de gestión 
documental necesarios tanto en el caso del extinto DAS, como en los demás organismos de 
inteligencia. 

 
Parágrafo 3. En caso de presentar algún tipo de irregularidad en los procedimientos de 
inteligencia y contrainteligencia, o de hallar pruebas de la comisión de algún delito, la 
Instancia de Depuración deberá presentar un informe inmediato a las entidades de las que 
habla el literal i. 

 
ARTÍCULO 21. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 49 del siguiente tenor: 

 
Artículo 49. La Instancia de Depuración estará conformada por: 

 
a. Un director (a) que será elegido por un periodo de 4 años, a través de una convocatoria 

pública y plural que garantice total independencia, autonomía e imparcialidad en el 
ejercicio de las funciones previstas en el artículo 51 de la presente ley. Quien ostente 
este cargo deberá ser ciudadano en ejercicio, no haber sido condenado por sentencia 
judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos, 
acreditar experiencia en archivística y gestión documental, o haber desempeñado 
durante diez años, cargos en la rama judicial e en el Ministerio Público, o haber 
ejercido, con buen crédito, la defensa de los derechos humanos. No podrá ejercer esta 
función un funcionario que acredite participación en organismos de inteligencia 
durante los últimos 20 años. 

b. Un (a) Oficial de Acceso que será elegido por un periodo de 4 años. No podrá ejercer 
este cargo el funcionario que acredite participación en organismos de inteligencia 
durante los últimos 20 años. 

c. Un equipo interdisciplinario encargado del proceso de depuración de los archivos 
conformado por personal con experiencia en archivística, inteligencia y 
contrainteligencia, historia institucional, preservación, memoria histórica, derechos 
humanos y sistemas de información, entre otros. Este equipo será seleccionado por el 
director mediante un proceso público de selección que garantice altos estándares de 
transparencia y publicidad. 

d. Un Consejo Asesor elegido, según lo dispone el artículo 54, por un periodo de 4 años. 
 

ARTÍCULO 22. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 50 del siguiente tenor: 

 

 

Artículo 50. El director (a) y el Oficial de Acceso descritos en el numeral anterior serán 
seleccionados por un Comité de Escogencia conformado por: 

 
1. Un delegado(a) designada por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, 
2. Un delegado(a) designada por el Secretario General de las Naciones Unidas, 
3. Un delegado(a) designada por la Comisión Permanente del Sistema Universitario del 

Estado, 
4. Un delegado(a) designada por el Defensor del Pueblo, 
5. Un delegado(a) designada por el Comité de Seguimiento y Monitoreo ala 

implementación de las recomendaciones de la CEV. 
 

ARTÍCULO 23. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 51 del siguiente tenor: 
 

Artículo 51. Serán funciones del Director (a): 
 

a. Implementar las recomendaciones de la Comisión Asesora para la Depuración de 
Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia. 

b. Liderar la implementación del Sistema de Depuración de Datos y Archivos de 
Inteligencia y Contrainteligencia dispuesto en el artículo 30 de la Ley 1621 de2013. 

c. Proponer una propuesta de priorización con periodos, parámetros históricos y/o 
geográficos sobre la ocurrencia de violaciones a los derechos humanos e infracciones 
al DIH, así como en observancia de los mecanismos de justicia transicional que 
integran el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. 

d. Determinar el criterio de valor de los archivos en caso de debate con los organismos 
de inteligencia. 

e. Seleccionar, mediante un proceso que garantice altos estándares de transparencia, un 
equipo interdisciplinario encargado del proceso de depuración de los archivos 
conformado por personal con experiencia en archivística, inteligencia, historia 
institucional, preservación, memoria histórica, derechos humanos y sistemas de 
información, entre otros. 

f. Coordinar el proceso de evaluación del trabajo desarrollado por los Comités de 
Actualización, Corrección y Retiro para aplicar las recomendaciones del proceso de 
depuración. 

g. Rendir informes periódicos sobre el cumplimiento de su gestión y las demás 
necesarias para el desarrollo de su labor. 

 
ARTÍCULO 24. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 52 del siguiente tenor: 

 
Artículo 52. Serán funciones del Oficial de Acceso: 

 

 

a. Acompañar el proceso de depuración con el fin de determinar el nivel o los niveles 
de acceso a la información que vaya a ser retirada e informar a la entidad de destino 
el nivel de acceso correspondiente, de conformidad con el marco normativo existente. 
El nivel de acceso establecido por este Oficial será de obligatorio cumplimiento por 
las entidades receptoras de los archivos y datos retirados. 

b. Atender y dar respuesta, durante el proceso de depuración, a las solicitudes de acceso 
a la información sujeta a depuración, prestando especial observancia al derecho a la 
verdad de las víctimas, sus familias y la sociedad. 

c. Atender y dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información retirada, de 
acuerdo con el marco normativo existente. Este proceso debe darse sin perjuicio de 
la discusión atinente y necesaria sobre el nivel de acceso de aquellos archivos y datos 
que permanezca en los organismos de inteligencia, considerando el contexto propio 
de un escenario de transición. 

d. Evaluar y determinar las medidas y mecanismos concernientes a la anonimización de 
los datos contenidos en los archivos que sean retirados, cuando haya lugar. 

 
ARTÍCULO 25. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 53 del siguiente tenor: 

 
Artículo 53. Autorícese al Gobierno nacional para que en cumplimiento de los artículos 341 
y 345 de la Constitución Política de Colombia incorpore en el Presupuesto General de la 
Nación las partidas necesarias para llevar a cabo el proceso de depuración y para la 
implementación del Sistema de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y 
Contrainteligencia dispuesto en el Artículo 30 de la presente Ley. 

 
ARTÍCULO 26. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 54 del siguiente tenor: 

 
Artículo 54. Consejo Asesor de la Instancia de Depuración. Crease un Consejo Asesor a 
la Instancia de Depuración. Este Consejo estará integrado por (1) miembro designado por el 
Presidente de la República; un (1) integrante de los organismos que llevan a cabo actividades 
de inteligencia y contrainteligencia; un (1) representante de la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia; Defensor del Pueblo o 
su delegado (a); Director (a) del Archivo General de la Nación o su delegado (a); un (1) 
delegado de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y No 
Repetición o quien haga sus veces; Director (a) del Archivo Histórico de la Universidad 
Nacional; y dos (2) representante de la sociedad civil; 

 
ARTÍCULO 27. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 55 del siguiente tenor: 

 
Artículo 55. Funciones del Consejo Asesor. Son funciones del Consejo Asesor las 
siguientes: 
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1. Asesor a la Instancia de Depuración en el cumplimiento de sus funciones. 
2. Aprobar la propuesta de periodización de la depuración de la que habla el artículo 49 

de la presente Ley. 
3. Presentar insumos para la depuración de archivos y datos de inteligencia y 

contrainteligencia. 
4. Elaborar informes públicos anuales de seguimiento y verificación del cumplimiento 

de las funciones de la Instancia de Depuración y emitir recomendaciones. 
5. Darse su propio reglamento. 

 
ARTÍCULO 28. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 56 del siguiente tenor: 

 
Artículo 56. Tratamiento de información reservada. Cuando se trate de información 
reservada, la Instancia de Depuración deberá garantizar la reserva de la misma, sin perjuicio 
de las acciones penales, disciplinarias y fiscales a que haya lugar por violación de la reserva 
legal. 

 
ARTÍCULO 29. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 57 del siguiente tenor: 

 
Artículo 57. Coordinación con organismos de inteligencia. La máxima autoridad de cada 
uno de los Organismos de Inteligencia designará a uno o varios funcionarios que serán 
enlaces permanentes con la Instancia de Depuración, asegurando su estabilidad y 
permanencia durante el proceso. El director de la Instancia será quien determinará el criterio 
de valor de los archivos y datos. 

 
ARTÍCULO 30. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 58 del siguiente tenor: 

 
Artículo 58. Criterios para la depuración de archivos de inteligencia y 
contrainteligencia. Los organismos de inteligencia, a través de los Comités de 
Actualización, Corrección o Retiro de Datos y Archivos de inteligencia a que se refiere el 
artículo 31 de la ley 1621 de 2013, deberán tener en cuenta los siguientes criterios para 
adelantar el proceso de depuración: 

a. Legalidad: La legalidad de los datos y archivos de Inteligencia y Contrainteligencia 
se deriva de la estricta observancia del ordenamiento jurídico, durante la totalidad del 
ciclo de inteligencia, entendido este como el planeamiento del esfuerzo de búsqueda, 
recolección, análisis y difusión. La legalidad debe estar supeditada a lo consignado 
en los artículos 2 y 4 de la Ley 1621 de 2013, e incluye el respeto y garantía a los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario. 

b. Valor: Cualidad del documento que determina su utilidad para establecer la 
permanencia o retiro. El valor puede ser primario desde que se producen o se reciben 
hasta que cumplen sus fines administrativos, fiscales, legales y/o contables; o 
secundario, siempre que pueda interesar a los investigadores de información 

 

 

retrospectiva, una vez agotado el valor primario, o que correspondan a violaciones a 
los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 

 
ARTÍCULO 31. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 59 del siguiente tenor: 

 
Artículo 59. Vigilancia especial sobre los procesos de depuración. Los Comités de 
Actualización, Corrección o Retiro de Datos y Archivos de inteligencia deberán informar a 
la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo el inicio de procesos de 
depuración. En cualquier momento del proceso de depuración dichas entidades podrán 
verificar el cumplimiento de la aplicación de los criterios de que trata este artículo. La 
Procuraduría General de la Nación vigilará el proceso de depuración con base en sus 
facultades preventivas. 

 
Parágrafo transitorio. Los Comités de Actualización, Corrección o Retiro de Datos y 
Archivos de inteligencia deberán informar a la Procuraduría General de la Nación y la 
Defensoría del Pueblo, dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia del presente 
artículo, los procesos de depuración adelantados desde su conformación. 

 
ARTÍCULO 32. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 60 del siguiente tenor: 

 
Artículo 60. Moratoria de archivos. Los Organismos de Inteligencia, el Archivo General 
de la Nación y otras entidades, según corresponda, implementarán una moratoria de por lo 
menos 10 años de los archivos y datos de inteligencia, entendiendo por ésta la suspensión de 
los procesos archivísticos de eliminación de documentos. 

 
Parágrafo. En ningún caso se podrán eliminar los archivos que traten o referencien 
violaciones a los derechos humanos, crímenes de lesa humanidad, genocidio, crímenes de 
guerra y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, para lo cual se tendrá en 
cuenta lo estipulado en el Código Penal colombiano y/o en las normas de Derecho 
Internacional en materia de Derechos Humanos (DIDH), Derecho Internacional Humanitario 
(DIH) o Derecho Penal Internacional (DPI). 

 
ARTÍCULO 33. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 61 del siguiente tenor: 

 
Artículo 61. Acciones frente a la moratoria. Durante el periodo de moratoria reseñado en 
el artículo anterior se deberá: 

 
a. Suspender los términos registrados en la Tabla de Retención Documental (TDR), así 

como las acciones de disposición final que pudiesen proceder. 

 

 

b. Revisar y clasificar todos los archivos de los Organismos que hacen parte de la 
comunidad de Inteligencia, de acuerdo con los criterios de permanencia y retiro que 
en esta Ley se disponen. 

c. Definir los criterios, medios y mecanismos para terminar anticipadamente, suspender 
o extender temporalmente la moratoria programada en relación con el avance del 
proceso de depuración. 

d. Revisar las TDR de los archivos que, de acuerdo con los criterios, deben permanecer. 
 

Parágrafo. En caso de ser necesario, la Instancia de Depuración ajustará las TRD, sobre 
todo, teniendo en cuenta el valor histórico de los archivos y datos, según lo dispone el artículo 
6° del Decreto 763 de 2009. 

 
ARTÍCULO 34. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 62 del siguiente tenor: 

 
Artículo 62. Del retiro de archivos. Los datos y archivos de Inteligencia y 
Contrainteligencia que incumplan con el criterio de legalidad deberán ser retirados de los 
Organismos de Inteligencia y de los Comités de Actualización, Corrección o Retiro de Datos 
y Archivos de inteligencia y entregados al Archivo General de la Nación o al Archivo de 
Derechos Humanos y Memoria Histórica, según corresponda, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 58 de la presente ley; así como aquellos que, aun cumpliendo con el criterio de 
legalidad, hayan perdido su valor. 

 
Parágrafo. Se considera que tienen valor histórico los siguientes archivos: 

 
a. Información sobre los lugares de detención, masacres y otros lugares en que hayan 

ocurrido violaciones graves de los Derechos Humanos y/o infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario; 

b. Información que dé cuenta del paradero de las personas dadas por desaparecidos y de 
los cadáveres de las personas asesinadas; 

c. Información relacionada con violaciones de Derechos Humanos o delitos de lesa 
humanidad; 

d. Información que dé cuenta de vínculos de grupos armados al margen de la ley, grupos 
de delincuencia organizada y actividades de narcotráfico con instituciones y/o agentes 
del Estado. 

e. Información que dé cuenta de graves conductas contra la administración pública. 
 

ARTÍCULO 35. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 63 del siguiente tenor: 
 

Artículo 63. Destino de los datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia que sean 
retirados. Los archivos retirados de derechos humanos o que tengan valor histórico, según 
lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser destruidos. Con base en la aplicación de los 

 

 

criterios de legalidad y valor, los archivos y datos de Inteligencia y Contrainteligencia, 
deberán remitirse a la entidad destino, según lo preceptuado en el siguiente parágrafo. 

 
Parágrafo: La remisión de datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia deberá: 

 
a. Establecer con claridad la ubicación y características de los repositorios en donde se 

almacenará la información que sea retirada. 
b. Los repositorios deberán contar con medidas óptimas de seguridad para la 

salvaguarda de la información, entendida esta como las medidas relacionadas con 
conservación y protección de los datos y archivos, para así mantener la integridad 
material e impulsar acciones para prevenir o detener el daño. 

c. Remitir al Archivo de Derechos Humanos y Memoria Histórica o al que haga sus 
veces, los archivos y datos de inteligencia y contrainteligencia que tengan valor 
histórico según el artículo 62 de la presente ley. Este será el encargado de su custodia 
y preservación. Hasta tanto entre en funcionamiento este Archivo, se recomienda que 
los archivos retirados de derechos humanos sean enviados al Archivo Histórico de la 
Universidad Nacional y la copia digital fidedigna deberá ser enviada al Archivo 
virtual de DDHH y Memoria Histórica, creado por la Ley 1448 de 2011. 

d. Remitir al Archivo General de la Nación los archivos que tengan valor histórico y 
que no sean archivos de derechos humanos. Este será el encargado de su custodia y 
preservación. 

e. Los demás archivos seguirán el ciclo vital del documento en cada uno de los 
organismos de inteligencia, de acuerdo con las TRD de los mismos. 

f. Proteger los datos personas y sensibles de los ciudadanos cuando sean retirados de 
los archivos de inteligencia y contrainteligencia. Conforme a la ley de habeas data y 
a la Ley de Transparencia y Acceso a la información, se debe proteger la información 
de los ciudadanos como un bien intangible que es susceptible de ser capturado y 
utilizado de distintas maneras. En caso de retirar determinados archivos, los datos 
personales y sensibles de los ciudadanos deben ser anonimizados y/o se deben tomar 
medidas en relación con el acceso a la información para garantizar su protección. 

 
ARTÍCULO 36. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 64 del siguiente tenor: 

 
Artículo 64. Acceso a los datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia retirados. 
La determinación del nivel o los niveles acceso a los datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia que sean retirados de los organismos de inteligencia, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 63, será realizada por la Instancia de Depuración. 

 
ARTÍCULO 37. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 65 del siguiente tenor: 
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Artículo 65. Colaboración de las entidades del Estado. Todas las entidades del Estado 
prestarán su colaboración a la Instancia de Depuración para el cumplimiento de sus objetivos, 
mandato y funciones, y le brindarán toda la información que tengan a su disposición en lo 
relacionado con el cumplimiento de sus funciones. La Instancia de Depuración podrá solicitar 
el traslado de información a los organismos que considere, sin perjuicio de la información 
reservada que repose en dichos procesos. 

 
ARTÍCULO 38. Modifíquese el artículo 45 de la Ley 1621 el cual pasará a ser el artículo 
66 y quedará de la siguiente manera: 

 
Artículo 66. Derogatorias. La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el Decreto 2149 de 2017, por medio del cual se crea el Sistema 
Nacional de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia. 

 
ARTÍCULO 39. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 

I. Antecedentes y justificación 
 

El 17 de abril de 2013, el presidente de la República sancionó la Ley 1621 de 2013 “por 
medio de la cual se expiden normas para fortalecer el Marco Jurídico que permite a los 
organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia cumplir con 
su misión constitucional y legal, y se dictan otras disposiciones”. Dicha norma fue fruto de 
una necesaria actualización y reforma de las labores de inteligencia y contrainteligencia que 
realizan los organismos de seguridad del Estado Colombiano, los cuales no solo habrían 
participado en operaciones ilegales de inteligencia y recolección de información, sino que 
habrían utilizado la misma para promover otro tipo de violaciones a los derechos humanos. 

 
Así lo reconoció Felipe Muñoz, entonces director del Departamento Administrativo de 
Seguridad –DAS, en un debate de control político en el Senado, en el que afirmó que esa 
institución habría participado en los asesinatos de Guillermo Cano, Luis Carlos Galán, Carlos 
Pizarro, Jaime Garzón, José Antequera, Bernardo Jaramillo, Manuel Cepeda Vargas y Álvaro 
Gómez Hurtado1. Cuatro años antes de dicho debate, se conoció la gigantesca operación 
contra la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, numerosos líderes políticos de 
oposición, periodistas, defensores y defensoras de derechos humanos, que fueron declarados 
blancos de la inteligencia ilegal. Como se sabe, el resultado de los procesos penales 
adelantados fue la condena, entre otros, de dos de los directores del DAS: Jorge Noguera y 
María del Pilar Hurtado. 

 
La Ley 1621 de 2013 estableció en su artículo 30 la creación de una “Comisión Asesora para 
la Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia” (en adelante 
“Comisión Asesora”) la cual tendría la tarea de producir un informe en el que se formulen 
recomendaciones al Gobierno Nacional sobre los criterios de permanencia, retiro y destino 
de los datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia. Así mismo, se dispuso que “[e]l 
Gobierno Nacional pondrá en marcha, dentro del año siguiente a la rendición del informe 
de la Comisión, un sistema de depuración de datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia, orientado por el informe de recomendaciones de la Comisión”. 

 
En Julio de 2016, la Comisión Asesora presentó al Gobierno el “Informe de recomendaciones 
sobre permanencia, retiro y destino de los datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia”. En él se establece: i) marco normativo y experiencias internacionales 

 
1 Muñoz, Felipe. Intervención en el Senado de Felipe Muñoz Gómez, director del Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS) en el marco del Debate de Control Político llevado a cabo el 4 de mayo de 
2010. Disponible en: http://www.derechos.org/nizkor/colombia/doc/das130.html 

 

 

sobre la materia y ii) una serie de recomendaciones generales en cuanto al proceso de 
depuración de datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia, y medidas y criterios para 
la permanencia, retiro y destino de archivos retirados. 

 
Posteriormente, amparándose en el artículo 30 de la Ley de Inteligencia y Contrainteligencia, 
el Gobierno expidió el 20 de diciembre de 2017 el Decreto 2149 mediante el cual se crea el 
Sistema Nacional de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia, 
se adiciona el Capítulo 12 al Título 3, de la Parte 2, del Libro 2 del Decreto 1070 de 2015 
"Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de 
Defensa", y se dictan otras disposiciones. 

 
Esta norma no se encuentra orientada por las recomendaciones formuladas al Gobierno 
Nacional por parte de la Comisión Asesora y, además, es contraria a las mismas, lo cual ha 
derivado que las acciones ilegales de los Organismos de Inteligencia que se pretendieron 
erradicar, continúan cometiéndose. De forma reciente, la opinión pública ha conocido de la 
creación de un aparato conformado por batallones de ciberinteligencia y contrainteligencia, 
encargados de seguir, analizar, vigilar, amenazar y desacreditar a más de 130 ciudadanas y 
ciudadanos nacionales y extranjeros, así como de perseguir a quienes realizaron la llamada 
‘Operación Bastón’, y eliminar la información disponible en ella, la cual trataba de presuntos 
hechos de corrupción en el Ejército. 

 
Por lo anterior, y en aras de avanzar hacia practicas respetuosas de los derechos humanos y 
dar cumplimiento no solo a las recomendaciones de la Comisión Asesora, sino de múltiples 
organismos internacionales de derechos humanos, se requiere crear un Sistema de 
Depuración de Datos y Archivos de inteligencia y contrainteligencia de carácter 
preminentemente civil, que oriente los criterios de depuración de las actividades de 
inteligencia y contrainteligencia, a su vez, fortalecer los mecanismos de vigilancia y control. 

 
 

I. Objeto del proyecto de ley 
 

El presente proyecto de ley tiene por objeto crear el Sistema de Depuración de Datos y 
Archivos de inteligencia y contrainteligencia y, establecer los mecanismos de control 
necesarios para que estas actividades no sean utilizadas para recolectar información de 
manera irregular sobre periodistas, líderes de la oposición y movimientos sociales, 
defensores de derechos humanos, magistrados, entre otros. 

Así mismo, se incorporan las recomendaciones realizadas por la “Comisión Asesora para la 
Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia”, así como otras 
recomendaciones realizadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la Relatoría para la 

 

 

Libertad de Expresión, entre otras. Esta propuesta fue elaborada conjuntamente en una Mesa 
de Trabajo conformada por diversas organizaciones sociales, de víctimas y de derechos 
humanos. 

 
 

II. Fundamentos jurídicos 
 

Las actividades de inteligencia se sustentan en la necesidad del mantenimiento de la 
seguridad del Estado, tanto por factores internos como externos. Para ello, el Estado realiza 
acciones para recopilar, procesar, analizar y difundir información que verse sobre asuntos 
que pueden representar una amenaza real para la seguridad, en aras de constituirse como 
insumo en la toma de decisiones. 

 
Dada su innegable trascendencia, las actividades de inteligencia tienen potestades especiales 
que no tienen otras funciones del poder público y gozan de cierta autonomía y discreción 
garantizadas por la Constitución. 

 
La función de inteligencia y contrainteligencia está definida bajo los siguientes 
parámetros: i) se desarrolla por organismos especializados del orden nacional; ii) 
utilizando medios humanos o técnicos; iii) para la recolección, procesamiento, análisis 
y difusión de la información; y iv) con los objetivos de proteger los derechos humanos; 
prevenir y combatir amenazas internas o externas contra la vigencia del régimen 
democrático, el régimen constitucional y legal, la seguridad y la defensa nacional; y 
cumplir los demás fines enunciados en la ley, resultando claro para la Corte que los 
servicios de inteligencia y contrainteligencia tienen fundamento constitucional, en la 
medida en que cumplen un papel trascendental en la protección de los Estados y sus 
poblaciones contra las amenazas que se ciernen sobre la seguridad nacional. Si bien la 
inteligencia y contrainteligencia tienen puntos de encuentro se distinguen generalmente 
en que mientras la primera busca la recolección, evaluación y análisis de la información 
con el objeto de producir conocimiento para la toma de decisiones en materia de 
seguridad y defensa nacional entre otros fines, la segunda persigue detectar y neutralizar 
las acciones de inteligencia desarrolladas al interior o por otros Estados, 
organizaciones, personas o por sus agentes locales2. 

 
Producto de lo anterior, se requiere una legislación clara y precisa que adopte las medidas 
sugeridas por distintas instancias en aras de que las acciones de inteligencia y 
contrainteligencia estén apegadas a la Ley y la Constitución. 

 
 
 
 

2 Corte Constitucional. Sentencia C-540 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio. 
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1. Estándares nacionales e internacionales de derechos humanos para el desarrollo 
de actividades de inteligencia 

 
Las funciones de las agencias encargadas de las actividades de inteligencia, aun cuando estén 
relacionadas con la preservación del orden constitucional y la seguridad nacional, deben 
buscar la garantía y plena vigencia de los derechos humanos, lo cual incluye el respeto a la 
actividad de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. En virtud de ello, la Convención Americana de Derechos Humanos establece 
en si artículo once el derecho a la protección de la honra y la dignidad, el cual incluye 
“[n]adie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de 
su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación (…) Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias 
o esos ataques”3. 

 
Precisamente, en Colombia, el artículo 2° de la Ley 1621 de 20134 incluye la protección de 
los derechos humanos dentro de la definición de la función de inteligencia y 
contrainteligencia de la siguiente manera: 

 
“Es aquella que desarrollan los organismos especializados del Estado del orden 
nacional, utilizando medios humanos o técnicos para la recolección, procesamiento, 
análisis y difusión de información, con el objetivo de proteger los derechos humanos, 
prevenir y combatir amenazas internas o externas contra la vigencia del régimen 
democrático, el régimen constitucional y legal, la seguridad y la defensanacional”. 

 
Para evitar que la función de inteligencia se desborde y desconozca, existe un consenso cada 
vez más creciente sobre la necesidad de realizar una supervisión democrática de los servicios 
que prestan esta labor. Según el Centro de Ginebra para el Control Democrático de las 
Fuerzas Armadas, “Organismos internacionales como la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos –OCDE-, las Naciones Unidas –ONU-, la Organización para la 
Seguridad y la Cooperación en Europa –OSCE-, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa –APCE- y la Unión Interparlamentaria, han reconocido en forma explícita que los 
servicios de inteligencia deben someterse a un proceso democrático de rendición de 
cuentas”5. 

 
 
 
 

3 Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 11. 
4 Ley estatutaria 1621, del 17 de abril de 2013, “por medio de la cual se expiden normas para fortalecer 
el marco jurídico que permite a los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia y 
contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y legal, y se dictan otras disposiciones”. 
5 Born, H., & Leigh, I. (2008). Hacia un control democrático de las actividades de inteligencia: 
estándares legales y métodos de supervisión. Oslo (Noruega): CCAF - EOS. Pág. 13. 

 

 

La necesidad de este control no es menor. El desborde de las funciones de inteligencia en un 
Estado democrático tiene un grave impacto en la vigencia del ordenamiento democrático, 
toda vez que genera una vulneración de múltiples derechos humanos que afectan el plano 
individual –derechos como la intimidad o la libre expresión pueden ser afectados-. 
Precisamente, la Corte Constitucional ha señalado que “los servicios de inteligencia han de 
operar con arreglo a las leyes, las cuales a su vez deben armonizar con la Constitución y las 
obligaciones internacionales en materia de protección de los derechos humanos, de ahí la 
importancia de que estos servicios estén precedidos de controles y mecanismos de 
supervisión estrictos, independientes, adecuados y eficaces, en orden a la garantía efectiva 
de los derechos fundamentales”6. 

 
Estos mecanismos de control, sin duda alguna, también obedecen a la posibilidad que tengan 
los propios miembros de los organismos de inteligencia de denunciar hechos delictivos de 
los que tengan conocimiento. Al respecto, se ha considerado como una buena practica a nivel 
internacional que los servicios de inteligencia puedan denunciar los hechos ilícitos. La 
práctica 18 recogida en las “buenas prácticas relacionadas con los marcos y las medidas de 
carácter jurídico e institucional que permitan garantizar el respeto de los derechos humanos 
por los servicios de inteligencia en la lucha contra el terrorismo, particularmente en lo que 
respecta a su supervisión”, señala que: “Los miembros de los servicios de inteligencia que, 
actuando de buena fe, denuncien un hecho ilícito, están protegidos legalmente de cualquier 
forma de represalia. Esta protección se hace extensiva a las revelaciones a los medios de 
comunicación o al público en general, si se hicieran como último recurso y se referían a 
cuestiones de gran interés público”7. 

 
1.1. Estándares en materia de actividades de inteligencia 

 
Para la Corte Constitucional, las actividades de inteligencia son respetuosas de la 
Constitución Política, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos –DIDH- y el 
Derecho Internacional Humanitario –DIH- cuando cumplen los siguientes requisitos: 

 
“1. Se defina con claridad quién la autoriza u ordena, cuáles son las razones o 
motivos legales para llevarla a cabo y cuáles son los métodos permitidos para su 
ejecución; 2. Corresponda a las estrictamente indispensables para el cometido de la 
función; 3. Guarde simetría con los fines constitucionales empleando los medios 
menos invasivos; 4. No desconozca el contenido esencial de los derechos 
fundamentales; 5. Se deje un registro de las actuaciones cumplidas odesarrolladas; 
6. Se observe un procedimiento legalmente prescrito; 7. Sujetarse a controles y 
supervisiones; 8. Establecer mecanismos que garanticen las reclamaciones de las 

 

6 Corte Constitucional. Sentencia C-540 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio. 
7 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. (2010). Informe de Martin Scheinin, Relator Especial sobrela 
promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el 
terrorismo. A/HRC/14/46. Naciones Unidas. Asamblea General. Pág. 17. 
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personas; y 9. De implicar interceptación o registro de comunicaciones debe contar 
indiscutiblemente con la autorización judicial”.8 

 
Distintos procedimientos especiales de Naciones Unidas también han proferido una serie de 
principios y prácticas que, de ser respetados, compatibilizarían las actividades de inteligencia 
en acciones como la lucha contra el terrorismo con los derechos humanos. En primer lugar, 
el Relator Especial para la promoción y la protección de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo propuso el cumplimiento de 35 
buenas prácticas cuya finalidad es promover los derechos humanos y el respeto por el Estado 
de derecho en la labor de los servicios de inteligencia, y las cuales se pueden agrupar en 
“cuatro ámbitos de aplicación, a saber, base jurídica (prácticas 1 a 5), supervisión y 
rendición de cuentas -prácticas 6 a 10 y 14 a 18-, observancia de los derechos humanos 
sustantivos -prácticas 11 a 13 y 19 y 20- y cuestiones relacionadas con las funciones 
específicas de los organismos de inteligencia -prácticas 21 a 35-”9. 

 
Y, en segundo lugar, el Grupo de Trabajo sobre promoción y protección de los derechos 
humanos y el estado de derecho en la lucha contra el terrorismo, perteneciente al Equipo 
Especial sobre la ejecución de la lucha contra el terrorismo –CTITF, por sus siglas en inglés- 
ha identificado una serie de principios rectores y directrices que deben respetar las políticas 
relativas a esta lucha. En materia de actividades de inteligencia, se destacan: (i) principio de 
legalidad, (ii) principio de propósito legítimo, (iii) principio de necesidad y proporcionalidad, 
y (iv) principio de igualdad y no discriminación10. 

 
Para una mayor comprensión de los diferentes principios establecidos por los procedimientos 
especiales del sistema de Naciones Unidas, así como los requisitos planteados por la Corte 
Constitucional, a continuación, estos se agruparán en tres estándares, lo cual permitirá 
explicar cada uno con mayor detalle. 

 
a. Proporcionalidad y necesidad: 

 
Un primer elemento en común que se encuentra en el pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, el Relator Especial y el Grupo de Trabajo antes citado es la obligación que 
tienen las agencias de inteligencia de enmarcar sus actividades dentro de los requisitos de 
proporcionalidad y necesidad, según los cuales cualquier medida que limite el goce efectivo 

 
 
 

8 Ibídem. 
9 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. (2010). Informe de Martin Scheinin, Relator Especial sobre la 
promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el 
terrorismo. A/HRC/14/46. Naciones Unidas. Asamblea General. Pág. 2. 
10 Counter-Terrorism Implementation Task Force. Working Group on protecting human rights while 
countering terrorism. (2014). Basic human hights reference guide. Security infrastructure. New york (EE.UU.): 

 

 

de un derecho debe guardar estricta proporción con el objetivo previsto y ser necesaria para 
su cumplimiento. 

 
El estándar de proporcionalidad y necesidad tiene como fundamento la autorización que 
tienen los Estados para limitar legítimamente el ejercicio de ciertos derechos protegidos en 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH), tales como la libertad de 
expresión, la libertad de asociación y la libertad de circulación, siempre y cuando se cumplan 
con las siguientes condiciones11: 

 
(i) “El derecho en cuestión es uno que es susceptible de limitación en virtud del 
tratado, es decir, no es un derecho absoluto -como el derecho a tener opiniones sin 
interferencia- o un derecho que refleja una norma de jus cogens -como la prohibición 
contra tortura-. La medida que restringe el goce de los derechos o libertades se 
encuentra previamente establecida o autorizada por la normativa interna. 

 
(i) La medida es necesaria para perseguir un propósito legítimo en una sociedad 
libre y democrática. 

 
(i) La restricción del goce de los derechos o libertades, o su aplicación, es 
proporcional. 

 
(iv) La restricción del disfrute de los derechos o libertades, y su aplicación, no 
involucra un acto de discriminación”. 

 
Para desarrollar estas condiciones, el Relator Especial ha señalado en su práctica n° 20 lo 
siguiente: 

 
“Todas las medidas adoptadas por los servicios de inteligencia que coarten los 
derechos humanos y las libertades fundamentales cumplen con los siguientes 
criterios: (…) c) guardan proporción con el objetivo. Con esta finalidad, los servicios 
de inteligencia seleccionan las medidas que menos coarten los derechos humanos y 
procuran muy en especial reducir al mínimo los efector desfavorables de estas 
medidas en los derechos de las personas, incluidos los particulares de los que no se 
sospeche que han cometido ningún hecho ilícito”12. 

 
Para el Relator, esta práctica le exige a los Estados y sus servicios de inteligencia utilizar los 
medios menos invasivos posibles para el logro de determinado objetivo, el cual, además, 
debe ser legítimo y legalmente admisible13. 

 
 

11 Ibídem. Pág. 11. 
12 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Ob. Cit. Pág. 20. 

 

13 Ibídem. Pág. 21. 
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La práctica n° 21 también incorpora el requisito de proporcionalidad y necesidad, al 
establecer la siguiente consideración: 

 
“La legislación nacional define los tipos de medidas de recopilación que pueden 
emplear los servicios de inteligencia, los objetivos permisibles de la recopilación de 
información; las clases de personas y actividades respecto de las cuales puede 
recopilarse información; el grado de sospecha que justifica la recopilación de 
información; los plazos dentro de las cuales puede recopilarse la información; y los 
procedimientos para actualizar, supervisar y examinar las medidas de recopilación 
de información” 

 
Según lo interpreta el Relator, que la legislación exija que la recopilación de información por 
parte de las agencias de inteligencia cese cuando el objetivo propuesto se haya alcanzado, es 
coherente con el requisito de proporcionalidad, toda vez que busca minimizar la limitación 
del derecho y permite su restablecimiento14. 

 
En el mismo sentido, el CTITF establece dentro de sus principios rectores que las 
limitaciones al ejercicio de los derechos civiles por parte de acciones que involucren 
estructuras de seguridad –como los servicios de inteligencia- deben ser necesarias y 
proporcionadas. Esto implica exigirle al Estado que utilice los medios menos restrictivos para 
alcanzar el objetivo perseguido, así como una evaluación y análisis de las acciones en cada 
uno de los casos, incluida su duración, ubicación y alcance la aplicación. Adicionalmente, el 
requisito de necesidad conlleva analizar si las limitaciones impuestas son adecuadas para 
evitar un peligro real e inminente, es decir, la valoración no puede ser solamente hipotética15. 
Tampoco basta con que la medida sea razonable o posiblemente aconsejable, sino debe 
determinarse con claridad que no existe otra que permita el cumplimiento del objetivo 
propuesto; de lo contrario, la limitación en el ejercicio del derecho no es justificable16. 

 
El estándar de proporcionalidad y necesidad también fue incluido en el artículo 5° de la Ley 
1621 de 2013, al establecer como principios que la actividad de inteligencia y 
contrainteligencia “debe ser necesaria para alcanzar los fines constitucionales deseados; es 
decir que podrá recurrirse a ésta siempre que no existan otras actividades menos lesivas que 
permitan alcanzar tales fines”; y “deberá ser proporcional a los fines buscados y sus 
beneficios deben exceder las restricciones impuestas sobre otros principios y valores 
constitucionales. En particular, los medios y métodos empleados no deben ser 
desproporcionados frente a los fines que se busca lograr”. 

 
14 Ibídem. Pág. 22. 
15 Counter-Terrorism Implementation Task Force. Working Group on protecting human rights while 
countering terrorism. (2014). Basic human hights reference guide. Security infrastructure. New york (EE.UU.): 
CTITF Publicatioon Series. Pág. 5 – 6. 

 
 

16 Ibídem. Pág. 7. 

 

 

 

En el examen de constitucionalidad de esta norma, la Corte Constitucional consideró que es 
un avance en términos de protección de derechos que el legislador haya establecido que los 
funcionarios públicos que realizan las actividades de inteligencia realicen un juicio de 
proporcionalidad y necesidad cuando vayan a tomar una medida que, eventualmente, limite 
un derecho fundamental. Sin embargo, para garantizar la rigurosidad de este juicio, la Corte 
estableció que debe cumplir con las siguientes etapas17: 

 
(i) “Si el fin perseguido por la norma o medida que se analiza es legítimo desde 

la perspectiva constitucional. 
 

(ii) Si la norma o medida es idónea para el logro del fin perseguido. Una vez 
verificado una finalidad constitucionalmente válida, se debe proceder en esta 
etapa del test de proporcionalidad a verificar si la medida enjuiciada resulta 
útil y adecuada para alcanzar la finalidad constitucionalmente legítima que 
persigue, ello ocurre si contribuye de manera efectiva a la consecución del 
fin propuesto, es decir, a la satisfacción de los valores, principios y derechos 
constitucionales. 

 
(iii) Si la norma es necesaria, es decir, si no existen medios menos onerosos para 

lograr el objetivo buscado. Verificado que se persigue una finalidad 
constitucionalmente legítima y es idóneo para conseguir tal finalidad, es 
preciso determinar si el mismo propósito puede alcanzarse a través de 
medidas que sean menos gravosas de los restantes principios, valores y 
derechos en juego. 

 
(iv) (iv) Si la norma es estrictamente proporcional, con lo cual se indaga si los 

beneficios que se derivan de su adopción superan las restricciones que ella 
conlleva sobre otros derechos y principios constitucionales en una relación 
de costo – beneficio”. 

 
Recientemente, el Relator Especial sobre el Derecho a la Privacidad recomendó el 
establecimiento de la prueba de "necesidad y proporcionalidad” como la medida que los 
organismos de inteligencia y de seguridad deben aplicar a toda decisión que afecte a la 
privacidad y con respecto a la cual las acciones de esos organismos se medirán y rendirán 
cuentas por las autoridades de supervisión independientes y los tribunales de la jurisdicción 
competente18. 

 
b. Supervisión y control 

 
 
 
 

17 Corte Constitucional. Sentencia C-540 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio. 
18 Relator Especial sobre el derecho a la privacidad (2019), A/HRC/40/63. Párr. 47. 

 

 

Un segundo estándar reiterativo en los pronunciamientos de los diferentes organismos en 
materia de actividades de inteligencia es la supervisión y control. El control de los “órganos 
y actividades de inteligencia debe ser aceptado y asumido como una consecuencia necesaria 
del carácter republicano y democrático del Estado”19. La práctica n° 6 planteada por el 
Relator Especial establece que los servicios que cumplan esta tarea deberán ser supervisados 
por un “conjunto de instituciones (…) internas, ejecutivas, parlamentarias, judiciales y 
especializadas, cuyos mandatos y facultades se basan en leyes a las que el público tiene 
acceso20. Incluir dentro de la supervisión y control organismos externos a las agencias 
de inteligencia de origen estatal y no estatal permite constatar que “cumplan las leyes 
vigentes, así como las normas de derechos humanos (…) Un sistema eficaz de supervisión es 
especialmente importante para los servicios de inteligencia, porque gran parte de la labor 
de esos servicios es secreta y, por consiguiente, no se presta fácilmente a la verificación 
pública21. 

 
El ejercicio de supervisión y control debe abarcar todas las etapas del ciclo de inteligencia, 
tales como la recolección, almacenamiento, selección y análisis de datos. El Instituto por el 
derecho a la información de la Universidad de Ámsterdam (IViR, por su siglas en holandés) 
ha establecido en su estándar n° 2 que, “dado que todas las etapas constituyen una injerencia 
en el derecho a la intimidad (…), en la práctica solo la recopilación y selección de las 
medidas de vigilancia deben estar sujetas a una supervisión independiente previa, sino 
también en análisis en sí22. 

 
Entre más democrática sea una sociedad, se presentan mayores controles sobre las 
actividades que encarnan un riesgo para sus derechos. En este sentido, a la eficacia, que ha 
sido el baremo tradicional para medir los servicios inteligencia, se suma su legitimidad23, que 
establece sus límites de actuación. La eficacia contribuye a la seguridad institucional, 
mientras la legitimidad ajusta las actividades de inteligencia a los usos expresamente 
contemplados por la legislación. Esto no implica renunciar al carácter secreto del servicio de 
inteligencia, sino afirmar que su funcionalidad debe ajustarse a los estándares democráticos 
de funcionamiento. 

 
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos –Corte IDH- también ha 
abordado la necesidad de supervisión y control de los servicios de inteligencia, al señalar que 
las actividades de las fuerzas militares y de la policía, así como las demás agencias de 

 
19 José Manuel UGARTE, “El Control Público de la Actividad de Inteligencia: generalidades y 
caracterizas en América Latina”, en El Control de la Actividad Estatal II (Enrique M. Alonso Regueira Eds.), 
Buenos Aires: Universidad de Buenos Aires eds. p. 730. 
20 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Ob. Cit. Pág. 8. 
21 Ibídem. Pág. 9 y 10. 
22 Institute for Information Law. (2015). Ten standars for oversight and transparency of national 
intelligence services. Ámsterdam: Institute for Information Law - University of Ámsterdam. Pág. 36. 
23 Andrés GÓMEZ DE LA TORRE ROTTA, “Servicios de inteligencia y democracia en América del Sur: 
¿hacia una segunda generación de reformas normativas?” en Agenda Internacional (no. 27), 2009, p. 130. 

 

 

seguridad, deben estar sujetas a las normas constitucionales y a los tratados internacionales 
en materia de DIDH y DIH. Para este tribunal, los organismos que realicen acciones de 
inteligencia deben: “ser respetuosos, en todo momento, de los derechos fundamentales de 
las personas, y b) estar sujetos al control de las autoridades civiles, incluyendo no solo las 
de la rama ejecutiva, sino también las de los otros poderes públicos, en lo pertinente. Las 
medidas tendientes a controlar las labores de inteligencia deben ser especialmente 
rigurosas, puesto que, dadas las condiciones de reserva bajo las que se realizan esas 
actividades, pueden derivar hacia la comisión de violaciones de los derechos humanos y de 
ilícitos penales”24. 

 
Así mismo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos –CIDH- han recomendado a 
los Estados “asegurar que cualquier actividad de inteligencia realizada, especialmente 
cuando una persona defensora de derechos humanos esté involucrada o sujeta a la 
operación, tenga las debidas autorizaciones previas, con límites claros y pre-establecidos en 
la ley, y que sea realizada bajo la supervisión de otras autoridades quienes periódicamente 
emiten informes sobre sus actividades y resultados, incluyendo una rendición de 
cuentas”25 (resaltado propio). 

 
El estándar de supervisión y control también impone el deber de garantizar la adecuada 
asignación de recursos para el cumplimiento de esta labor. En este sentido, las instituciones 
a las que se les asigne estas funciones de deben disponer de las “facultades, recursos y 
conocimientos técnicos suficientes para iniciar y llevar a cabo sus propias investigaciones, 
así como un acceso completo y sin trabas a la información, los funcionarios y las 
instalaciones necesarias para cumplir sus mandatos, y (gozar) de la plena cooperación de 
los servicios de inteligencia y las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley”26. 

 
En el mismo sentido, el estándar n° 7 IViR establece que los órganos de supervisión deben 
contar con los elementos suficientes para realizar su labor de manera efectiva, lo que incluye 
“la atribución de equipos y personal necesarios, recursos en términos de información y la 
experiencia técnica”. El acceso a estos recursos debe ser coherente con el nivel de 
complejidad de los servicios de inteligencia, ya que, “dado que la sofisticación tecnológica 
(…), la supervisión se volverá más complicada y es de esperar que se necesite un aumento 
proporcional de los recursos”27. 

 
 
 

24 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Noviembre 
25, 2003. Pág. 158. 
25 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Criminalización de defensoras y defensores de 
derechos humanos. Washington D.C., 2015. Pág. 158. 
26 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. (2010). Informe de Martin Scheinin, Relator Especial sobre la 
promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el 
terrorismo. A/HRC/14/46. Naciones Unidas. Asamblea General. Pág. 10. 
27 Institute for Information Law. Ob. Cit. Pág. 39. 
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Los diferentes pronunciamientos de los expertos también coinciden en señalar la importancia 
que las tareas de supervisión y control se encuentren en cabeza de diferentes instituciones 
estatales y no estatales. Para el Relator Especial, este ejercicio debe componerse por un 
sistema de múltiples niveles que incluya, al menos, una institución completamente 
independiente del poder ejecutivo y de los servicios de inteligencia28. Para lograr este 
sistema de varios niveles, diferentes expertos han propuesto que dicho ejercicio se encuentre 
en cabeza de los tres poderes del Estado –ejecutivo, legislativo y judicial-, así como de una 
institución o experto independiente de la sociedad civil. La justificación es la siguiente: 

 

 Control interno: debido a que son los funcionarios de los servicios de inteligencia 
los que pueden valorar inicialmente si una actividad es ilegal, es necesario que se 
cuenten con disposiciones legales que permitan denunciar internamente si se están 
sobrepasando los límites normativos que rigen esta labor, a la vez que se garantice 
que estas denuncias no generarán represalias por parte de los denunciados o de otros 
integrantes de los servicios. Varias legislaciones internacionales –como Sudáfrica o 
Canadá- incorporan como parte del control interno manuales o códigos de conducta 
que incorporan la perspectiva de derechos humanos y establecen canales para tramitar 
las denuncias internas29. 

 
En esta línea, el Relator Especial propone como práctica n° 18 la existencia de 
“procedimientos internos para que los miembros de los servicios de inteligencia 
puedan denunciar los hechos ilícitos”, a la vez que en la práctica n° 19 plantea que 
los servicios de inteligencia deben “promover una cultura institucional de 
profesionalidad, basada en el respeto por el estado de derecho y los derechos 
humanos. En particular, lo servicios de inteligencia deben impartir formación a sus 
miembros respecto de las disposiciones pertinentes de la legislación nacional y el 
derecho internacional, incluida la normativa internacional de los derechos 
humanos”30. 

 
 Poder ejecutivo: en un sistema democrático, si bien las actividades de inteligencia 

deben regirse por leyes aprobadas por el poder legislativo, por motivos prácticos y 
debido a ciertas atribuciones presidenciales, el primer poder externo que debe realizar 
tareas de control y supervisión permanentes y eficaces es el ejecutivo. Dado que 
muchas de las órdenes de inteligencia tienen como potencial receptor a jefes de 
carteras ministeriales, los integrantes del ejecutivo deben tener la facultad para 
valorar si la información recibida cumple con los diferentes estándares legales y de 

 
28 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 9 
29 Born, H., & Leigh, I. Ob. Cit. Pág. 47. 
30 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 17 – 18. 

 

 

derechos humanos, toda vez que serán ellos quienes deben responder políticamente 
por su uso31. 

 
Esta relación entre supervisión y control, y responsabilidad política es tenida en 
cuenta por el Relator Especial en su práctica n° 22, al establecer que las órdenes de 
inteligencia que afecten de manera sensible la vigencia de los derechos humanos 
deben ser autorizadas y supervisadas por un procedimiento que incluya al propio 
servicio de inteligencia, a una institución independiente y al poder ejecutivo, quien 
debe asumir “responsabilidad política” en caso que sean contrarías a los derechos 
humanos32. 

 
 Poder legislativo: el control parlamentario tiene como base que en una democracia 

no debe existir ningún área de actividad estatal eximida de su control, ni siquiera el 
sector de seguridad e inteligencia. Este tipo de supervisión también contribuye a 
garantizar que los servicios de inteligencia sirvan al Estado y protejan su Carta 
política, y no a intereses gubernamentales o partidistas. En la medida que los 
encargados por parte del poder legislativo de realizar este ejercicio pertenezcan a 
diferentes fuerzas políticas, existe una mayor garantía de legitimidad de las 
actividades de inteligencia, pues se aumenta la confianza ciudadana en que éstas se 
realizan con sujeción a la normativa aplicable33. 

 
En todo caso, teniendo presente que las actividades del poder parlamentario son 
esencialmente públicas, diferentes legislaciones han creado comisiones especiales 
encargados de asumir esta tarea de supervisión y control, a cuyos integrantes se les 
otorgan ciertas garantías para realizar su labor de forma independiente. De igual 
forma, es importante establecer el alcance de este ejercicio; mientras algunos países 
limitan esta supervisión a cuestiones de política o de presupuesto, una buena 
práctica sería ampliar su capacidad al examen de las operaciones de inteligencia 
como tal.34. 

 
 Poder judicial y órganos (cuasi) judiciales: para el Relator Especial, “los 

organismos judiciales son independientes del proceso de inteligencia y por ellos 
están en mejores condiciones de efectuar una evaluación independiente e imparcial 
de una solicitud de aplicación de medidas invasivas de recopilación de 

 
 
 

31 Born, H., & Leigh, I. Ob. Cit. Pág. 53. 
32 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 23. 
33 Born, H., & Leigh, I. Ob. Cit. Pág. 75. 
34 Ibídem. Pág. 80. 

 

 

información35. En el mismo sentido se ha pronunciado el CTITF, quien ha señalado 
que cuando se trate de actividades de vigilancia, interceptación de comunicaciones, 
escuchas telefónicas y registro de conversaciones, por tratarse de medidas 
excepcionales que afectan seriamente derecho humanos, éstas “deben ser autorizadas 
por una autoridad independiente, preferentemente judicial”36. 

 
La importancia de este tipo de control también radica en la facultad que tiene el poder 
judicial para ordenar medidas de reparación por afectaciones a los derechos humanos 
de ciudadanas/os afectadas/os, aunque esto no invalida que las denuncias puedan ser 
tramitadas por otros organismos que establezca previamente la legislación interna, tal 
y como lo reconoce el Relator Especial en su práctica n° 10: “toda persona que crea 
que sus derechos han sido vulnerados por un servicio de inteligencia puede presentar 
una denuncia ante un tribunal o una institución de supervisión como el defensor del 
pueblo, el comisionado de derechos humanos o una institución nacional de derechos 
humanos”37. 

 
En este caso, lo importante es que el sistema de denuncia incluya las siguientes 
garantías: “ser claramente independiente del organismos de seguridad o de 
inteligencia; (ii) tener las facultades necesarias y el adecuado acceso a la 
información en poder del organismo de inteligencia o de seguridad para dar solución 
a la denuncia; y (iii) ser capaz instrumentar soluciones efectivas en caso de que se 
dé curso a la denuncia, y también de dar explicaciones satisfactorias sobre los 
motivos por los cuales una denuncia s desestimada”38. 

 
Actualmente, uno de los principales mecanismos de control que se tiene de las labores de 
inteligencia y contrainteligencia son los informes anuales que presentan los Inspectores de la 
Policía o la Fuerza Militar a la que pertenezcan los organismos de Inteligencia. Estos 
documentos son el insumo principal del poder legislativo y ejecutivo para adoptar las 
decisiones que se consideren necesarias en caso de evidenciar irregularidades en el desarrollo 
de estas actividades. 

 
Para que esta actividad se desarrolle de acuerdo a los estándares internacionales y permite 
constituirse como un mecanismo idóneo de control, es necesario que los inspectores puedan 

 
35 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 22. 
36 Counter-Terrorism Implementation Task Force. Working Group on protecting human rights while 
countering terrorism. (2014). Basic human hights reference guide. Security infrastructure. New york (EE.UU.): 
CTITF Publicatioon Series. Pág. 22. 
37 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 10. 
38 Born, H., & Leigh, I. Ob. Cit. Pág. 108. 

 

 

conocer los métodos y fuentes que se utilizan para el desarrollo de las labores de inteligencia 
y contrainteligencia, pues ello permite verificar que el procedimiento utilizado haya sido 
respetuoso de los derechos humanos, y por su parte, que las fuentes sean confiables y 
fidedignas. Al respecto, la Corte Constitucional ha creado una regla jurisprudencial que 
establece que la reserva a los ciudadanos en general no es una barrera para que el poder 
legislativo y judicial pueda llevar a cabo el control respectivo: “La reserva puede ser 
oponible a los ciudadanos, pero no puede convertirse en una barrera para impedir el control 
intra o interorgánico, jurídico y político, de las decisiones y actuaciones públicas de que da 
cuenta la información reservada”39. 

 
Al tratarse de actividades de inteligencia y contrainteligencia, si bien alguna información, 
entre ella las fuentes y métodos deben gozar de reserva, ésta no implica que las actividades 
estén fuera de la órbita de los otros poderes del Estado. Al respecto, la Corte Interamericana 
ha señalado que: “No se trata pues de negar que el Gobierno deba seguir siendo depositario 
de los secretos de Estado, sino de afirmar que, en materia tan trascendente, su actuación 
debe estar sometida a los controles de los otros poderes del Estado o de un órgano que 
garantice el respeto al principio de división de los poderes”40. 

 
Los métodos y las fuentes no se pueden convertir en un tema exento de control pues ello 
contradice los principios del orden constitucional. Toda actuación del Estado debe estar 
sujeta a control para verificar que respete los derechos humanos y los principios legales y 
constitucionales. 

 
De igual forma, la recopilación de “Recopilación de buenas prácticas relacionadas con los 
marcos y las medidas de carácter jurídico e institucional que permitan garantizar el respeto 
de los derechos humanos por los servicios de inteligencia en la lucha contra el terrorismo, 
particularmente en lo que respecta a su supervisión”41 de las Naciones Unidas, señala que: 

 
Las instituciones de supervisión [deben] dispone[r] de las facultades, recursos y 
conocimientos técnicos suficientes para iniciar y llevar a cabo sus propias investigaciones, 
así como un acceso completo y sin trabas a la información, los funcionarios y las 
instalaciones necesarias para cumplir sus mandatos, y gozan de la plena cooperación de los 
servicios de inteligencia y las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley en el 
interrogatorio de los testigos, así como para obtener documentación y otros elementos 
probatorios42. 

 
39 Corte Constitucional. Sentencia T-511 de 2010. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
40 Corte IDH: Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. 
41 Consejo de Derechos Humanos. Informe de Martin Scheinin, Relator Especial sobre la promoción y 
la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo. 
A/HRC/14/46. 17 de mayo de 2010. Disponible en: https://undocs.org/pdf?symbol=es/A/HRC/14/46 
42 Ibídem. Práctica 7. Párr. 13 
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De forma paralela, el control que sobre las actividades de inteligencia y contrainteligencia 
realiza el poder legislativo, en representación del pueblo colombiano, debe erigirse de tal 
forma que le permita al conjunto de la ciudadanía conocer sus labores, particularmente 
aquellas que devienen del control político. Por ello, se requiere que la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia no solo envié un informe 
al Presidente de la República que dé cuenta del cumplimiento de los controles y disposiciones 
señalados en la Ley, sino que la ciudadanía en general debe conocer que estas labores se están 
realizando en apego a la ley y la constitución. 

 
A la luz del principio de máxima publicidad de la información, y de las reglas que se han 
dado en la jurisprudencia nacional e internacional en la materia del derecho de acceso a la 
información la reserva legítima de elementos parciales de un documento no implica la reserva 
total del mismo. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que “[l]a reserva legal sólo 
puede operar sobre la información que compromete derechos fundamentales o bienes de 
relevancia constitucional pero no sobre todo el proceso público dentro del cual dicha 
información se inserta.”43 (resaltado propio). 

 

En atención a este aspecto, la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información 
Pública señala que “[e]n aquellas circunstancias en que la totalidad de la información 
contenida en un documento no esté exenta de divulgación (…), podrá hacerse una versión 
del documento que tache o cubra solamente las partes del documento sujetas a la excepción. 
La información no exenta deberá ser entregada al solicitante y hacerse pública.”.44 

 
c. Igualdad y no discriminación 

La práctica n° 11 propuesta por el Relator Especial establece que “los servicios de 
inteligencia no discriminan a personas o grupos por motivos de sexo, raza, color, idioma, 
religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social o cualquier otra 
condición social”45. Dada la intensidad del impacto que puede tener una actividad de 
inteligencia en el goce efectivo de los derechos humanos, es exigible a los servicios de 
inteligencia que cumplan sus fines con arreglo al DIDH y al DIH, lo cual impone como 
prohibición su utilización o direccionamiento para promover o perseguir los intereses de un 
grupo étnico, religioso o político. 

 
Aun en las acciones de inteligencia relacionadas con la lucha contra el terrorismo, el respeto 
por el principio de no discriminación es obligatorio. El Relator Especial ha planteado como 

 
43 Corte Constitucional. Sentencia T-511 de 2010. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
44 OEA. Ley Modelo Interamericana Sobre Acceso a la Información. CP/CAJP-2840/10 Corr.1. 29 de 
abril de 2010. Párr. 42. Disponible en: https://www.oas.org/dil/esp/CP-CAJP-2840-10_Corr1_esp.pdf 
45 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 13. 

 

 

contrario al principio de igualdad y no discriminación la elaboración de perfiles de blancos 
en razón de género, raza, origen nacional, étnico o religioso46. En este mismo sentido, el 
CTITF ha establecido que todas las medidas antiterroristas, incluidas aquellas que realicen 
los servicios de inteligencia, “deben respetar los principios de igualdad y no discriminación. 
Cualquier diferencia de trato, incluso mediante las prácticas de elaboración de perfiles, debe 
estar respaldada por motivos objetivos y razonables, de conformidad con el derecho 
internacional de los derechos humanos”47. 

 
Cuando se trata de actividades relacionadas con el goce de derechos políticos es necesario 
que los servicios de inteligencia mantengan la imparcialidad en sus actuaciones. La práctica 
n° 12 del Relator Especial establece que los servicios de inteligencia tienen prohibido 
“dedicarse a cualquier actividad política o tomar medidas destinadas a promover o proteger 
los intereses de cualquier grupo político, religioso, lingüístico, étnico, social o económico”. 
Así mismo, la práctica n° 13 señala que “los servicios de inteligencia tienen prohibido 
ejercer sus facultades en relación con una actividad política legítima u otra manifestación 
legal de los derechos a la libertad de asociación, reunión pacífica y expresión”48. 

 
El principio de imparcialidad le impone a los Estados la obligación de reducir la posibilidad 
que los servicios de inteligencia elijan como blanco de sus operaciones a personas o grupos 
que ejerzan sus derechos políticos, lo que incluye partidos políticos, sindicatos u 
organizaciones dedicadas a la defensa de los derechos humanos. Para garantizar este 
principio, diversos Estados han incluido dentro de sus legislaciones sobre servicios de 
inteligencia cláusulas en este sentido; en Bosnia, la ley de inteligencia establece que “los 
empleados no estarán afiliados ni responderán a ningún partido político, ni desempeñarán 
tareas remuneradas u otra actividad pública o profesional incompatible con su trabajo 
dentro del organismo”, y que “el organismo será apolítico y no actuará para promover, 
proteger o socavar los intereses de ningún partido político, organización política lícita o 
electorado”; por su parte, en la legislación británica se plantea que “que el Servicio no actúe 
para favorecer los intereses de ningún partido político”49. 

 
Precisamente, la Corte IDH condenó al Estado de Brasil, entre otras cuestiones, por 
interceptar, grabar y divulgar conversaciones telefónicas contra dos líderes agrarios de la 
Cooperativa Agrícola de Conciliação Avante Ltda –COANA- y de la Associação 
Comunitária de Trabalhadores Rurais –ADECON-, acción ilegal que afectó sus derechos a 
la asociación y al buen nombre de las víctimas y sus organizaciones50. 

 
 

46 Ibídem. Pág. 16. 
47 Counter-Terrorism Implementation Task Force. Ob. Cit. Pág. 8. 
48 Relator Especial sobre la promoción y la Protección de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales en la lucha contra el terrorismo. Op. Cit. Pág. 13 – 14. 
49 Born, H., & Leigh, I. Ob. Cit. Pág. 68. 
50 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Escher y Otros vs. Brasil. 6 de julio de 2009. 
Pág. 54. 

 

 

 

1.2. Clasificación de la información de particulares 
 

La Corte Constitucional ha estudiado el tema de la reserva de documentos e informaciones 
de particulares, y para el efecto ha dispuesto una tipología de las clases de información, que 
permite demarcar los ámbitos de reserva, de acuerdo con los contenidos de esa información. 
Considera la Corporación que esa tipología es útil porque, entre otros aspectos “contribuye 
a la delimitación e identificación tanto de las personas como de las autoridades que se 
encuentran legitimadas para acceder o divulgar dicha información”51. 

Dentro de esta perspectiva ha dicho la Corte de manera reiterada, que desde el punto de vista 
cualitativo y en función de su publicidad y de la posibilidad legal de obtener acceso a la 
misma, la información corresponde a cuatro grandes tipos: i) la información pública o de 
dominio público, ii) la información semi-privada, iii) la información privada y iv) la 
información reservada o secreta52. 

i. Información pública, calificada como tal según los mandatos de la ley o de la 
Constitución, puede ser obtenida y ofrecida sin reserva alguna y sin importar si la 
misma sea información general, privada o personal. Por vía de ejemplo, pueden 
contarse los actos normativos de carácter general, los documentos públicos en los 
términos del artículo 74 de la Constitución, y las providencias judiciales debidamente 
ejecutoriadas; igualmente serán públicos, los datos sobre el estado civil de las 
personas o sobre la conformación de la familia. Información que puede solicitarse por 
cualquier persona de manera directa y sin el deber de satisfacer requisito alguno. 

ii. Información semi-privada, es aquella que por versar sobre información personal o 
impersonal y no estar comprendida por la regla general anterior, presenta para su 
acceso y conocimiento un grado mínimo de limitación, de tal forma que la misma 
sólo puede ser obtenida y ofrecida por orden de autoridad administrativa en el 
cumplimiento de sus funciones o en el marco de los principios de la administración 
de datos personales. 

iii. Información privada, es aquella que por versar sobre información personal o no, y 
que por encontrarse en un ámbito privado, sólo puede ser obtenida y ofrecida por 
orden de autoridad judicial en el cumplimiento de sus funciones. Es el caso de los 
libros de los comerciantes, de los documentos privados, de las historias clínicas o de 
la información extraída a partir de la inspección del domicilio. 

iv. Información reservada, que por versar igualmente sobre información personal y 
sobre todo por su estrecha relación con los derechos fundamentales del titular - 
dignidad, intimidad y libertad- se encuentra reservada a su órbita exclusiva y no puede 
siquiera ser obtenida ni ofrecida por autoridad judicial en el cumplimiento de sus 
funciones. Cabría mencionar aquí la información genética, y los llamados "datos 

 
 

51 Corte Constitucional. Sentencia T-729 de 2002. M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
52 Sentencia T-729 de 2002 M.P. Eduardo Montealegre Lynett; Sentencia C-1011 de 2008 M.P. Jaime 
Córdoba Triviño; Sentencia C-748 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; Sentencia T-828 de 2014 M.P. 
Gloria Stella Ortiz Delgado 

 

 

sensibles"[32] o relacionados con la ideología, la inclinación sexual, los hábitos de la 
persona, etc. 

 
Las entidades privadas tienen diferentes tipos de información que pueden ser altamente 
sensibles y cuya entrega a entidades públicas, aun cuando desarrollen actividades de 
inteligencia, supone una limitación intensa al derecho a la intimidad que debe ser objeto de 
control por parte de jueces con función de control de garantías. Para ello es importante 
utilizar las categorías de información pública, semi-privada y privada dentro de las mismas 
entidades privadas53. La organización de esta información ayuda a que las entidades puedan 
establecer en qué casos es necesario que la cooperación este avalada por parte de un juez con 
función de control de garantías. De tal forma que la colaboración, cuando pueda afectar 
derechos fundamentales, no queda bajo a la discrecionalidad de quienes desarrollan este tipo 
de actividades. 

 
De igual forma ocurre con la colaboración de operadores a servicios de telecomunicaciones. 
Esta información es particularmente sensible, ya que en el estado actual de desarrollo 
tecnológico y de interacción social a través de las TIC es usual que a través de servicios de 
telecomunicaciones se desarrollen aspectos no solo fundamentales de la vida de los 
ciudadanos, sino profundamente íntimos. A través de estos espacios se ejerce el libre 
desarrollo de la personalidad, la libertad sexual y muchos ámbitos humanos que el Estado 
solo debe revisar si cuenta con motivaciones legítimas y sustentadas fácticamente. 

 
2. Depuración y acceso a archivos y datos de inteligencia y contrainteligencia 

 
Uno de los derechos fundamentales que se ven restringidos por actividades de inteligencia y 
contrainteligencia es el de acceso a la información. La restricción al derecho a la 
información, parte de la información recopilada por la inteligencia y contrainteligencia, debe 
ser necesaria para conseguir un bien público imperativo y en todo caso, siempre se debe 
adoptar por restringir el acceso a la menor cantidad de información posible. En caso de que 
exista reserva, esta debe estar prevista en la ley y cuando se oponga a un ciudadano para 
negarle el acceso a la información, la respuesta del servidor público debe estar motivada, 
pues corresponde al Estado probar la imposibilidad de revelar la información. En todo caso, 
no se puede oponer la reserva a autoridades judiciales cuando realicen investigaciones sobre 
violaciones a derechos humanos. 

 
 
 

53 La Corte Constitucional ha desarrollado una jurisprudencia importante sobre la clasificación de la 
información que las entidades privadas manejan y sobre las cuales son susceptibles de recibir solicitudes de 
colaboración. Vea las siguientes sentencias: Corte Constitucional, sentencia T-039 de 2019, M.P. Carlos Bernal 
Pulido; Corte Constitucional, sentencia T-114 de 2018, M.P: Carlos Bernal Pulido; Corte Constitucional, 
sentencia t 427 de 2013, M.P. María Víctoria Calle Correa; y Corte Constitucional, sentencia T-220 de2004, 
M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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Los tratados internacionales sobre Derechos Humanos consagran, de forma especial, la 
protección al derecho de acceso a la información pública, disponiendo que es un derecho 
fundamental de los individuos. Tal es el caso del Principio 4 de la Declaración de Principios 
sobre la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y del 
artículo 13.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

 
En el informe “El derecho de acceso a la información en el marco jurídico interamericano” 
de la CIDH se establece que el derecho de acceso a la información pública se fundamenta en 
dos principios: i) máxima divulgación, conforme al cual acceder a ese tipo de información 
debe ser la regla general y su secreto es la excepción, y ii) buena fe, según el cual las 
autoridades deben interpretar la ley de manera tal que cumpla los fines perseguidos por el 
derecho de acceso, garantizando su estrictica aplicación, brindar los medios de asistencia 
necesarios a los solicitantes de información, promover y coadyuvar a una cultura de 
transparencia y obrar con diligencia, profesionalidad y lealtad54. 

 
De igual forma, señala la Comisión, que las limitaciones frente al acceso de la información 
deben fundamentarse en motivos y normas muy específicas. Por su parte, el ordenamiento 
jurídico colombiano consagra el derecho de acceso a la información pública en los artículos 
7455 y 11256 de la Constitución Política. Al respecto, la Corte Constitucional estableció en 
Sentencia T-524 de 2005 que el acceso a la información es un derecho que tiene el carácter 
de fundamental, es autónomo y constituye una expresión concreta del derecho de petición 
ante las autoridades del Estado. 

 
De igual forma, la Sentencia C-951 de 2014, por medio de la cual se hace control previo de 
constitucionalidad del Proyecto de ley estatutaria sobre derecho fundamental de petición, 
señala que “[l]a reserva legal cobija la información que compromete derechos 
fundamentales o bienes constitucionales, pero no todo el proceso público dentro del cual 
dicha información se inserta”, así como que “[l]a reserva opera en relación con el 
documento público, pero no respecto de su existencia. El secreto de un documento público 
no puede llevarse al extremo de mantener bajo secreto su existencia. El objeto de protección 

 

54 Relatoría Especial para la Libertad de Expresión. El derecho de acceso a la información en el marco 
jurídico  interamericano. CIDH/RELE/INF. 1/09, 30 de diciembre de 2009. Disponible en: 
http://www.oas.org/es/cidh/expresion/docs/publicaciones/ACCESO%20A%20LA%20INFORMACION%20F 
INAL%20CON%20PORTADA.pdf 
55 Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca 
la ley. El secreto profesional es inviolable. 
56 Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que se declaren en oposición al 
Gobierno, podrán ejercer libremente la función crítica frente a este, y plantear y desarrollar alternativas 
políticas. Para estos efectos, se les garantizarán los siguientes derechos: el acceso a la información y a la 
documentación oficial, con las restricciones constitucionales y legales; el uso de los medios de comunicación 
social del Estado o en aquellos que hagan uso del espectro electromagnético de acuerdo con la representación 
obtenida en las elecciones para Congreso inmediatamente anteriores; la réplica en los mismos medios de 
comunicación. 

 

 

constitucional es exclusivamente el contenido del documento. Su existencia, por el contrario, 
ha de ser pública, a fin de garantizar que los ciudadanos tengan una oportunidad mínima a 
fin de poder ejercer, de alguna manera, el derecho fundamental al control del poder 
público”57. 

 
Sin embargo, la información y datos recolectados que gozan de reserva por sus 
características, no pueden tener esta atribución de forma indefinida, sino que ésta debe estar 
calificada de acuerdo a los principios de legalidad y valor. Por ello, la depuración de la 
información recolectada a la luz de estos principios es fundamental para garantizar el derecho 
fundamental de acceso a la información. 

 
La Ley 1621 de 2013 dispuso a través de su artículo 37 que los niveles de acceso y 
clasificación de la información recopilada a través de la inteligencia y contrainteligencia 
serían reglamentados por el Gobierno Nacional. Sin embargo, teniendo en cuenta la 
necesidad de crear mecanismos independientes que puedan asegurar confiabilidad en el 
proceso de clasificación y determinación de accesos, esta labor debe ser asumida por la 
Instancia de Depuración. 

 
2.1. Acceso a archivos de seguridad en contextos de transición. 

 
El Acuerdo Final de Paz establece en el Punto 3.4.12 que el Gobierno Nacional deberá 
adoptar medidas para “depurar de los bancos de datos de las centrales de inteligencia y 
seguridad, los nombres e información”. Determinando la necesidad de realizar limpieza de 
los datos y archivos recolectados en acciones de inteligencia militar, durante el conflicto 
armado colombiano. Esta depuración consiste en sacar de los archivos aquellas personas que 
fueron incluidas con el objeto de perseguirlos o estigmatizarlos. 

 
Por su parte, el Acto Legislativo 02 de 2017 asigna a todas las instituciones y órganos del 
Estado, no solo al Gobierno Nacional, una doble obligación. Por un lado, cumplir de buena 
fe con lo establecido en el Acuerdo Final y, por el otro, que sus actuaciones, los desarrollos 
normativos del Acuerdo Final que adopten, y su interpretación y aplicación, guarden 
coherencia e integralidad con lo acordado, preservando los contenidos, objetivos, 
compromisos, espíritu y principios del Acuerdo Final58. 

 
Los datos, archivos y documentos de una sociedad en transición: 

 
“[S]uelen ser una prueba documental definitiva para esclarecer los hechos violatorios 
de derechos humanos, reconocer a víctimas y a victimarios, y reconstruir la memoria 
histórica. Con esta evidencia se obtiene verdad judicial y extrajudicial. Con la primera 

 

57 Corte Constitucional. Sentencia C-951 de 2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
58 Corte Constitucional. Sentencia C-630 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero y AntonioJosé 
Lizarazo. 

 

 

se aportan a los juicios evidencias de las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que 
ocurrieron los hechos. Con la segunda se pueden esclarecer violaciones de derechos 
humanos y comprender el contexto histórico, a fin de contribuir a la verdad colectiva y 
a la memoria histórica con narrativas globales que pueden ser de origen 
institucionalizado, como museos o centros de memoria, o no institucionalizado, cuando 
la construyen científicos sociales y periodistas”59. 

 
Esa misma utilidad, que debería revertirlos de una especial protección, ha sido utilizada en 
otros contextos para su destrucción y eliminación, y con ello, la pérdida de una información 
fundamental para el esclarecimiento de verdades históricas. En Sudáfrica, la Comisión de la 
Verdad reconoció que de 1994 a 1997 se destruyó una gran cantidad de archivos para 
mantener el máximo de secretos del apartheid. En Guatemala, la Comisión de 
Esclarecimiento Histórico tuvo que hacer su informe sobre las graves violaciones de derechos 
humanos sin archivos militares porque se mantuvieron ocultos60. Y en Brasil, durante la 
transición, el Gobierno negó tener archivos sobre la guerrilla do Araguaia, y luego apareció 
información en distintas entidades estatales61. 

 
El derecho de acceso a la información pública ha sido estimado por la Corte Constitucional 
en la sentencia C-491 de 2007 como "herramienta fundamental para la satisfacción del 
derecho a la verdad de las víctimas de actuaciones arbitrarias y el derecho a la memoria 
histórica de la sociedad"62; y estableció que la medida de reserva legal sobre cierta 
información está sujeta a principios de razonabilidad y proporcionalidad, y deben existir 
controles administrativos y judiciales sobre la misma, toda vez que afecta un conjunto de 
derechos fundamentales. 

 
El Instrumento del Estado de Derecho para Sociedades que han salido de un conflicto, 
relativo a Archivos, de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (Doc. ONU HR/PUB/14/4, del año 2015), se refiere a la utilización de 
los documentos de archivo en los procesos de Justicia Transicional y, en particular, a que 
"investigadores y fiscales utilizan todo material documental que guarda relación con el 

 
 
 
 
 

59 DeJusticia. Acceso a los archivos de inteligencia y contrainteligencia en el marco del posacuerdo. 
Documentos 31. Ideas para construir la paz. Bogotá, 2017. Pág. 13. Disponible en: 
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2017/04/fi_name_recurso_926.pdf 
60 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gudiel Álvarez y otros contra Guatemala (“Diario 
militar”) del 20 de noviembre de 2012. 
61 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) 
vs. Brasil, sentencia de 24 de noviembre de 2010. 
62 Corte Constitucional. Sentencia C-491 de 2007. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 

 

 

asunto investigado, por ejemplo, documentos de archivo gubernamentales (especialmente 
militares, policiales y de los servicios de seguridad, abiertos o encubiertos)"63, entre otros. 

 
De igual forma, en atención a lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011, el Centro Nacional de 
Memoria Histórica publicó en el año 2017 la Política Pública de archivos de derechos 
humanos, memoria histórica y conflicto armado que reconoce que "los archivos de seguridad 
del Estado han sido considerados esenciales para la realización de los derechos de las 
víctimas a la reparación integral, la verdad y la justicia (...)"64 y, en ese sentido, los considera 
como archivos de derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario de especial 
interés para la memoria histórica, la justicia transicional y la construcción de paz, es decir, 
conservan su valor. 

 
Distintas investigaciones develan la importancia histórica y judicial de los archivos de 
inteligencia. Por ejemplo, los fallos que han declarado la responsabilidad de Jorge Noguera65 

y de otros integrantes de organismos de inteligencia66, evidencian el potencial de los archivos 
de inteligencia, contrainteligencia y gastos reservados, particularmente del extinto 
Departamento Administrativo de Seguridad – DAS, para el esclarecimiento de violaciones 
de los Derechos Humanos. 

 
Por su parte, el Conjunto de principios actualizado para la protección y la promoción de los 
derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad establece que para evitar que se 
haga presión sobre los testigos y los miembros de la comisión de la verdad, ésta última podrá 
disponer en su mandato que ciertas partes pertinentes de su investigación se mantendrán 
confidenciales. Así mismo, el principio 14 señala que “[e]l derecho a saber implica la 
necesidad de preservar los archivos. Se deberán adoptar medidas técnicas y sanciones 
penales para impedir la sustracción, la destrucción, la disimulación o la falsificación de los 
archivos, entre otras cosas con el fin de que queden impunes los autores de violaciones de 
derechos humanos y/o del derecho humanitario”67. 

 
 
 
 

63 Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Rule-Of-Law Tools For Post- 
Conflict  States. HR/PUB/14/4, 2015. Disponible en: 
https://www.ohchr.org/Documents/Publications/HR_PUB_14_4_Archives_en.pdf 
64 Centro Nacional de Memoria Histórica (2017), Política Pública de Archivos de Derechos Humanos, 
Memoria Histórica y Conficto Armado, CNMH, Bogotá. Pág. 69. 
65 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Fallo de única instancia 32000. Acta No. 331 de 
14 de septiembre de 2011. 
66 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia SP15552-2016, con radicación No. 
44124 y Acta 342 del 28 de octubre de 2016. 
67 Comisión de Derechos Humanos. Conjunto de principios actualizado para la protección y la 
promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad. Publicado el 8 de febrero de 2005. 
E/CN.4/2005/102/Add.1 Disponible en: https://undocs.org/es/E/CN.4/2005/102/Add.1 
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Así mismo, en el principio 15 se establece que “[s]e deberá facilitar la consulta de los 
archivos en interés de las víctimas y de sus familiares para hacer valer sus derechos. En 
caso necesario, también se facilitará a las personas acusadas que lo soliciten para 
defenderse. Cuando la consulta persiga favorecer la investigación histórica, las 
formalidades de autorización tendrán por única finalidad salvaguardar la integridad y la 
seguridad de las víctimas y de otras personas. No podrán aplicarse las formalidades de 
autorización con fines de censura”68. 

 
Por su parte, el principio 16 señala que “Los tribunales y las comisiones extrajudiciales de 
investigación, así como los investigadores que trabajen bajo su responsabilidad, deberán 
poder consultar libremente los archivos. Este principio se aplicará en forma tal que respete 
los requisitos pertinentes para proteger la vida privada, incluidos en particular seguridades 
de confidencialidad proporcionadas a las víctimas y a otros testigos como condición previa 
de su testimonio. No se podrá denegar la consulta de los archivos por razones de seguridad 
nacional excepto que, en circunstancias excepcionales, la restricción haya sido prescrita por 
ley; que el Gobierno haya demostrado que la restricción es necesaria en una sociedad 
democrática para proteger un interés de seguridad nacional legítimo y que la denegación 
sea objeto de examen judicial independiente”69. 

 
2.2. Experiencias internacionales sobre depuración de datos y archivosde 

inteligencia en contextos de transición 
 

Existen experiencias internacionales que dan lineamientos claros y precisos para que países 
en postconflicto realicen la depuración de sus datos y archivos de inteligencia. La Fundación 
Ideas para la Paz, analizó las actuaciones en época de postconflicto de países como Paraguay, 
Guatemala, Chile y Sudáfrica. Determinando que la depuración de los archivos, depende, en 
gran medida, de la voluntad política. Algunos ejemplos de transiciones en era de 
postconflicto que garantizan los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición, los analizaremos a continuación: 

 
País Hecho 

generador 
Contenido de los 

archivos 
Acciones estatales 

desarrolladas 
Paraguay 
– Archivos 
del terror 

Operación 
Cóndor. Contiene 
información  de 
comunicaciones 
de Argentina, 
Brasil  y Chile 
durante 
dictaduras 

Diversos informes sobre 
intercambio y  traslado 
de presos    políticos, 
espionaje y  control de 
actividades civiles. Todo 
bajo el amparo y la 
coordinación de Estados 
Unidos. 

En 1993 la Corte Suprema 
de Justicia de Paraguay 
creó el Centro de 
Documentación y Archivo 
para la Defensa de los 
DD.HH 

 
68 Ibidem. 
69 Ibidem. 

 

 

 
 militares entre 

1970 y 1980. 
  

La UNESCO declaró los 
Archivos como Patrimonio 
documental mundial al ser 
el descubrimiento más 
importante de un régimen 
dictatorial 

Se creó una colección 
digitalizada en el Archivo 
Nacional, de fácil consulta 
de la ciudadanía y para 
favorecer la investigación 
histórica. 

Guatemala Guerra civil. 
Bajo el objetivo 
de abrir archivos, 
que contribuyan a 
establecer la 
verdad  y 
reconstruir la 
memoria 
histórica. 

Desde 1996, se han 
presentado procesos de 
desclasificación de 
archivos de organismos de 
inteligencia de forma 
paulatina. 

 
Existen varios archivos 
clasificados como secretos 
y otros fueron destruidos; 
entorpeciendo el proceso 
de verdad, justicia y 
reparación. 

Acuerdo Sobre 
Fortalecimiento del Poder 
Civil y Función del 
Ejercicio en una Sociedad 
Democrática, señala la 
necesidad de expedir una 
ley sobre depuración de 
documentos oficiales. 

 
El Acuerdo de Paz, 
estableció una Comisión de 
Esclarecimiento Histórico, 
con el fin de establecer las 
graves violaciones de 
derechos humanos 
cometidas desde 1962  
hasta la firma del acuerdo 
final. 

Varios archivos se 
encuentran a disposición 
del público. 

Sudáfrica Apartheid. 
Proceso   de 
segregación 
racial 
desarrollado por 
el Partido 
Nacional. 

Entre 1949 y 1994 ocurrió 
el proceso de segregación 
racial. En 1962 se 
establecieron los 
parámetros de manejo y 
registro de archivos. 

 
El caso de Sudáfrica es 
emblemático frente a la 
destrucción de archivos de 

En un periodo de 6 a 8 
meses, durante 1993, se 
destruyeron 44 toneladas 
de archivos en papel y 
microfilmados. Al inicio de 
las negociaciones entre el 
Partido Nacional y sus 
opositores. 

 

 

 
  inteligencia durante la 

transición. 
La Comisión de la Verdad 
de Sudáfrica reconoció que 
esta práctica de destrucción 
de archivos se ejecutó y  
que tuvo como objetivo 
obstaculizar su trabajo. 

Chile Dictadura  de 
Pinochet (1973- 
1990). 

 
Se reveló el pacto 
de silencio en el 
Ejercito,  para 
encubrir graves 
delitos contra los 
DD.HH. Incluso, 
algunos 
documentos 
fueron 
incinerados. 

Se incluyen archivos de la 
Dirección de Inteligencia 
Nacional para detener 
personas sospechosas de 
conspirar contra Pinochet, 
pero          también a 
intelectuales y políticos de 
izquierda, estudiantes o 
sindicalistas. 

En 1990 se crea la 
Comisión Retting, la cual 
recoge la información 
necesaria, para esclarecer 
la verdad sobre las 
ejecuciones extrajudiciales 
y las muertes violentas a 
manos de agentes del 
Estado. 

 
En 2010 se creó el Museo 
de la Memoria y los 
Derechos Humanos, 
dedicado   a  conmemorar, 
entre otros, a las víctimas 
de violaciones a los 
DD.HH. durante 
la dictadura militar de 
Augusto Pinochet. 

Argentina Conflicto de las 
Malvinas. Diseño 
de medidas  de 
inteligencia   y 
contrainteligencia 
implementadas 
por  el Ejército 
durante la guerra. 
Medidas  que 
tuvieron como 
objetivo restringir 
la circulación de 
información   y 
“blindar” 
cualquier 
información que 
“dañara  la 
institución”. 

Esta información incluía 
diarios de guerra, informes 
de inteligencia, 
fotografías, cables de 
cancillería y las 
denominadas "actas de 
recepción" que debían 
completar los soldados 
cuando volvieron de la 
guerra. 

 
Este material forma parte 
del      archivo, que 
testimonia y ratifica las 
graves violaciones a los 
DD.HH. cometidas por los 
superiores durante la 
guerra. 

Los   equipos   de 
Relevamiento y Análisis de 
los Archivos de las Fuerzas 
Armadas del Ministerio de 
Defensa,     realizaron 
investigaciones a raíz de 
los  dos    decretos 
presidenciales de 2012 y 
2015, los cuales ordenaban 
la desclasificación de toda 
la    documentación 
vinculada a Malvinas que 
se encontraba  en los 
archivos  de las Fuerzas 
Armadas. 

 
Se creó el Archivo oral de 
las memorias de Malvinas, 
el cual tiene como función 
recopilar las historias y 

 

 

 
   experiencias de los 

involucrados antes, durante 
y después del conflicto 
bélico de Malvinas de 
1982. 

Estados 
Unidos 

Ley de 
divulgación de 
crímenes  de 
guerra  Nazi  y 
Ley de registros 
del Gobierno 
Imperial 
Japonés. 

 
Desclasificó 
archivos  sobre 
organizaciones de 
inteligencia   y 
seguridad 
comunistas  de 
Europa del Este, 
posteriores a la 
Segunda Guerra 
Mundial. 

Información sobre la 
explotación de científicos 
alemanes, membresía del 
partido nazi y archivos de 
contrainteligencia sobre 
organizaciones 
gubernamentales   y 
militares alemanas. 

 
Un pequeño número de 
archivos pertenecen a la 
Segunda Guerra Mundial 
en el Pacífico. Algunos 
archivos se relacionan con 
el conflicto de Vietnam. 

60 años después de la 
guerra, millones de páginas 
sobre los crímenes y 
criminales de guerra 
seguían clasificadas. Esta 
información había sido 
buscada a lo largo de los 
años por el Congreso, 
fiscales del gobierno, 
historiadores y víctimas. 

 
En 1998, el Grupo de 
Trabajo Interagencial de 
Crímenes de Guerra Nazi y 
Registros del Gobierno 
Imperial Japonés (IWG), 
inició la desclasificación 
por mandato del Congreso. 

 
 

La experiencia internacional, deja entrever la importancia de que exista compromiso por 
parte del Gobierno en el proceso de depuración de las bases de datos. Adicionalmente, se 
resalta la importancia de que todos los archivos sobre derechos humanos, que aporten a la 
verdad del conflicto y que tengan valor histórico, no pueden ser destruidos. Los países que 
han presentado escenarios de transición han comprendido la importancia de depurar las 
actuaciones realizadas en desarrollo de actividades de inteligencia y contrainteligencia. 

 
III. Contenido de la iniciativa 

 

PROYECTO DE LEY No.  DE 2020 SENADO 
 

“Por la cual se reforma la Ley 1621 de 2013, el Sistema de Depuración de Datos y 
Archivos de inteligencia y contrainteligencia y se dictan otras disposiciones para 

fortalecer el marco jurídico que permita a los organismos que llevan a cabo 
actividades de inteligencia y contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y 

legal” 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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DECRETA 
 

ARTÍCULO 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto reformar el Sistema Nacional de 
Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia y fortalecer los 
mecanismos de control y supervisión de dichas actividades para que estas sean desarrolladas 
en cumplimiento de la misión constitucional y legal de los organismos que llevan a cabo las 
actividades de inteligencia y contrainteligencia. 

ARTÍCULO 2. Adecuación de Manuales de inteligencia y contrainteligencia. Adiciónese 
un parágrafo al artículo 16 de la Ley 1621 de la siguiente manera: 

Parágrafo 1. En ningún caso los manuales de inteligencia y contrainteligencia podrán 
considerar la actividad de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales, objeto de recolección de información. 

ARTÍCULO 3. Monitoreo del Espectro electromagnético e interceptaciones de 
comunicaciones privadas. Adiciónese un parágrafo al artículo 17 de la Ley 1621 de la 
siguiente manera: 

Parágrafo. Para efectos de la presente Ley, se entiende como monitoreo pasivo aquel que 
conlleve el desarrollo de labores preventivas, que no entrañan una intervención intensa en los 
derechos fundamentales; y se realiza sobre comunicaciones de personas indeterminadas, 
desde aparatos y números no especificados y por el tiempo razonable y estrictamente 
necesario para precisar los alcances de una investigación u operación en curso legalmente 
autorizada. 

ARTÍCULO 4. Supervisión y control. Modifíquese el artículo 18 y adiciónese un parágrafo 
6 de la siguiente manera: 

Artículo 18. Supervisión y Control. Los Inspectores de la Policía, o la de las Fuerzas 
Militares a la que pertenezcan los organismos que llevan a cabo actividades de inteligencia 
y contrainteligencia, y el Inspector General de la Dirección Nacional de Inteligencia, deberán 
rendir un informe anual de carácter reservado tramitado por el conducto regular ante el 
Ministro de Defensa Nacional y con copia a la Comisión Legal de Seguimiento a las 
Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia. Este informe verificará la aplicación de los 
principios, límites y fines enunciados en esta ley en la autorización y el desarrollo de 
actividades de inteligencia y contrainteligencia; la adecuación de la doctrina, los 
procedimientos y métodos de inteligencia a lo establecido en la presente ley; así como la 
verificación de los procesos de actualización, corrección y retiro de datos y archivos de 
inteligencia y contrainteligencia. Para ello, estos Inspectores contarán con toda la 
colaboración de los diferentes organismos, quienes en ningún caso podrán relevar sus fuentes 
y métodos. internos de las agencias de inteligencia. 

 

 

Parágrafo 6. De forma anual, el Estado realizará una audiencia pública de rendición de 
cuentas, coordinada por el director de la Instancia de Depuración, en el que se presenten los 
resultados de la aplicación de los principios, límites y fines enunciados en esta ley durante la 
autorización y desarrollo de actividades de inteligencia y contrainteligencia. 

ARTÍCULO 5. Funciones y facultades de la Comisión Comisión legal de Seguimiento a 
las actividades de InteligenciaInteligencia y Contrainteligencia. Adiciónese el literal g y 
h al artículo 61G de la Ley 5 de 1992, el cual tendrá el siguiente tenor: 

i. Elaborar un informe anual de carácter público que dé cuenta del cumplimiento de los 
objetivos de inteligencia fijados por el Gobierno Nacional, los controles contenidos 
en la presente ley y formule recomendaciones para el fortalecimiento y la supervisión 
del ejercicio de las actividades de inteligencia y contrainteligencia, exponiendo toda 
la información reportada al Presidente de la República que no requiera mantenerse 
bajo reserva o con el carácter de secreta. 

j. Solicitarle al Presidente la desclasificación total o parcial de una información por 
motivos de interés general y cuando, en su consideración, no constituya una 
amenazada contra la vigencia del régimen constitucional, ni la seguridadnacional. 

 

ARTÍCULO 6. Deber de Reserva de la Comisión. Adiciónese un parágrafo al artículo 24 
de la Ley 1621 de 2013 de la siguiente manera: 

Parágrafo 3. El deber de reserva de la información no operará cuando exista una convicción 
razonable por parte de algún miembro de la Comisión de la existencia de hechos delictivos 
que se realicen en el marco de actividades de inteligencia y contrainteligencia. 

ARTÍCULO 7. Comisión Asesora para la Depuración de Datos y Archivos de 
Inteligencia y Contrainteligencia. Elimínese el inciso tercero del artículo 30 de la Ley 1621 
de 2013. 

El Gobierno Nacional pondrá en marcha, dentro del año siguiente a la rendición del informe 
de la Comisión, un sistema de depuración de datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia, orientado por el informe de recomendaciones de la Comisión. 

ARTÍCULO 8. Reserva. Adiciónese el parágrafo 5 al artículo 33 de la Ley 1621 de la 
siguiente manera: 

Parágrafo 5. Podrán conocer de la información clasificada como reserva las autoridades 
judiciales, legislativas o administrativas que la soliciten para el debido ejercicio de sus 
funciones. Corresponde a dichas autoridades asegurar la reserva de las informaciones y 
documentos que lleguen a conocer en desarrollo de lo previsto en este artículo. 

ARTÍCULO 9. Inoponibilidad de la Reserva. Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley 1755 de 2015, el artículo 34 de la Ley 1621 quedará de la siguiente manera: 

 

 

ARTÍCULO 34. Inoponibilidad de la Reserva. El carácter reservado de los documentos 
de inteligencia y contrainteligencia no será oponible a las autoridades judiciales, legislativas, 
disciplinarias y fiscales que lo soliciten para el debido ejercicio de sus funciones, siempre 
que su difusión no ponga en riesgo la seguridad o la defensa nacional, ni la integridad 
personal de los ciudadanos, los agentes, o las fuentes. Corresponderá a dichas autoridades 
asegurar la reserva de los documentos que lleguen a conocer en desarrollo de lo establecido 
en el presente artículo. 

ARTÍCULO 10. Receptores de Productos de Inteligencia y Contrainteligencia. 
Adiciónese el literal h al artículo 36 de la ley 1621, el cual tendrá el siguiente tenor: 

 
h. Toda persona tendrá derecho a saber si figura en los archivos de inteligencia y 

contrainteligencia del Estado. 

ARTÍCULO 11. Niveles de clasificación. El artículo 37 de la Ley 1621 quedará de la 
siguiente manera: 

 
 

Artículo 37. Niveles de Clasificación. El Gobierno Nacional, La Instancia de Depuración, 
dentro del año siguiente a la publicación de la presente ley, reglamentará y actualizará los 
niveles de clasificación de la información y diseñará un sistema para la designación de los 
niveles de acceso a la misma por parte de los servidores públicos. 

ARTÍCULO 12. Excepción a los deberes de denuncia y declaración. El artículo 39 de la 
Ley 1621 quedará de la siguiente manera: 

Los servidores públicos de los organismos que desarrollan actividades de inteligencia y 
contrainteligencia están obligados a guardar la reserva en todo aquello que por razón del 
ejercicio de sus actividades hayan visto, oído o comprendido. En este sentido, los servidores 
públicos a los que se refiere este artículo están exonerados del deber de denuncia y no podrán 
ser obligados a declarar. Lo anterior sin perjuicio de lo establecido en los parágrafos 3° y 4° 
del artículo 18 y del parágrafo 3° del artículo 33. 

La exclusión del deber de denuncia no aplicará para los casos en que el servidor público 
posea información relacionada con la presunta comisión de genocidio, ejecuciones 
extrajudiciales, tortura, desplazamiento forzado, desaparición forzada, violencia sexual 
masiva, crímenes de lesa humanidad, o crímenes de guerra por parte de un servidor público. 
cuando se conozca de hechos ilícitos. En cualquier caso, Los servidores públicos de los 
organismos que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia podrán deberán 
denunciar las actividades delictivas de las que tengan conocimiento de manera directa o 
mediante representante del organismo de inteligencia y en condiciones que permitan 
garantizar su seguridad e integridad, garantizando la protección de fuentes, medios y 
métodos. 

 

 

En caso de que el organismo considere necesario declarar en un proceso podrá hacerlo a 
través del Director o su delegado. 

Cuando los servidores públicos a que se refiere este artículo deban denunciar o rendir 
testimonio, el juez o el fiscal según el caso, podrán disponer que la diligencia respectiva se 
reciba en forma privada y se mantenga en reserva mientras ello sea necesario para asegurar 
la vida e integridad personal del funcionario y la de su familia. 

ARTÍCULO 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 42 de la Ley 1621 de la siguiente 
manera: 

Parágrafo. En caso de que la información solicitada por el organismo de inteligencia este 
clasificada como información particular privada, sólo puede ser obtenida y ofrecida por orden 
de autoridad judicial en el cumplimiento de sus funciones. 

ARTÍCULO 14. El artículo 44 de la Ley 1621 de 2013 quedará así: 
 

Artículo 44. Colaboración con Operadores de Servicios de Telecomunicaciones. Los 
operadores de servicios de telecomunicaciones estarán obligados a suministrar a los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia, previa solicitud y autorización judicial, y en 
desarrollo de una operación autorizada y siempre que sea técnicamente viable, el historial de 
comunicaciones de los abonados telefónicos vinculados, los datos técnicos de identificación 
de los suscriptores sobre los que recae la operación, así como la localización de las celdas en 
que se encuentran las terminales y cualquier otra información que contribuya a su 
localización. Los organismos de inteligencia y contrainteligencia garantizarán la seguridad 
de esta información y con tal fin, en la solicitud que formulen a los operadores de servicios 
de telecomunicaciones, limitarán la información solicitada a un período que no exceda de 
cinco (5) años. 

 
Los Directores de los organismos de inteligencia, o quienes ellos deleguen, serán los 
encargados de presentar por escrito a los operadores de servicios de telecomunicaciones la 
solicitud de dicha información. 

 
En todo caso, la interceptación de comunicaciones estará sujeta a los procedimientos 
establecidos por el artículo 15 de la Constitución y el Código de Procedimiento Penal y sólo 
podrá llevarse a cabo en el marco de procesos judiciales. 

 
ARTÍCULO 15. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 44A del siguiente tenor: 

 
Artículo 44A. Colaboración con el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
No Repetición y las medidas dispuestas en el Acuerdo Final de Paz. Todas las entidades 
del Estado y los Organismos de Inteligencia y Contrainteligencia prestarán su colaboración 
con el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición para el 
cumplimiento de sus objetivos, mandato y funciones, y le brindarán toda la información que 
tengan a su disposición en lo relacionado con el conflicto armado. 



Gaceta del Congreso  603	 Viernes, 31 de julio de 2020	 Página 17

 

 

 
 

Parágrafo 1. La Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
Repetición y la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas deberán garantizar 
por escrito la reserva de la información, suscribir actas de compromiso de reserva y observar 
las seguridades y niveles de clasificación consagradas en la presente ley, sin perjuicio de las 
acciones penales, disciplinarias y fiscales a que haya lugar por violación de la reservalegal. 

 

Parágrafo 2. La Instancia de Depuración facilitará la labor de la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad y la implementación de las medidas dispuestas en el punto 3.4.12 del 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz estable y 
Duradera. 

 

CAPÍTULO IX 
Disposiciones de Vigencia 

 
 

Artículo 45. Derogatorias. La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el Decreto 2233 de 1995, por medio del cual se crean el Sistema 
Nacional de Inteligencia, el Consejo Técnico Nacional de Inteligencia, los Consejos Técnicos 
Seccionales de Inteligencia... y el Decreto 324 de 2000, por el cual se crea el Centro de 
coordinación de la lucha contra los grupos de autodefensas ilegales y demás grupos al margen 
de la ley. 

 

Artículo 46. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 

ARTÍCULO 16. La Ley 1621 de 2013 tendrá un Capítulo IX del siguientetenor: 
 

CAPÍTULO IX 
SISTEMA NACIONAL DE DEPURACIÓN DE DATOS Y ARCHIVOS DE 

INTELIGENCIA Y CONTRAINTELIGENCIA 
 

ARTÍCULO 17. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 45 del siguiente tenor: 
 

Artículo 45. Del Sistema Nacional de Depuración de Datos Archivos de Inteligencia y 
Contrainteligencia. El Sistema Nacional de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia 
y Contrainteligencia, denominado - “SND”, es un conjunto de instancias, orientaciones y 
mecanismos que permiten la aplicación de los principios generales y las disposiciones sobre 
actualización, corrección y retiro de datos y archivos de inteligencia ycontrainteligencia. 

ARTÍCULO 18. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 46 del siguiente tenor: 

 

 

 

Artículo 46. Estructura del Sistema Nacional de Depuración de Datos y Archivos de 
Inteligencia y Contrainteligencia. El Sistema Nacional de Depuración “SND” estará 
conformado por una Instancia de Depuración, un Consejo Asesor y los Comités de 
Actualización, Corrección y Retiro de Datos y Archivos de Inteligencia. 

ARTÍCULO 19. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 47 del siguiente tenor: 
 

Artículo 47. Instancia de Depuración. Créase la Instancia de Depuración adscrita a la 
Defensoría del Pueblo como una Unidad Administrativa Especial con autonomía 
administrativa, financiera y presupuestal en los términos del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto, capacidad de contratación y con independencia del Gobierno Nacional. 

ARTÍCULO 20. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 48 del siguiente tenor: 
 

Artículo 48. Serán funciones de la Instancia de Depuración las siguientes: 
 

j. Implementar las recomendaciones de la Comisión Asesora para la Depuración de 
Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia, de la que habla el artículo 30 
de la presente Ley. 

k. Desarrollar el proceso de depuración en coordinación con cada Organismo de 
Inteligencia, en especial el Comando General de las Fuerzas Militares, Policía 
Nacional, Dirección Nacional de Inteligencia DNI, Unidad de Información y Análisis 
Financiera UIAF y del archivo de inteligencia, contrainteligencia y gastos reservados 
del extinto DAS. 

l. Coordinar el proceso de depuración de los datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia del extinto Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) que 
se encuentren en el Archivo General de la Nación, con especial observancia de la 
preservación de archivos con valor histórico. 

m. Diseñar, dentro de los noventa (90) días siguientes a su conformación, una propuesta 
de priorización con periodos, parámetros históricos y/o geográficos sobre la 
ocurrencia de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario, así como en observancia de los mecanismos de justicia 
transicional que integran el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 
Garantías de No Repetición. 

n. Evaluar el trabajo desarrollado por los Comités de Actualización, Corrección y Retiro 
para aplicar las recomendaciones del proceso de depuración. La Instancia de 
Depuración podrá ratificar o rechazar total o parcialmente los resultados del trabajo 
adelantado en cada uno de los Comités a efectos del proceso de depuración. 

o. Dejar registros escritos, fílmicos y fotográficos de todos y cada uno de los procesos 
y procedimientos, con copia al organismo de inteligencia objeto del proceso de 
depuración. 

 

 

p. Identificar aliados internacionales (expertos y entidades) para que asesoren y apoyen 
la tarea de depuración. 

q. Coordinar con el Archivo General de la Nación y los equipos de archivística de los 
organismos de inteligencia y contrainteligencia con el fin de tener el inventario de la 
totalidad de los archivos y datos de las entidades con funciones de inteligencia y 
contrainteligencia, en donde se defina el número, nombre y categoría de la totalidad 
de los archivos y datos, así como el número de folios si se trata de archivos o datos 
en papel, o su peso en bytes si se trata de archivos o datos electrónicos; considerando 
que únicamente tras conocer el inventario, se podrá proceder a realizar una función 
adecuada en materia de valoración, custodia y gestión documental. 

r. Presentar informes periódicos semestrales durante los cinco primeros años del 
proceso de depuración al Presidente de la República; el Procurador General de la 
Nación; el Defensor del Pueblo; la Comisión Legal de Seguimiento a las actividades 
de Inteligencia y Contrainteligencia del Congreso de la República; el Sistema de 
Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia y la Comisión 
Nacional de Garantías de Seguridad. 

 

Parágrafo 1. Para la depuración de la que habla el literal c, el Archivo General de la Nación 
y la Dirección Nacional de Inteligencia pondrán a disposición funcionarios que garanticen a 
la Instancia el acceso y el conocimiento de los archivos, los cuales, luego de la depuración, 
deberán permanecer en el Archivo General de la Nación. El Oficial de Acceso determinará 
los niveles de acceso a los mismos. 

 

Parágrafo 2. En relación con la propuesta de priorización de la que habla el literal d, la 
Instancia de Depuración elaborará un plan de trabajo y llevará a cabo con el equipo 
interdisciplinario la aplicación de los criterios de legalidad y valor. Para ello deberá contar 
con un inventario y adelantará, de ser el caso, los procesos archivísticos y de gestión 
documental necesarios tanto en el caso del extinto DAS, como en los demás organismos de 
inteligencia. 

 

Parágrafo 3. En caso de presentar algún tipo de irregularidad en los procedimientos de 
inteligencia y contrainteligencia, o de hallar pruebas de la comisión de algún delito, la 
Instancia de Depuración deberá presentar un informe inmediato a las entidades de las que 
habla el literal i. 

 

ARTÍCULO 21. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 49 del siguiente tenor: 
 

Artículo 49. La Instancia de Depuración estará conformada por: 
 

e. Un director (a) que será elegido por un periodo de 4 años, a través de una convocatoria 
pública y plural que garantice total independencia, autonomía e imparcialidad en el 

 

 

ejercicio de las funciones previstas en el artículo 51 de la presente ley. Quien ostente 
este cargo deberá ser ciudadano en ejercicio, no haber sido condenado por sentencia 
judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos, 
acreditar experiencia en archivística y gestión documental, o haber desempeñado 
durante diez años, cargos en la rama judicial e en el Ministerio Público, o haber 
ejercido, con buen crédito, la defensa de los derechos humanos. No podrá ejercer esta 
función un funcionario que acredite participación en organismos de inteligencia 
durante los últimos 20 años. 

f. Un (a) Oficial de Acceso que será elegido por un periodo de 4 años. No podrá ejercer 
este cargo el funcionario que acredite participación en organismos de inteligencia 
durante los últimos 20 años. 

g. Un equipo interdisciplinario encargado del proceso de depuración de los archivos 
conformado por personal con experiencia en archivística, inteligencia y 
contrainteligencia, historia institucional, preservación, memoria histórica, derechos 
humanos y sistemas de información, entre otros. Este equipo será seleccionado por el 
director mediante un proceso público de selección que garantice altos estándares de 
transparencia y publicidad. 

h. Un Consejo Asesor elegido, según lo dispone el artículo 54, por un periodo de 4 años. 
 

ARTÍCULO 22. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 50 del siguiente tenor: 
 

Artículo 50. El director (a) y el Oficial de Acceso descritos en el numeral anterior serán 
seleccionados por un Comité de Escogencia conformado por: 

 

6. Un delegado(a) designada por la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, 
7. Un delegado(a) designada por el Secretario General de las Naciones Unidas, 
8. Un delegado(a) designada por la Comisión Permanente del Sistema Universitario del 

Estado, 
9. Un delegado(a) designada por el Defensor del Pueblo, 
10. Un delegado(a) designada por el Comité de Seguimiento y Monitoreo a la 

implementación de las recomendaciones de la CEV. 
 

ARTÍCULO 23. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 51 del siguiente tenor: 
 

Artículo 51. Serán funciones del Director (a): 
 

h. Implementar las recomendaciones de la Comisión Asesora para la Depuración de 
Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia. 

i. Liderar la implementación del Sistema de Depuración de Datos y Archivos de 
Inteligencia y Contrainteligencia dispuesto en el artículo 30 de la Ley 1621 de 2013. 
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j. Proponer una propuesta de priorización con periodos, parámetros históricos y/o 
geográficos sobre la ocurrencia de violaciones a los derechos humanos e infracciones 
al DIH, así como en observancia de los mecanismos de justicia transicional que 
integran el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición. 

k. Determinar el criterio de valor de los archivos en caso de debate con los organismos 
de inteligencia. 

l. Seleccionar, mediante un proceso que garantice altos estándares de transparencia, un 
equipo interdisciplinario encargado del proceso de depuración de los archivos 
conformado por personal con experiencia en archivística, inteligencia, historia 
institucional, preservación, memoria histórica, derechos humanos y sistemas de 
información, entre otros. 

m. Coordinar el proceso de evaluación del trabajo desarrollado por los Comités de 
Actualización, Corrección y Retiro para aplicar las recomendaciones del proceso de 
depuración. 

n. Rendir informes periódicos sobre el cumplimiento de su gestión y las demás 
necesarias para el desarrollo de su labor. 

 

ARTÍCULO 24. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 52 del siguiente tenor: 
 

Artículo 52. Serán funciones del Oficial de Acceso: 
 

e. Acompañar el proceso de depuración con el fin de determinar el nivel o los niveles 
de acceso a la información que vaya a ser retirada e informar a la entidad de destino 
el nivel de acceso correspondiente, de conformidad con el marco normativo existente. 
El nivel de acceso establecido por este Oficial será de obligatorio cumplimiento por 
las entidades receptoras de los archivos y datos retirados. 

f. Atender y dar respuesta, durante el proceso de depuración, a las solicitudes de acceso 
a la información sujeta a depuración, prestando especial observancia al derecho a la 
verdad de las víctimas, sus familias y la sociedad. 

g. Atender y dar respuesta a las solicitudes de acceso a la información retirada, de 
acuerdo con el marco normativo existente. Este proceso debe darse sin perjuicio de 
la discusión atinente y necesaria sobre el nivel de acceso de aquellos archivos y datos 
que permanezca en los organismos de inteligencia, considerando el contexto propio 
de un escenario de transición. 

h. Evaluar y determinar las medidas y mecanismos concernientes a la anonimización de 
los datos contenidos en los archivos que sean retirados, cuando haya lugar. 

 

ARTÍCULO 25. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 53 del siguiente tenor: 
 

Artículo 53. Autorícese al Gobierno nacional para que en cumplimiento de los artículos 341 
y 345 de la Constitución Política de Colombia incorpore en el Presupuesto General de la 

 

 

Nación las partidas necesarias para llevar a cabo el proceso de depuración y para la 
implementación del Sistema de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y 
Contrainteligencia dispuesto en el Artículo 30 de la presente Ley. 

 

ARTÍCULO 26. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 54 del siguiente tenor: 
 

Artículo 54. Consejo Asesor de la Instancia de Depuración. Crease un Consejo Asesor a 
la Instancia de Depuración. Este Consejo estará integrado por (1) miembro designado por el 
Presidente de la República; un (1) integrante de los organismos que llevan a cabo actividades 
de inteligencia y contrainteligencia; un (1) representante de la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia; Defensor del Pueblo o 
su delegado (a); Director (a) del Archivo General de la Nación o su delegado (a); un (1) 
delegado de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y No 
Repetición o quien haga sus veces; Director (a) del Archivo Histórico de la Universidad 
Nacional; y dos (2) representante de la sociedad civil; 

 

ARTÍCULO 27. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 55 del siguiente tenor: 
 

Artículo 55. Funciones del Consejo Asesor. Son funciones del Consejo Asesor las 
siguientes: 

 

6. Asesor a la Instancia de Depuración en el cumplimiento de sus funciones. 
7. Aprobar la propuesta de periodización de la depuración de la que habla el artículo 49 

de la presente Ley. 
8. Presentar insumos para la depuración de archivos y datos de inteligencia y 

contrainteligencia. 
9. Elaborar informes públicos anuales de seguimiento y verificación del cumplimiento 

de las funciones de la Instancia de Depuración y emitir recomendaciones. 
10. Darse su propio reglamento. 

 

ARTÍCULO 28. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 56 del siguiente tenor: 
 

Artículo 56. Tratamiento de información reservada. Cuando se trate de información 
reservada, la Instancia de Depuración deberá garantizar la reserva de la misma, sin perjuicio 
de las acciones penales, disciplinarias y fiscales a que haya lugar por violación de la reserva 
legal. 

 

ARTÍCULO 29. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 57 del siguiente tenor: 
 

Artículo 57. Coordinación con organismos de inteligencia. La máxima autoridad de cada 
uno de los Organismos de Inteligencia designará a uno o varios funcionarios que serán 

 

 

enlaces permanentes con la Instancia de Depuración, asegurando su estabilidad y 
permanencia durante el proceso. El director de la Instancia será quien determinará el criterio 
de valor de los archivos y datos. 

 

ARTÍCULO 30. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 58 del siguiente tenor: 
 

Artículo 58. Criterios para la depuración de archivos de inteligencia y 
contrainteligencia. Los organismos de inteligencia, a través de los Comités de 
Actualización, Corrección o Retiro de Datos y Archivos de inteligencia a que se refiere el 
artículo 31 de la ley 1621 de 2013, deberán tener en cuenta los siguientes criterios para 
adelantar el proceso de depuración: 

c. Legalidad: La legalidad de los datos y archivos de Inteligencia y Contrainteligencia 
se deriva de la estricta observancia del ordenamiento jurídico, durante la totalidad del 
ciclo de inteligencia, entendido este como el planeamiento del esfuerzo de búsqueda, 
recolección, análisis y difusión. La legalidad debe estar supeditada a lo consignado 
en los artículos 2 y 4 de la Ley 1621 de 2013, e incluye el respeto y garantía a los 
Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario. 

d. Valor: Cualidad del documento que determina su utilidad para establecer la 
permanencia o retiro. El valor puede ser primario desde que se producen o se reciben 
hasta que cumplen sus fines administrativos, fiscales, legales y/o contables; o 
secundario, siempre que pueda interesar a los investigadores de información 
retrospectiva, una vez agotado el valor primario, o que correspondan a violaciones a 
los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. 

 

ARTÍCULO 31. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 59 del siguiente tenor: 
 

Artículo 59. Vigilancia especial sobre los procesos de depuración. Los Comités de 
Actualización, Corrección o Retiro de Datos y Archivos de inteligencia deberán informar a 
la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo el inicio de procesos de 
depuración. En cualquier momento del proceso de depuración dichas entidades podrán 
verificar el cumplimiento de la aplicación de los criterios de que trata este artículo. La 
Procuraduría General de la Nación vigilará el proceso de depuración con base en sus 
facultades preventivas. 

 

Parágrafo transitorio. Los Comités de Actualización, Corrección o Retiro de Datos y 
Archivos de inteligencia deberán informar a la Procuraduría General de la Nación y la 
Defensoría del Pueblo, dentro de los tres (3) meses siguientes a la vigencia del presente 
artículo, los procesos de depuración adelantados desde su conformación. 

 

ARTÍCULO 32. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 60 del siguiente tenor: 

 

 

Artículo 60. Moratoria de archivos. Los Organismos de Inteligencia, el Archivo General 
de la Nación y otras entidades, según corresponda, implementarán una moratoria de por lo 
menos 10 años de los archivos y datos de inteligencia, entendiendo por ésta la suspensión de 
los procesos archivísticos de eliminación de documentos. 

 

Parágrafo. En ningún caso se podrán eliminar los archivos que traten o referencien 
violaciones a los derechos humanos, crímenes de lesa humanidad, genocidio, crímenes de 
guerra y graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, para lo cual se tendrá en 
cuenta lo estipulado en el Código Penal colombiano y/o en las normas de Derecho 
Internacional en materia de Derechos Humanos (DIDH), Derecho Internacional Humanitario 
(DIH) o Derecho Penal Internacional (DPI). 

 

ARTÍCULO 33. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 61 del siguiente tenor: 
 

Artículo 61. Acciones frente a la moratoria. Durante el periodo de moratoria reseñado en 
el artículo anterior se deberá: 

 

e. Suspender los términos registrados en la Tabla de Retención Documental (TDR), así 
como las acciones de disposición final que pudiesen proceder. 

f. Revisar y clasificar todos los archivos de los Organismos que hacen parte de la 
comunidad de Inteligencia, de acuerdo con los criterios de permanencia y retiro que 
en esta Ley se disponen. 

g. Definir los criterios, medios y mecanismos para terminar anticipadamente, suspender 
o extender temporalmente la moratoria programada en relación con el avance del 
proceso de depuración. 

h. Revisar las TDR de los archivos que, de acuerdo con los criterios, deben permanecer. 
 

Parágrafo. En caso de ser necesario, la Instancia de Depuración ajustará las TRD, sobre 
todo, teniendo en cuenta el valor histórico de los archivos y datos, según lo dispone el artículo 
6° del Decreto 763 de 2009. 

 

ARTÍCULO 34. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 62 del siguiente tenor: 
 

Artículo 62. Del retiro de archivos. Los datos y archivos de Inteligencia y 
Contrainteligencia que incumplan con el criterio de legalidad deberán ser retirados de los 
Organismos de Inteligencia y de los Comités de Actualización, Corrección o Retiro de Datos 
y Archivos de inteligencia y entregados al Archivo General de la Nación o al Archivo de 
Derechos Humanos y Memoria Histórica, según corresponda, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 58 de la presente ley; así como aquellos que, aun cumpliendo con el criterio de 
legalidad, hayan perdido su valor. 
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Parágrafo. Se considera que tienen valor histórico los siguientes archivos: 
 

f. Información sobre los lugares de detención, masacres y otros lugares en que hayan 
ocurrido violaciones graves de los Derechos Humanos y/o infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario; 

g. Información que dé cuenta del paradero de las personas dadas por desaparecidos y de 
los cadáveres de las personas asesinadas; 

h. Información relacionada con violaciones de Derechos Humanos o delitos de lesa 
humanidad; 

i. Información que dé cuenta de vínculos de grupos armados al margen de la ley, grupos 
de delincuencia organizada y actividades de narcotráfico con instituciones y/o agentes 
del Estado. 

j. Información que dé cuenta de graves conductas contra la administración pública. 
 

ARTÍCULO 35. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 63 del siguiente tenor: 
 

Artículo 63. Destino de los datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia que sean 
retirados. Los archivos retirados de derechos humanos o que tengan valor histórico, según 
lo dispuesto en el artículo anterior, no podrán ser destruidos. Con base en la aplicación de los 
criterios de legalidad y valor, los archivos y datos de Inteligencia y Contrainteligencia, 
deberán remitirse a la entidad destino, según lo preceptuado en el siguiente parágrafo. 

 

Parágrafo: La remisión de datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia deberá: 
 

g. Establecer con claridad la ubicación y características de los repositorios en donde se 
almacenará la información que sea retirada. 

h. Los repositorios deberán contar con medidas óptimas de seguridad para la 
salvaguarda de la información, entendida esta como las medidas relacionadas con 
conservación y protección de los datos y archivos, para así mantener la integridad 
material e impulsar acciones para prevenir o detener el daño. 

i. Remitir al Archivo de Derechos Humanos y Memoria Histórica o al que haga sus 
veces, los archivos y datos de inteligencia y contrainteligencia que tengan valor 
histórico según el artículo 62 de la presente ley. Este será el encargado de su custodia 
y preservación. Hasta tanto entre en funcionamiento este Archivo, se recomienda que 
los archivos retirados de derechos humanos sean enviados al Archivo Histórico de la 
Universidad Nacional y la copia digital fidedigna deberá ser enviada al Archivo 
virtual de DDHH y Memoria Histórica, creado por la Ley 1448 de 2011. 

j. Remitir al Archivo General de la Nación los archivos que tengan valor histórico y 
que no sean archivos de derechos humanos. Este será el encargado de su custodia y 
preservación. 

 

 

k. Los demás archivos seguirán el ciclo vital del documento en cada uno de los 
organismos de inteligencia, de acuerdo con las TRD de los mismos. 

l. Proteger los datos personas y sensibles de los ciudadanos cuando sean retirados de 
los archivos de inteligencia y contrainteligencia. Conforme a la ley de habeas data y 
a la Ley de Transparencia y Acceso a la información, se debe proteger la información 
de los ciudadanos como un bien intangible que es susceptible de ser capturado y 
utilizado de distintas maneras. En caso de retirar determinados archivos, los datos 
personales y sensibles de los ciudadanos deben ser anonimizados y/o se deben tomar 
medidas en relación con el acceso a la información para garantizar su protección. 

 

ARTÍCULO 36. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 64 del siguiente tenor: 
 

Artículo 64. Acceso a los datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia retirados. 
La determinación del nivel o los niveles acceso a los datos y archivos de inteligencia y 
contrainteligencia que sean retirados de los organismos de inteligencia, de acuerdo con lo 
señalado en el artículo 63, será realizada por la Instancia de Depuración. 

 

ARTÍCULO 37. La Ley 1621 de 2013 tendrá un artículo 65 del siguiente tenor: 
 

Artículo 65. Colaboración de las entidades del Estado. Todas las entidades del Estado 
prestarán su colaboración a la Instancia de Depuración para el cumplimiento de sus objetivos, 
mandato y funciones, y le brindarán toda la información que tengan a su disposición en lo 
relacionado con el cumplimiento de sus funciones. La Instancia de Depuración podrá solicitar 
el traslado de información a los organismos que considere, sin perjuicio de la información 
reservada que repose en dichos procesos. 

 

ARTÍCULO 38. Modifíquese el artículo 45 de la Ley 1621 el cual pasará a ser el artículo 
66 y quedará de la siguiente manera: 

 

Artículo 66. Derogatorias. La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el Decreto 2149 de 2017, por medio del cual se crea el Sistema 
Nacional de Depuración de Datos y Archivos de Inteligencia y Contrainteligencia. 

 

ARTÍCULO 39. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
 
 

IV. Conclusiones 
 

Por las anteriores razones, se considera que es conveniente y necesario que sea aprobado por 
el Congreso de la República una reforma a la Ley 1621 de 2013 que permita adoptar y 

 

 

fortalecer mecanismos de supervisión y control de los organismos de inteligencia, así como 
reformar el Sistema de Depuración de Datos y Archivos de inteligencia y contrainteligencia 
para garantizar su independencia y autonomía respecto de los organismos que efectúan dichas 
actividades. 
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SECCIÓN DE LEYES 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
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SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 22 de julio de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No. 126/20 Senado “POR LA CUAL SE REFORMA 
LA LEY 1621 DE 2013, EL SISTEMA DE DEPURACIÓN DE DATOS Y ARCHIVOS DE 
INTELIGENCIA Y CONTRAINTELIGENCIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES PARA 
FORTALECER EL MARCO JURÍDICO QUE PERMITA A LOS ORGANISMOS QUE LLEVAN 
A CABO ACTIVIDADES DE INTELIGENCIA Y CONTRAINTELIGENCIA CUMPLIR CON SU 
MISIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL”, me permito remitir a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General del Senado de la 
República por los Honorables Senadores IVÁN CEPEDA CASTRO, ANTONIO SANGUINO 
PÁEZ, ALEXANDER LÓPEZ MAYA, WILSON ARIAS CASTILLO, GUSTAVO BOLIVAR, 
ALBERTO CASTILLA SALAZAR, AÍDA AVELLA ESQUIVEL, FELICIANO VALENCIA MEDINA, 
JORGE EDUARDO LONDOÑO; y los Honorables Representantes ANGELA MARÍA ROBLEDO, 
DAVID RACERO MAYORCA, ABEL DAVID JARAMILLO, MARÍA JOSÉ PIZARRO, LEON 
FREDY MUÑOZ.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es competencia de 
la Comisión SEGUNDA Constitucional Permanente del Senado de la República, de conformidad 
con las disposiciones Constitucionales y Legales.       
  
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – JULIO 22 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado Proyecto 
de Ley a la Comisión SEGUNDA Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta 
Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 

 
GREGORIO ELJACH PACHECO  
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 145 DE 2020 
SENADO

por medio del cual la Nación se asocia para honrar y 
exaltar la memoria de las víctimas de la masacre de 

las bananeras y declarar el 06 de diciembre como Día 
Conmemorativo de las Víctimas de la Masacre de las 

Bananeras y se dictan otras disposiciones. 

 

PROYECTO DE LEY No. __________  DE 2020 SENADO 

“Por medio del cual la Nación se asocia para honrar y exaltar la memoria de las víctimas 
de la Masacre de las Bananeras y declarar el 06 de Diciembre como Día Conmemorativo 

de las Víctimas de la Masacre de las Bananeras y se dictan otras disposiciones” 
 

El Congreso de Colombia 
DECRETA 

 
Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene como objetivo vincular a la Nación para que se 
asocie y honre y exalte públicamente la memoria de las víctimas de la Masacre de las 
Bananeras y se declare el 06 de Diciembre como el Día Conmemorativo de las Víctimas de la 
Masacre de las Bananeras ocurrida en el municipio de Ciénega en el Departamento del 
Magdalena. El 06 de Diciembre de 1928. 
 
Artículo 2. Conservación de la Memoria. Encárguese a la Biblioteca Nacional, al Archivo 
Nacional General de la Nación, y al Centro Nacional de Memoria Histórica a la recopilación y 
publicación en medio físico y/o y digital, de los testimonios, versiones, relatos y cualquier 
tipo de manifestación o fuente historiográfica que exista de la Masacre de las Bananeras 
ocurrida en el Municipio de Ciénaga en el Departamento del Magdalena. 
 
Parágrafo: Una vez la información sea recopilada y digitalizada, deberá ser compartida al 
Ministerio de Cultura para que, a través de su Biblioteca Virtual, se actualice y enriquezca la 
información ya existente en el Departamento y a nivel nacional. 
 
Artículo 3. Homenaje. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones y la Autoridad Nacional de Televisión, según corresponda, 
garantizaran la disposición de los recursos necesarios para que se encárguese a la Radio 
Televisión Nacional de Colombia (RTVC), la producción y emisión de un documental que 
recoja los testimonios y hechos de la Masacre de las Bananeras y exalte públicamente la 
memoria y luchas dadas por  las víctimas. 
 
Artículo 4. Día Conmemorativo de las Víctimas de la Masacre de las Bananeras. 
Declárese el 06 de Diciembre “Día Conmemorativo de las Víctimas de la Masacre de las 
Bananeras” como un homenaje público a las miles de mujeres, hombres y niños del 
municipio de Ciénaga en el Departamento del Magdalena, que lucharon por la formalización 
laboral, condiciones dignas para los trabajadores y su derecho a la protesta social. 
 
Artículo 5. Beca Gonzalo Bravo Pérez. Créese el Programa Beca “Gonzalo Bravo Pérez" 
que se otorgará cada año, a través de las autoridades competentes para apoyar a los habitantes 
del Municipio de Ciénaga para estudios de Educación Superior en Colombia en el área de 
historia y afines a nivel técnico, tecnológico y profesional. La beca cubrirá los costos de 
estudio y una mesada suficiente para el sostenimiento del galardonado durante los períodos 

 

 

académicos. Dicha beca será adjudicada por el ICETEX, de acuerdo con el presupuesto de los 
planes y programas del Instituto.  
 
Parágrafo: El Gobierno Nacional deberá reglamentar la Beca “Gonzalo Bravo Pérez”, dentro 
de los seis (06) meses siguientes a la entrega de la entrada en vigencia de la presente ley. 
 
Artículo 6. Programa Identificación de Saberes. Crease el Programa “Identificación de 
Saberes” con la intención de generar rutas de crecimiento económico para el Municipio de 
Ciénaga, identificar los sectores económicos que puedan mostrar mejores índices de 
desarrollo multidimensional y apoyar el desarrollo de proyectos productivos en beneficio del 
Municipio y su comunidad. 
 
Artículo 7. Monumento en Honor a las Víctimas y la Memoria Histórica.  Autorícese al 
Gobierno, a través del Ministerio de Cultura y demás entidades que correspondan, erigir un 
monumento público en el Municipio de Ciénaga en el Departamento de Magdalena que 
conmemore la memoria y luchas dadas por las mujeres, hombres y niños víctimas de la 
Masacre de las Bananeras. 
 
Artículo 8. Autorización. Autorícese al Gobierno nacional para que en cumplimiento de los 
artículos 341 y 345 de la Constitución Política de 1991 incorpore dentro del Presupuesto 
General de la Nación las partidas presupuesta necesarias, con el fin de que se lleve a cabo el 
cumplimento de las disposiciones establecidas en la presente ley, autorización que se extiende 
a la celebración de los contratos y convenios interadministrativos necesarios entre la nación y 
las otras entidades del nivel territorial a las cuales se han delegado las respectivas gestiones. 
 
Artículo 9. Vigencia. Esta ley rige a partir de la fecha de su promulgación. 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

PROYECTO DE LEY No. __________  DE 2020 SENADO 

“Por medio del cual la Nación se asocia para honrar y exaltar la memoria de las víctimas 
de la Masacre de las Bananeras y declarar el 06 de Diciembre como Día Conmemorativo de 

las Víctimas de la Masacre de las Bananeras y se dictan otras disposiciones” 

1. Objetivo 

El objetivo de la presente iniciativa es conmemorar y honrar las víctimas de la Masacre de las 
Bananeras y declarar el 06 de Diciembre como el Día Conmemorativo de las Víctimas de la 
Masacre de las Bananeras. Debido a su importancia en la consecución de los derechos 
laborales que hoy predominan en nuestro sistema jurídico. Además por la importancia 
simbólica que representa para la clase trabajadora, y su impacto en la cultura del territorio. 

2. Justificación 

“La peligrosa memoria de nuestros pueblos […] es una energía capaz de mover el mundo 
[…]” 

Gabriel García Márquez, 1986.  
2.1.Antecedentes Históricos. 

 
Antes de lo ocurrido la noche del 5 y 6 de diciembre del año 1928 ya se habían llevado a cabo 
acciones similares por parte del gobierno, en las que las respuestas a los clamores de un 
pueblo que exigía ser escuchado fue la violencia indiscriminada. Y resaltamos brevemente 
dos momentos históricos. 
 
Primero, tenemos la masacre de los artesanos (1919). Fue allí donde más de trescientos (300) 
trabajadores fueron detenidos; entre esos: dieciocho (18) fueron heridos y veinte (20) 
asesinados a manos de la guardia presidencial, después que los artesanos se plantaran en 
frente de Palacio Presidencial buscando revertir la decisión realizada por el presidente de 
mandar a confeccionar los uniformes de los militares en el exterior, debido a que 
consideraban que ese trabaja debía ser realizado por los trabajadores nacionales1 .  
 
En segundo lugar, también encontramos que cinco (5) años más tarde se presentaría la 
masacre de los petroleros (1924). Fue aquí donde los trabajadores exigían que el aumento del 
salario pasara de: 1.5 pesos por ocho horas, y se aumentara a 2 pesos por jornada2; pero esta 
también fue reprimida violentamente, dejando un saldo humanitario que va desde: la vida de 
líderes sindicales, hasta detenciones y destierro a los trabajadores. 
 
Posterior a esta; es decir, para el quinto lustro de la década de 1920, productos de esto hechos 
mencionados anteriormente, ya sonaban temas en la agenda y peticiones de la sociedad civil 

                                                           
1 Vega Cantor, R. (1). Luchas y movilizaciones artesanales en Bogotá (1909-1919). Memoria Y Sociedad, 6(11), 29-55. Recuperado a partir 
de Luchas y movilizaciones artesanales en Bogotá (1909-1919) | Memoria y Sociedad 
2 CÁPSULA DEL TIEMPO. LUCHA OBRERA - Archivo Digital de Noticias de Colombia y el Mundo desde 1.990 

 

 

como: las jornadas continuas de más de ocho (8) horas, y mejores condiciones laborales 
profesionalmente hablando, que lamentablemente sufrieron el mismo desenlace que sus 
manifestaciones anteriores.3 
 
Ahora bien, a través de la historia hemos presenciado escenarios similares incluso mucho 
después de los hechos que buscamos resaltar. En Colombia en el siglo XX hubo una 
multiplicidad de injusticias hacia los trabajadores de diferentes sectores, dando como 
resultado la creación de diversos movimientos y agrupaciones de trabajadores que buscaban 
luchar por sus derechos, un ejemplo a subrayar es la Confederación de Trabajadores de 
Colombia “CTC” los cuales nacen como ellos mismos explican en su página oficial por:  
 

“La violación de los Derechos Humanos y Laborales, la entrega de los recursos 
naturales, el irrespeto a la soberanía Nacional fueron motivos de duras luchas de los 
trabajadores petroleros, ferroviarios, aserradores, de la construcción, bananeros, 
tranviarios, artesanos, choferes, etc.; y por otra parte la represión con horrendas 
masacres cometidas por los gobiernos de turno contra los inermes trabajadores.” 
(Confederación de Trabajadores de Colombia). 

 

Pero con base en estos antecedentes históricos, podemos resaltar la importancia de lo que 
denominaría la Masacre de las Bananeras del 06 de Diciembre de 1928. 

2.2.Presencia Territorial de la UFC en Colombia. 

La United Fruit Company -UFC- llegó al Magdalena buscando generar una industrialización 
local enfocada en un sector- primario, industrialización a través del comercio de Frutas en 
Suramérica-. El Departamento del Magdalena para finales del siglo XIX e inicios del XX 
resaltaba por la producción de otros servicios diferentes a los del banano. Sin embargo, su 
producción de frutas y algunos productos similares se destacaban en pequeñas producciones 
sobre las cuales la multinacional fue, poco a poco, haciéndose parte. 

Desde el inicio, en una concesión con la ciudad de Santa Marta, la multinacional tomó el 
control de la compañía del ferrocarril de Santa Marta y lo extendió hasta 90 millas, 
adicionando 80 millas de tramos privados para servir a las plantaciones, logrando así el 
control de las tierras cercanas al ferrocarril, monopolizando la compra y venta del banano de 
los pequeños cultivadores.  

El avance en infraestructura en Magdalena, a cargo de la UFC, implicó un aumento en sus 
capacidades instaladas. Con el objetivo de que el banano fuera el producto más importante en 
el departamento, la compañía construyó muelles y sistemas de riego, así como desplegó su 
capacidad de transporte hacía las principales salidas portuarias del país de la época. Para ese 
momento la UFC, contaba con una flota de barcos para transporte internacional y aprovechó 
las ventajas que comparativamente podía tener frente a otros competidores locales. Esto, 

                                                           
3 CTC Confederación de Trabajadores de Colombia 
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sumado a las ganancias y un modelo de crecimiento económico patentado por Estados 
Unidos, permitieron que la UFC impusiera su capacidad en el territorio. 

Para 1920 la UFC se había posicionado como la multinacional con mayor influencia sobre el 
mercado internacional del banano. Y aunque tuviera constantes encuentros con otras 
compañías, la multinacional siempre encontraba una manera de reducir aún más los costos de 
producción sin bajar la productividad, casi siempre a costa de las condiciones prestacionales y 
salariales que llevaron a la sublevación más adelante de la clase trabajadora. 

2.3.Procesos de manifestación laboral en el Magdalena. 

De forma simultánea, para la época cada vez más surgían nuevos movimientos populares, 
unificando y sumando importancia y relevancia en el país. Estos sectores, luchaban por 
disminuir la brecha de desigualdad existente, a través de reclamos constantes por parte de los 
trabajadores y de sus familias. Consecuencia del poco desarrollo de algunos servicios básicos 
en el departamento, que sumado a sus condiciones económicas permitían el cultivo de: 
enfermedades, falta de acceso a la salud y a la educación y a otros derechos que eran básicos 
para una forma de trabajo digno. 

Bajo estas condiciones, no se hicieron esperar las manifestaciones de inconformismo, 
justificado o no, de los trabajadores de la multinacional United Fruit Company. Pero no se 
debe satanizar una posición, ni la otra, las reivindicaciones precisas que sostenían los 
trabajadores buscaron hacerse oír a través de diálogos con los directivos, con el Ministerio de 
Industria de la época, e incluso, con el mismo Presidente de la Nación, enviando a todos ellos 
el pliego de peticiones, buscando que el Gobierno admitiera la legalidad de las demandas. 

Dentro de las exigencias realizadas por los trabajadores estaban: 

- “Seguros colectivos obligatorios” 
- Reparación por accidentes laborales- Hoy Sistema de Riesgos Laborales-. 
- Habitaciones con óptimas condiciones higiénicas y descanso dominical  
- Aumento de un 50% a los empleados que ganaban menos de 100 pesos 

mensuales de la época- (aproximadamente 40.000 pesos del 2020, si bien no 
existía salario mínimo en el año 1928, al realizar la aproximación de lo que 
era el salario de los trabajadores se puede entender el porqué de la lucha)4 

- Supresión de los comisariatos5 
- Pago semanal  
- Abolición del sistema de contratistas  
- Mejores servicios hospitalarios, entre otros.”6 

 

Estas exigencias fueron rechazadas por las directivas de la empresa, las cuales se negaron a un 
diálogo con los obreros, debido a que consideraban dichas demandas como una amenaza para 
                                                           
4 https://www.dineroeneltiempo.com/peso-colombiano/de-1971-a-valor-presente?valor=100 
5 Comisariatos: Almacén o tienda, de carácter cooperativo o sostenido por algunas empresas, donde determinadas personas pueden 
adquirir productos a un precio más económico que en el comercio. (LÉXICO, Oxford) 
6 Colombia Informa, La masacre de las bananeras: «no ha pasado nada, ni está pasando ni pasará nunca»,2018 

 

 

sus operaciones en Colombia. De ser escuchadas, y atendidas, estas condiciones generarían un 
aumento en los salarios, y de forma simultánea el precio de compra a los cultivadores; lo que 
obliga a pensar que: era imposible que la huelga fuese vista como una manifestación legítima, 
si no, como una rebelión contra la autoridad. 

A esta negativa al diálogo se unió la falta de apoyo por parte del Presidente Miguel Abadía 
Méndez, el cual, aparentemente buscando proteger los intereses de la compañía envió al 
General Carlos Cortés para que terminara con las protestas, utilizando a soldados enviados 
desde Antioquia debido a que los militares de la zona no actuarían debido a su vínculo con los 
trabajadores7.  

2.4.La Masacre de las Bananeras. 

En el año 1928 la noche del 5 de Diciembre los trabajadores participantes de la huelga 
realizada hacia la United Fruit Company fueron citados en la plaza principal de Ciénaga 
(Magdalena) para negociar el pliego de peticiones presentados por los trabajadores. Se relata 
que, en la plaza se encontraban un total de trescientos (300) soldados traídos desde Antioquia 
y Boyacá. 

Se cuenta que, los trabajadores no dejaron su posición de huelga esperando a que llegaran los 
representantes del Gobierno para poder dialogar. Sin embargo, debido a la euforia 
descontrolada de algunos trabajadores se inició un despliegue de disparos, los soldados 
empezaron a disparar directo a la concentración de trabajadores, mujeres y niños que se 
encontraban apoyando la huelga. La historia difiere en la cantidad de decesos presentados esa 
noche.8 

“Según el general Cortés Vargas solo hubo 9 muertos, el embajador norteamericano 
de la época admitió que la cifra podía llegar a 1000 personas asesinadas, el dirigente 
Sindical Alberto Castrillón aseguró que la cifra ascendía a 5000 muertos. Varios 
historiadores coinciden en que la causa para que no se tenga claridad en la cifra 
radica en el control a la información que hicieron los militares”9 

No obstante, el Centro Cultural para la Cooperación creó una comisión investigadora después 
que Miguel Abadía Méndez notificó solamente a 15 muertos y 19 heridos el mismo año de la 
masacre. Sin embargo, la Comisión descubrió que los muertos fueron más de 1.500 siguiendo 
las denuncias de los pobladores en donde aseguraban que veían pasar el tren con los vagones 
llenos de cadáveres llevados a ser enterrados en fosas comunes10, estas diferentes 
afirmaciones frente a lo ocurrido en esta fatídica noche, es una forma clara de observar cómo 
el Estado buscaba encubrir el asesinato de trabajadores, mujeres y niños, colombianos que 
buscaban protección y un trato justo por parte de una empresa extranjera. 

                                                           
7 7 Colombia Informa, La masacre de las bananeras: «no ha pasado nada, ni está pasando ni pasará nunca»,2018 
8 Colombia Informa, La masacre de las bananeras: «no ha pasado nada, ni está pasando ni pasará nunca»,2018 
9 Ibid, 2018 
10 Centro Cultural de la cooperación (https://www.centrocultural.coop/blogs/nuestramericanos/2017/07/08/raul-eduardo-mahecha-y-su-
influencia-en-el-nacimiento-del) 

 

 

El periodista Carlos Arango obtiene información de algunos sobrevivientes los cuales 
expresan que muchos cuerpos fueron llevados y desechados en el mar:  

Santander Alemán (Capataz de los Ferrocarriles)  

“[...] Casi todos los cadáveres fueron arrojados esa noche al mar. Y uno de los 
choferes que manejaban esa noche los carros que llevaban los muertos hasta el sitio 
donde los recogían las lanchas para llevarlos al barco que los transportaba al mar 
abierto, era de apellido Bovea. Él se rebeló como a las cuatro de la mañana y no 
quiso llevar más muertos porque decía que estaba cansado y nervioso. Le dieron 
culata y lo querían obligar a seguir, pero se voló. Después lo cogieron y lo llevaron a 
consejo de guerra.”11  

Hernando Varela (Testigo Presencial)  

“Como tres horas después oíamos al camión del aseo que pasaba por el frente de 
nuestra casa y luego un barco que pitaba. Al día siguiente nos dimos cuenta de que se 
trataba del camión transportando cadáveres hasta detrás del hospital, en donde los 
embarcan en un planchón que los transportaba hasta el barco Pichincha para 
arrojarlos al mar”12 

Después de la masacre ocasionada por la misma Fuerza Pública, y debido a la protección de la 
compañía extranjera. United Fruit Company perdió la influencia que había ganado en años 
anteriores sobretodo en el Gobierno, debido al contexto político en el que el Liberalismo, en 
cabeza de Jorge Eliécer Gaitán empezaba a escalar en el Gobierno. Como consecuencia de 
esto, en el año de 1966 La United Fruit Company sale del país, con su última producción en 
Santa Marta y según lo escrito por Maurice P. Brungardt13 basado en los textos de White, La 
historia de una ignominia14; de Fernando Botero Herrera y Diego Sierra Botero15 después de 
irse del país, quemaron todos sus archivos sobre las operaciones realizadas en los años que 
estuvieron en Colombia.16 

2.5.¿Qué ha sucedido con las familias de las víctimas? 
 
No existe o ha existido una respuesta institucional, por p arte del Gobierno Nacional a la 
conmemoración y honra de las familias de las víctimas de la Masacre de las Bananeras, ni 
tampoco, se ha incluido en algún proceso de verdad, justicia, reparación y no repetición de 
nuestro sistema institucional de reparación a las víctimas. Ahora, existen diferentes casos 
aislados, desde iniciativas privadas, e incluso algunas locales que han buscado de forma 
atomizada sustituir esta, insustituible, responsabilidad que tiene el Estado colombiano, esta 
deuda con las víctimas de la Masacre de las Bananeras. 

                                                           
11 ARANGO, Carlos. Sobrevivientes de las Bananeras, Ediciones ECOE, segunda edición, Bogotá, 1985, pág 91-92. 
12 Ibid, pág 79. 
13 LA UNITED FRUIT COMPANY EN COLOMBIA pág 117 
14 White, La historia de una ignominia, p. 120 
15 Fernando Botero Herrera y Diego Sierra Botero, El mercado de fuerza de trabajo en la zona bananera de Urabá, CIE, Universidad de 
Antioquia, Medellín, 1981, pp. 48-49.  
16 Ibid 

 

 

Renán Vega Cantor historiador e investigador Colombiano explica que “dado que muchos de 
los obreros de las bananeras fueran migrantes de otras regiones, hizo que la mayoría de los 
desaparecidos de la masacre no tuvieran dolientes, como ocurría normalmente con los 
jornaleros que fallecían en accidentes laborales”17 

El 7 de junio de 1929 se llevaron a cabo marchas estudiantiles, estas manifestaciones llegaron 
el 8 de junio de 1929 al Palacio de la Carrera, exigiendo justicia y reparación a las familias 
por los daños causados a los campesinos, obreros y estudiantes la fatídica noche de la 
masacre. En un intento de dispersión por parte de la policía, se inicia un ataque directo a los 
manifestantes los cuales guiados por el miedo desisten de las protestas, aun así, muchos de los 
estudiantes continuaron la huelga dejando como resultado: estudiantes heridos y al líder de las 
movilizaciones Gonzalo Bravo Pérez, asesinado18. 

2.6.Georreferencias ubicación hecho. 

En la página del Ministerio de Cultura se puede encontrar el centro Histórico de Ciénaga, en 
el que se observa un análisis geoestratégico de Ciénaga, donde se expone que la población se 
encuentra ubicada en el departamento del Magdalena, localizada a orillas del Mar Caribe, 
junto a la Sierra Nevada y cerca de la Ciénaga de Santa Marta. 

 Posee tradiciones claras que se han mantenido durante los años, como la celebración del 
Corpus Christi, con una historia llena de hitos que han marcado a los habitantes de Ciénaga, 
hitos como el enfrentamiento entre patriotas y realistas en la batalla de Ciénaga en 10 de 
noviembre de 1820 y la “masacre de las bananeras” el 6 de diciembre de 1928 en la plaza del 
municipio; en 1996 el centro histórico del municipio, fue declarado como Monumento 
Nacional19 por la resolución 016 de 1994 dictaminada por el Consejo de Monumentos 
Nacionales el cual: 

“Es el órgano encargado de Asesorar al Gobierno Nacional en cuanto a la protección 
y manejo del Patrimonio Cultural de la Nación. El Gobierno Nacional reglamentará 
lo relativo a la composición, funciones y régimen de sesiones del Consejo de 
Monumentos Nacionales (Artículo 7, Ley 397 de 1997)”20 

Este pronunciamiento es positivo para el departamento debido a que “trae muchos beneficios 
y recursos para estos pueblos a nivel nacional y a nivel internacional; así estos pueblos van a 
estar dentro de un marco de permanente promoción y divulgación para que los turistas sepan 
que estos son pueblos de interés cultural y por lo cual se van a generar muchas más visitas de 
personas de Colombia y de personas de otros países que vienen a hacer turismo cultural y 
turismo de naturaleza”, afirmó Fidel Vargas Salcedo, jefe de la oficina de Cultura y Turismo 
del Magdalena. 

                                                           
17 Memoria, historia y literatura caminos entrecruzados (Masacre de las Bananeras 1928 - 2017) Crónicas y ensayos Edgar Eduardo, 
página 53 
18 Gonzalo Bravo Pérez 
19 Planes-y-programas Min Cultura 
 
20 Sistema Nacional de Cultura  
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2.7.¿Que se ha hecho frente la conmemoración de las víctimas? 

Después de la masacre se han realizado diversas muestras de desaprobación y de apoyo a las 
familias. Sin embargo, no hay una propuesta estatal para la conmemoración y honra de las 
víctimas o sus familias algunas de estas son:  

- En el año 2016 la Administración Municipal de Ciénaga desarrolló un 
conversatorio con el sociólogo Carlos Payares González sobre su libro “Una 
conspiración criminal: masacres de los trabajadores en la Zona Bananera del 
Magdalena 1928” llevado a cabo en la casa Morelli como conmemoración de 
la masacre realizada los días 5 y 6 de Diciembre de 1928“Es importante que 
los jóvenes cienagueros tengan conocimiento de esta lucha de los trabajadores 
que fue un precedente para que en Colombia se reconociera el derecho a la 
huelga.” Leyanis Miranda, Profesional Universitario a cargo de la Oficina de 
Cultura y Deporte Municipal.21 

- Caricaturas de Ricardo Rendón 
- Gabriel García Márquez (Cien años de soledad), "La peligrosa memoria de 

nuestros pueblos [...] es una energía capaz de mover el mundo”. (García 
Márquez en 1986); GABRIEL GARCÍA MÁRQUEZ., Cien años de soledad. 
Editorial Oveja Negra. Página 257 

- Escultura del maestro Rodrigo Arenas Betancourt, ubicada en el Municipio de 
Ciénaga- Magdalena en el año de 1974-1978 

- Conversatorio “91 Años de Las Bananeras: Clase Obrera durante la United 
Fruit Company”, investigadores sociales y profesores Mauricio Archila Neira 
de la Universidad Nacional de Colombia –Unal- y Olmo Uscátegui Ramírez de 
la Universidad Central. 

- Escritos producto de Investigaciones cuyos autores buscan conmemorar y no 
dejar olvidar la masacre, dentro de los cuales se pueden subrayar: 

o En los artículos: Los trabajos de la memoria: La masacre de las 
bananeras y los sectores subalternos en Colombia, 1929-2008, donde el 
autor subraya que “El propósito es reflexionar sobre el papel de la 
memoria colectiva como articuladora de aspiraciones de justicia y de 
prácticas políticas en sectores subalternos de Colombia. Durante el 
período fue común la invocación del acontecimiento como una fecha 
infeliz a través de actos que estuvieron mediados por las circunstancias 
políticas del momento” José Abelardo Díaz Jaramillo22. 

o El libro “Masacre en las Bananeras del Magdalena 90 años” el cual 
cuenta con la participación de diversos autores dentro de los cuales se 
encuentran Aurelio Suárez Montoya, Jorge Agudelo Moreno, entre 
otros y el compilador y co-autor Hernán Pérez Zapata, este libro contó 

                                                           
21 06 de Diciembre de 2016 Conmemoración Ciénaga 
 
22  José Abelardo Díaz Jaramillo, “Los trabajos de la memoria: la masacre de las bananeras y los sectores subalternos en Colombia , 1929-
2008”, Trashumante. Revista Americana de Historia Social 13 (2019): 30-54.  Los trabajos de la memoria: la masacre de las bananeras y 
los sectores subalternos en Colombia, 1929-2008 

 

 

con la colaboración del comité conjunto de la Alcaldía de Ciénaga, el 
libro es desarrollado para qué: “la opinión nacional e internacional y 
las futuras generaciones tengan amplia documentación sobre los 
atropellos cometidos contra los derechos sindicales y la vida misma de 
los principales creadores de riqueza, los trabajadores y los 
productores nacionales.” 23 

o Uso de las redes Sociales para conmemorar el aniversario de la 
masacre. 

 
La mayor expositora femenina de las protestas en contra de la Masacre de las Bananeras, es 
María de los Ángeles Cano la cual junto a Jorge Eliécer Gaitán consolidaron un movimiento 
para enfrentar a los conservadores, haciendo que su nombre resalta en la historia como la 
primera mujer socialista reconocida a nivel nacional por el movimiento obrero colombiano: la 
Flor del Trabajo. Hoy en día una fundación la cual lleva su nombre se encuentra 
“comprometida con la proyección social en el desarrollo de la docencia, la investigación y la 
extensión; y orientada a la formación de personas con pensamiento crítico, compromiso 
social y visión global” (María Cano Fundación Universitaria). 
 

2.8. ¿Quién fue Gonzalo Bravo Pérez? 

Desde el 7 de junio de 1929 estudiantes se tomaron las calles para manifestar por la Masacre 
de las Bananeras y el 8 de junio de 1929 quedaron marcadas en la historia las huellas de 
sangre de Gonzalo Bravo Pérez, estudiante de derecho de la Universidad Nacional quien fue 
asesinado durante una movilización estudiantil, que él lideraba, para protestar por el gobierno 
de ese entonces en cabeza de Miguel Abadía Méndez. 

Gonzalo, junto a un grupo de estudiantes, ese 8 de junio de 1929, marchaban en protesta por 
la crisis que se estaba viviendo en el país a raíz de la violencia que estremeció a un centenar 
de campesinos y trabajadores y que se manifestó en diferentes hechos atroces contra la 
población civil, uno de los más recordados fue la masacre de las bananeras. 

Los estudiantes apostaron sin miedo a exigir justicia y reparación por los daños causados a 
sectores sociales campesinos, obreros y estudiantiles ocasionados por las políticas de 
opresión. 

Su recorrido terminó en la casa de Nariño, en ese entonces, conocido como Palacio de la 
Carrera, cuando la Policía intentó disolver la concentración con disparos a los manifestantes, 
esparciendo en el ambiente el miedo, pretendiendo silenciar las exigencias: el fin de la 
“rosca”, término usado por los estudiantes, para definir al régimen que estaba incautando la 
justicia. En menos de un año del asesinato de Gonzalo, el gobierno de Miguel Abadía Méndez 
se vino abajo debido a las graves situaciones de orden público que, a raíz de las actividades de 
opresión y persecución a los sindicalistas y una aguda crisis económica, obligaron a Abadía a 
dejar su cargo como mandatario en 1930. 
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Desde el asesinato de Gonzalo en 1929, el 8 de junio, los estudiantes universitarios 
acostumbran a conmemorar este día, en sus inicios preparaban dos momentos de 
conmemoración, la primera parte consistía en movilizarse al cementerio central de la calle 26 
al sepulcro de Gonzalo Bravo Pérez y posteriormente, regresar a la universidad a realizar 
actividades deportivas. Veinticinco años después, un 8 de Junio pero esta vez de 1954, 
durante la conmemoración acostumbrada, después de la visita a la tumba de Gonzalo y al 
regreso de la movilización a las instalaciones de la Universidad Nacional, por la calle 26, la 
paz del evento fue quebrada por la presencia de un grupo de la policía nacional quienes 
ordenaban el despeje y la disolución de los estudiantes que se encontraban en el acto 
conmemorativo24.  

Eran 10.000 estudiantes de diferentes universidades, la Nacional, la Javeriana, el Externado, 
los Andes, la Libre, el Rosario, la Gran Colombia y algunos estudiantes de bachillerato, 
quienes se movilizaron, pero nuevamente los agentes del Estado les impidieron el paso en la 
calle 13 con octava y séptima, sin embargo, la marcha estudiantil optó por sentarse en los 
andenes de la calle, coreando consignas de justicia y condena a los asesinos de Uriel 
Gutiérrez. Ese mismo día, 9 de junio de 1954 siendo las 11 de la mañana, tropas del Ejército 
Nacional de Colombia, irrumpieron la concentración estudiantil con una ensordecedora ráfaga 
de balas de fusil disparando en contra de los estudiantes, esta vez dejando nueve muertos y 25 
heridos25. 

Nueve estudiantes, nueve seres humanos, nueve jóvenes que reclamaban justicia por la vida 
de Uriel, cayeron sin vida ese 9 de junio en el centro de Bogotá, sus nombres y sus cuerpos 
eternizaron el recuerdo amargo de ese día. Ellos, símbolo que se mantiene en la memoria del 
movimiento estudiantil, quedaron inmortalizados a través de sus nombres: Álvaro Gutiérrez 
Góngora, Hernando Ospina López, Jaime Pacheco Mora (quien fue perseguido y asesinado a 
dos cuadras al norte de la Av, Jiménez), Hugo León Velázquez, Hernando Morales, Elmo 
Gómez lucich (de nacionalidad peruana, activista de la juventud comunista), Jaime Moore 
Ramírez, Rafael Chávez Matallana y Carlos Grisales. 

Estos crímenes han quedado en la impunidad, el recuerdo de los estudiantes que exigieron sus 
derechos se mantiene en la actualidad en cada aula universitaria, en cada grupo estudiantil, en 
cada expresión de rebeldía y libertad, aún sin que la justicia haya llegado26.  

3. Potenciales conflicto de interés  

El artículo 3 de la Ley 2003 de 2019 que modificó el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 señala 
que: “el autor del proyecto y el ponente presentaran en el cuerpo de la exposición de motivos 
un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de 
interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran 
                                                           
24 “Bogotá, Memoria SIN OLVIDO”, Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, para mayor información, consultar en: 
https://www.justiciaypazcolombia.com/gonzalo-bravo-perez/ 
25 “Bogotá, Memoria SIN OLVIDO”, Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, para mayor información, consultar en: 
https://www.justiciaypazcolombia.com/gonzalo-bravo-perez/ 
26 “Bogotá, Memoria SIN OLVIDO”, Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, para mayor información, consultar en: 
https://www.justiciaypazcolombia.com/gonzalo-bravo-perez/ 

 

 

en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda 
encontrar”.  

Por lo cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el marco normativo citado, me permito 
señalar que en el trámite de este proyecto podrían presentarse conflictos de interés moral por 
parte de aquellos congresistas que por razones de conciencia no quieran participar en la 
discusión y votación del presente proyecto. De igual forma podrían incurrir en conflicto de 
interés los congresistas cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del 
segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil que puedan obtener 
beneficios directos o actuales del presente proyecto. 

4. Conclusiones. 

Este proyecto es de suma importancia porqué responde a una necesidad, y una deuda que 
tiene la institucionalidad del país con las familias, y las víctimas de la Masacre de las 
Bananeras. No es posible que aún casi más de 100 años después de que haya ocurrido este 
fatídico evento, aún las condiciones laborales del Municipio de Ciénaga en el Departamento 
del Magdalena e incluso las del mismo departamento no se vean atendidas por el Estado 
colombiano. Esta Masacre fue la consecuencia de un Estado que no se ocupó de los asuntos 
propios del territorio, y este Proyecto de Ley se configura entonces cómo una conmemoración 
primero, a quienes dieron su vida por las luchas sociales en Colombia, y en segundo lugar, 
cómo una reivindicación de los derechos laborales, que bien o mal, hoy gozan los trabajadores 
en Colombia. 

En los términos presentados hasta aquí, se presenta ante el Honorable Congreso de la 
República el Proyecto de Ley “Por medio del cual la Nación se asocia para honrar y 
exaltar la memoria de las víctimas de la Masacre de las Bananeras y declarar el 06 de 
Diciembre como Día Conmemorativo de las Víctimas de la Masacre de las Bananeras y 
se dictan otras disposiciones”, para que sea tramitado, y con el apoyo de las y los 
Parlamentarios sea discutido y aprobado. 
 
  
De las y los Congresistas, 
 

 
Antonio Sanguino Páez    Jorge Eduardo Londoño      
Senador de la República    Senador de la República       
Alianza Verde        Alianza Verde       
   
 
  
José Aulo Polo Narváez                                            León Fredy Muñoz Lopera  
Senador de la República                                             Representante a la Cámara 
Alianza Verde                                                             Alianza Verde    
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Juan Luis Castro César Ortiz Zorro 
Senador de la República Representante a la Cámara 
Alianza Verde  Partido Alianza Verde 

Jorge Eliecer Guevara Iván Marulanda Gómez 
Senador de la República Senador de la República 
Partido Alianza Verde  Partido Alianza Verde 

Feliciano Valencia Medina Iván Cepeda Castro 
Senador de la República Senador de la República 
MAIS  Polo Democrático Alternativo 

     
               

 
SECCIÓN DE LEYES 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
 

–

 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 22 de julio de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No. 145/20 Senado “POR MEDIO DEL CUAL LA 
NACIÓN SE ASOCIA PARA HONRAR Y EXALTAR LA MEMORIA DE LAS VÍCTIMAS 
DE LA MASACRE DE LAS BANANERAS Y DECLARAR EL 06 DE DICIEMBRE COMO 
DÍA CONMEMORATIVO DE LAS VÍCTIMAS DE LA MASACRE DE LAS BANANERAS Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, me permito remitir a su despacho el expediente 
de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General del Senado 
de la República por los Honorables Senadores ANTONIO SANGUINO PÁEZ, JORGE 
EDUARDO LONDOÑO, JOSÉ AULO POLO, JUAN LUIS CASTRO, JORGE ELIECER 
GUEVARA, IVAN MARULANDA GOMEZ, IVAN CEPEDA CASTRO, FELICIANO 
VALENCIA MEDINA; y los Honorables Representantes LEON FREDY MUÑOZ LOPERA, 
CESAR ORTIZ ZORRO.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es 
competencia de la Comisión SEGUNDA Constitucional Permanente del Senado de la 
República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.       
  
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – JULIO 22 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión SEGUNDA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 

 
GREGORIO ELJACH PACHECO  

PROYECTO DE LEY NÚMERO 153 DE 2020 
SENADO

por medio del cual la Nación exalta la memoria, vida 
y obra del escritor, historiador, sociólogo y periodista 
Alfredo de la Cruz Molano Bravo por su relevancia 
en la construcción de la paz y la investigación del 

conflicto y la ruralidad en Colombia.
 

 

 

PROYECTO DE LEY No. __________  DE 2020 SENADO 

“POR MEDIO DEL CUAL LA NACIÓN EXALTA LA MEMORIA, VIDA Y OBRA 
DEL ESCRITOR, HISTORIADOR, SOCIÓLOGO Y PERIODISTA ALFREDO DE 

LA CRUZ MOLANO BRAVO POR SU RELEVANCIA EN LA CONSTRUCCIÒN DE 
LA PAZ Y LA INVESTIGACIÓN DEL CONFLICTO Y LA RURALIDAD EN 

COLOMBIA” . 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1º. Objeto. La República de Colombia exalta la memoria, vida y obra del 
escritor, historiador, sociólogo y periodista Alfredo de la Cruz Molano Bravo, por su 
relevancia en la búsqueda de la paz y la investigación del conflicto y la ruralidad en 
Colombia.  
 
ARTÍCULO 2º. Honores Públicos. Ríndase honores públicos al escritor, historiador, 
sociólogo y periodista Alfredo de la Cruz Molano Bravo, en acto especial y protocolario, cuya 
fecha, lugar y hora serán programados por la Mesa Directiva del honorable Senado de la 
República, con la presencia de altos funcionarios del Gobierno Nacional, miembros del 
Congreso de la República y demás autoridades locales y regionales. 
 
ARTÍCULO 3º. Homenaje. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones y la Autoridad Nacional de Televisión, según 
corresponda, garantizaran la disposición de los recursos necesarios para que se encargue a la 
Radio Televisión Nacional de Colombia (RTVC), la producción y emisión de un documental 
que recoja y exalte la memoria, vida y obra del escritor, historiador, sociólogo y periodista 
Alfredo de la Cruz Molano Bravo.  
 
ARTÌCULO 4º. Autorizaciones. Autorícese al Gobierno nacional para que en cumplimiento 
de los artículos 341 y 345 de la Constitución Política de Colombia incorpore en el 
Presupuesto General de la Nación las partidas necesarias para llevar a cabo las acciones 
referidas en la presente ley. 
 
ARTÌCULO 5ª. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación. 
 
De las y los Congresistas, 
  
 
 

Antonio Sanguino Páez    Jorge Eduardo Londoño                        
Senador de la República        Senador de la República      
Alianza Verde      Alianza Verde 
 

José Aulo Polo Narváez Juan Luis Castro 
Senador de la República Senador de la República 
Alianza Verde Alianza Verde 

Sandra Ortiz Nova  Iván Marulanda Gómez 
Senadora de la República Senador de la República 
Alianza Verde  Alianza Verde  

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

PROYECTO DE LEY No. __________  DE 2020 SENADO 

“POR MEDIO DEL CUAL LA NACIÓN EXALTA LA MEMORIA, VIDA Y OBRA 
DEL ESCRITOR, HISTORIADOR, SOCIÓLOGO Y PERIODISTA ALFREDO DE 

LA CRUZ MOLANO BRAVO POR SU RELEVANCIA EN LA CONSTRUCCIÒN DE 
LA PAZ Y LA INVESTIGACIÓN DEL CONFLICTO Y LA RURALIDAD EN 

COLOMBIA” . 
 

“Para nosotros podría ser mejor que no supieran nuestra historia, pero si no contamos ni 
hablamos, todos nuestros muertos van a quedar muertos para siempre. Nosotros podemos 

enterrarlos, no olvidarlos”.  
Alfredo Molano, Desterrados. Crónicas del desarraigo, 2001. 

 
1. OBJETO 

El objetivo de la presente iniciativa es exaltar la memoria, vida y obra del escritor, historiador, 
sociólogo y periodista Alfredo de la Cruz Molano Bravo, quien con sus relatos explico y dio a 
conocer al país y al mundo de forma detallada y con conocimiento del territorio el conflicto 
colombiano, mostrando la Colombia, los campesinos y la violencia que se vive en ella.  Este 
proyecto busca resaltar a este ilustre escritor, quien dedicó su vida y obra a explicar las 
dinámicas sociales en torno a la violencia en Colombia, escuchar los silencios ocultos de este 
país y ser por medio de sus publicaciones la voz de las campesinas y campesinos. Insistió 
siempre en la búsqueda de la paz desde escenarios de diálogo y en las zonas marginadas del 
país. 

Este proyecto de ley es un homenaje al “vocero de las realidades del territorio”, al que 
convirtió el escribir en su vida, que conoció y se adentró en los conflictos de la Colombia 
profunda, que con sus publicaciones fue la voz de las campesinas y campesinos colombianos. 
El hombre que supo escuchar, editar voces ignoradas y plasmar en sus escritos la realidad de 
las comunidades olvidadas del país. Alfredo Molano en sus escritos le recuerda a Colombia la 
deuda historia que tiene con las campesinas y los campesinos del país.  

2. CONVENIENCIA Y NECESIDAD DEL PROYECTO DE LEY 
 

2.1 Biografía de Alfredo de la Cruz Molano Bravo 

“Escuchar es una manera olvidada de mirar” 
Alfredo Molano, Tropas y Fusiles, 1994  

 
(Bogotá, 1944 – octubre 31 de 2019).  

Alfredo Molano fue un apasionado por investigar la historia de la violencia en Colombia, al 
querer mostrar la verdad del conflicto armado desde las propias voces de quienes la vivieron y 
conocer a fondo la realidad nacional, logrando escribir así 27 obras. Sus obras son la ruta para 
comprender el conflicto colombiano, las aristas de este y la incidencia en cada territorio. Entre 
estas sobresalen: “Selva adentro”, “Los años del tropel: Crónicas de la violencia”, “Aguas 
arriba: Entre la coca y el oro”, “Trochas y fusiles”, “Del Llano llano: relatos y testimonios” 
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“Desterrados: Crónicas del desarraigo”, “Ahí les dejo esos fierros”, “De río en río”; entre 
otras que reflejan una nueva forma narrativa en Colombia, que evidencian un relato sincero 
que se inserta en el corazón de sus protagonistas y los miles de lectores. Alfredo Molano dejo 
su comodidad de un escritorio y se internó en la Colombia profunda a escuchar a las 
comunidades y comprender la complejidad de la violencia en el territorio. 

Por su trabajo recibió en 2014 el Doctorado honoris causa en sociología de la Universidad 
Nacional, el Premio Nacional de Periodismo CPB en 2015, el Gran Premio a la Vida y Obra 
por la “coherencia de toda una trayectoria profesional” en la gala del Premio Nacional de 
Periodismo Simón Bolívar en 2016. Así mismo, fue consagrado con el título de Excelencia 
Nacional en Ciencias Humanas por la Academia de Ciencias Geográficas.  

Sus obras expresan el origen de la violencia y su incidencia dentro de la sociedad, otorgando 
una explicación detallada de los móviles que condujeron a los enfrentamientos entre liberales 
y conservadores. Además, su redacción a partir de las voces de hombres y mujeres de la 
Colombia profunda, permite generar sentimiento y emoción en los lectores. Alfredo Molano 
se identificaba por un gusto especial por lo rural, convirtiéndose en vocero de las realidades 
de los territorios olvidados por el Estado, en el que el silencio olvida a las millones de 
víctimas que ha dejado el conflicto. A él le interesaba la historia de la Colombia profunda, en 
esa donde está el campo, los campesinos e, inevitablemente, la violencia. Siempre se 
encontraba en la búsqueda de una identidad propia, con la cual pudiera analizar los hechos y 
construir sus relatos de la manera más fiel posible1.  

Su pasión por comprender la historia del campesinado empezó desde los cuatro años de edad, 
cuando todos los días arribaban los peones a comer a la hacienda de sus padres y empezaban a 
contar historias sobre sus héroes y sus asuntos cotidianos2.  Pero su pasión se fortaleció en su 
paso como estudiante de sociología en la Universidad Nacional, donde conoció a las personas 
que influyeron de manera positiva en su vida, quienes además le abrieron el camino para la 
correcta “comprensión del país real, el país posible y la ética3”. Allí interactuó con Orlando 
Fals Borda, Eduardo Umaña Luna, Virginia Gutiérrez y Camilo Torres Restrepo, este último 
conocido por ser el cura guerrillero que militó en el Ejército de Liberación Nacional (ELN), 
quien fue profesor de Molano y fundador de la Facultad de Sociología de la U. Nacional.  

La periodista Patricia Nieto define a Alfredo Molano como “el cronista de la intuición”, al 
lograr con su contundencia transformar el objeto, metodologías y estructuras narrativas del 
oficio periodístico. Nieto señala en una columna que Orlando Fals Borda pionero de la 
sociología en Colombia definió la técnica usada por Alfredo Molano como “imputación” la 
cual funciona así: “de un conjunto de entrevistas se selecciona información confiable que 
permita reconstruir un hecho; el relato resultante de varios testimonios se adscribe a un 
personaje que el investigador elige para convertirlo en vocero del coro”4. 

2.2.Relevancia cultural  

                                                           
1 Pardo , R. (19 de Diciembre de 2019). Explicar el conflicto para terminarlo. Revista Arcadia . 
2 
Pinzón Salas, J. (31 de Octubre de 2019). De tenis y mochila: la rebeldía de Alfredo Molano. El Tiempo. 
 
3 El Espectador . (31 de Octubre de 2019). Alfredo Molano Bravo: testigo y caminante. El Espectador . 
4 Revista ARCADIA. El hombre que supo escuchar. Edición Especial – Homenaje. 

 

 

 

Alfredo Molano tuvo como base su conocimiento e influencia personal, para empezar a 
escribir sobre la violencia en Colombia, con obras como “Los bombardeos de El Pato”, 
“Selva adentro” y “Siguiendo el corte”. Con las cuales relató el testimonio de las mujeres 
víctimas de la guerra en el Huila, expuso una radiografía de la colonización del Guaviare y 
reunió historias de conflictos territoriales. 

Su trabajo como cronista y columnista fue reconocido y exaltado. El Espectador publicó las 
columnas tituladas “La muerte de Jaime Garzón”, “Un análisis al proceso de paz”, entre 
otras. A través de estos textos buscaba que la sociedad colombiana conociera mejor su 
realidad. Permanentemente, transmitió la necesidad de terminar el conflicto armado y 
reemplazarlo por otras alternativas, como la participación política. Por esta razón, siempre 
estuvo cerca de los procesos de negociación entre los grupos armados y el Gobierno, en donde 
mediante testimonios, contó el surgimiento del secretariado de las Farc - Ep, el auge de los 
cultivos de coca, el detrimento ambiental, la diversidad étnica en medio de actores armados y 
las dinámicas de la violencia.  

Las obras de Alfredo Molano constituyen uno de los testimonios más significativos, desde las 
ciencias sociales y el periodismo, para la comprensión de la violencia en Colombia. A través 
de sus letras se reflejó la historia profunda del país, sin duda, es un aporte cultural de gran 
valor para la Nación. Este proyecto se une al esfuerzo de rescatar la historia nacional, en esta 
oportunidad, desde la investigación de la violencia para conocerla y así terminarla.  

A través de este reconocimiento, al brindar homenaje a este ilustre investigador de las 
dinámicas sociales en territorio, se contribuye al fortalecimiento de la identidad nacional y la 
consolidación de la paz.  

2.3. La voz de las campesinos y campesinos. 

Los esfuerzos de Alfredo Molano por resaltar al campesinado colombiano son innumerables, 
su obra podría constituirse en una bandera para sus historias de vida. Durante toda su vida y 
obra liderño acciones para que estas voces fueran escuchadas. Para redactar sus textos logró 
sumergirse en las realidades del conflicto en la ruralidad, resaltando siempre el importante 
papel de la cultura campesina a través de los relatos de aquellos “campesinos que dejaron de 
ser para él fuentes primarias y secundarias y pasaron a ser su voz”, como lo dijo Gladis 
Jimeno, socióloga y esposa del escritor.  

De tal magnitud fue la obra de Molano que en diciembre de 2019 más de 200 campesinos de 
varias regiones del país se reunieron en el municipio de Cabrera Cundinamarca, considerado 
como la cuna de la revolución agraria, para rendir un homenaje a este sociólogo y periodista 
quien siguió de cerca sus pasos y los retrató en decenas de libros y escritos. En este encuentro, 
durante dos días los asistentes honraron su memoría, recordaron que Molano incluso buscaba 
reivindicar el papel de los campesinos colonos que sufrieron por la guerra mucho antes de que 
existieran las guerrillas o el conflicto de las últimas décadas. 5  

2.4.Su aporte en la construcción de paz 

                                                           
5 Un encuentro nacional de campesinos en honor a Alfredo Molano. El Espectador. Recuperado el 15 de julio de 2020 de: 
https://www.elespectador.com/colombia2020/justicia/verdad/un-encuentro-nacional-de-campesinos-en-honor-alfredo-molano-articulo-
895992/ 

 

 

 

Alfredo Molano realizo durante toda su vida grandes aportes a la construcción de la paz,  
siempre insistiendo en la necesidad de lograr esta mediante el diálogo, sobre todo en las zonas 
marginadas del país. Así mismo, este sociólogo “consideraba la paz como un monopolio de 
las armas por parte del Estado, pero solo podía ser posible si sobre el Estado había un 
monopolio de la democracia6”. Su legado refleja un arduo esfuerzo por visibilizar las luchas 
agrarias, reconstruir la memoria, justica y verdad para los campesinos y campesinas que 
sufrieron las consecuencias de la guerra.  

De acuerdo a sus postulados, si un Estado es débil, no puede mantener equilibrio en la 
sociedad y no tiene poder nacional. Molano consideraba esto como causa de la exclusión del 
Estado Colombiano en términos políticos, económicos, sociales y culturales, siendo esta la 
razón principal del conflicto.  

Alfredo Molano formó parte de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, 
contribuyendo a su objetivo de esclarecer y promover el reconocimiento de las prácticas y 
hechos que constituyen graves violaciones a los derechos humanos y graves infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario que tuvieron lugar con ocasión del conflicto armado. 
Desde allí se enfocó en la recolección de datos de víctimas, victimarios y testigos del 
conflicto armado en zonas con presencia de conflicto armado como el Meta, Caquetá, sur de 
Casanare, Vichada, Guaviare, Guainía, Vaupés y Amazonas.  

Su aporte en la llamada Comisión de la Verdad fue trascendental, dado que manifestó su 
preocupación para que esta pudiera entender las rupturas y continuidades de la violencia, 
insistiendo en recordar los diferentes hechos ocurridos en los orígenes del Frente Nacional. 
Alfredo Molano siempre quiso entender dónde, cuándo, cómo y por qué comenzó todo. 
Insistiendo en el tiempo y el espacio como dos pilares para la construcción de un relato de 
nación7. 

Logró obtener testimonios de las víctimas y de los victimarios, obteniendo información desde, 
como él decía, la belleza del lenguaje, el tono y la autenticidad de las personas. Alfredo 
Molano Bravo logró un equilibrio entre la Comisión y su papel como escritor, historiador, 
periodista y sociólogo, lo cual lo hace merecedor de un reconocimiento por parte de la 
Nación, dada su indiscutible contribución a la consolidación de la paz.  

Una vez conocida la noticia sobre el fallecimiento de Molano, la Comisión de la Verdad 
manifestó que “A lo largo de su vida y durante el tiempo de su trabajo en la Comisión, 
Alfredo recorrió el país hasta sus rincones más profundos e hizo aportes invaluables, críticos 
y valientes a la comprensión y solución de los problemas sociales, económicos y políticos del 
país.8 También resaltó su pasión como defensor de la justicia social y los derechos humanos, 
en especial de los campesinos.   

                                                           
6 
Narváez, S. (4 de Junio de 2019). “El sentido de la historia en Colombia está vinculado a la exclusión”: Alfredo Molano. Recuperado el 25 
de Febrero de 2020, de PACIFISTA: https://pacifista.tv/notas/sentido-historia-colombia-esta-vinculado-exclusion-alfredo-molano-comision-
verdad/ 
 
7 Ruiz, M. (12 de Diciembre de 2019). El hombre que sabía escuchar. Arcadia. Recuperado el 25 de Febrero de 2020, de 

https://www.revistaarcadia.com/libros/articulo/alfredo-molano-bravo-1944-2019-el-hombre-que-supo-escuchar/79758 
8 Comunicado sobre el fallecimiento del comisionado Alfredo Molano. Comisión de la verdad. Recuperado el 15 de julio de 2020: 
https://comisiondelaverdad.co/actualidad/comunicados-y-declaraciones/sobre-el-fallecimiento-del-comisionado-alfredo-molano 

 

 

 

3. JUSTIFICACIÓN NORMATIVA 
 
3.1.Marco Legal de la Iniciativa 

La presente iniciativa toma como base los siguientes fundamentos legales y constitucionales: 

El Artículo 70 de la Constitución Política establece que:   

“El Estado tiene el deber de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los 
colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente y 
la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las etapas del proceso 
de creación de la identidad nacional. La cultura en sus diversas manifestaciones es 
fundamento de la nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas 
las que conviven en el país. El Estado promoverá la investigación, la ciencia, el 
desarrollo y la difusión de los valores culturales de la Nación”.  

El numeral 15 del artículo 150 de la Carta Magna establece como facultad del Congreso de la 
República, por medio de la elaboración de leyes “decretar honores a los ciudadanos que 
hayan prestado servicios a la Patria”. Así mismo, la honorable Corte Constitucional, en 
Sentencia C-766 de 2000 dispuso al respecto:  

“[las leyes de honores] son cuerpos normativos en cuyas disposiciones se exaltan 
valores humanos que por su ascendencia ante la comunidad. han sido considerados 
como ejemplo vivo de grandeza, nobleza, hidalguía y buen vivir”.  

 
Luego, en Sentencia C-817 de 2011 precisó que:  
 

“La jurisprudencia constitucional ha fijado un grupo de reglas particulares acerca de 
la naturaleza jurídica de las leyes de honores, las cuales pueden sintetizarse del modo 
siguiente:  

1. La naturaleza jurídica de las leyes de honores se funda en el reconocimiento 
estatal a personas, hechos o instituciones que merecen ser destacadas 
públicamente, en razón de promover significativamente, valores que interesan a 
la Constitución. Como lo ha previsto la Corte, las disposiciones contenidas en 
dichas normas ‘... exaltan valores humanos que por su ascendencia ante la 
comunidad, han sido considerados como ejemplo vivo de grandeza, nobleza, 
hidalguía y buen vivir, y por ello se les pone como ejemplo ante la posteridad’.  

2. Contrario ha como sucede con la actividad legislativa ordinaria del Congreso, 
las leyes de honores carecen de carácter general y abstracto, agotándose en su 
expedición de manera subjetiva y concreta, respecto de la persona, situación o 
institución objeto de exaltación. En términos de la jurisprudencia reiterada, 
‘[e]sta clase de leyes, debe anotarse, producen efectos particulares sin 
contenido normativo de carácter abstracto. Desde el punto de vista material, no 
crean, extinguen o modifican situaciones jurídicas objetivas y generales que le 
son propias a la naturaleza de la ley, pues simplemente se limitan a regular 
situaciones de orden subjetivo o singulares, cuyo alcance es únicamente la 
situación concreta descrita en la norma, sin que sean aplicables indefinidamente 
a una multiplicidad de hipótesis o casos.  
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Estas leyes se limitan entonces, como lo dice el artículo 150, numeral 15 de la 
Constitución vigente, a ‘decretar honores a los ciudadanos que hayan prestado 
servicios a la patria’ y de manera alguna pueden desprenderse de su contenido, 
efectos contrarios a su origen, o interpretaciones diversas que se aparten del 
sentido de la ley.’  

3. El legislador puede adoptar diversas acciones para exaltar o asociar a la 
Nación a la persona, situación u organización objeto del decreto de honores, de 
manera tal que las categorías avaladas por la Corte sólo tienen carácter 
enunciativo. Con todo, es factible identificar tres modalidades recurrentes de 
leyes de honores, a saber (i) leyes que rinden homenaje a ciudadanos; (ii) leyes 
que celebran aniversarios de municipios colombianos; y (iii) leyes que se 
celebran aniversarios de instituciones educativas, de valor cultural, 
arquitectónico o, en general, otros aniversarios”.  

 
En tal sentido se tiene que el Congreso de la República está llamado, a partir de las facultades 
constitucionales asignadas, a decretar honores a los ciudadanos que hayan prestado 
distinguidos servicios al país. La academia, la historia, las ciencias sociales, las comunidades 
y el país rural han sabido ya guardar en el más sagrado espacio de su quehacer y memoria el 
legado de Alfredo Molano Bravo. Este proyecto pretende asociar definitivamente a la Nación, 
como un todo, a ese justo y grato reconocimiento por su memoria. El sociólogo Alfredo 
Molano le aportó a la Nación en toda su vida y obra, defendió la investigación de la violencia 
para conocer el conflicto y darle fin al mismo.   

 
4. IMPACTO FISCAL 

Teniendo en cuenta que el presente proyecto de ley en su Artículo 3° y 4°, ordena a entidades 
determinadas acciones para materializar los honores decretados, es preciso recordar que el 
Congreso de la República tiene la posibilidad de incluir en el trámite legislativo órdenes o 
disposiciones que impliquen ciertos costos o gastos, sin que ello signifique adición o 
modificación del Presupuesto General de la Nación. Ello bajo el entendido de que está en 
cabeza del Gobierno decidir si se incluyen o no en el presupuesto anual las apropiaciones 
requeridas para materializar el deseo del legislativo.  
 
La Corte Constitucional lo expresó en Sentencia C-508 de 2008, en los siguientes términos: 
 

“El Congreso tiene la facultad de promover motu proprio proyectos de ley que 
decreten gastos, sin que ello implique adicionar o modificar el presupuesto, por 
cuanto esas leyes solamente constituyen el título para que luego el Gobierno decida si 
incluye o no las apropiaciones respectivas en el proyecto de ley anual de presupuesto 
que se somete a consideración del Congreso. Lo que no puede es consagrar un 
mandato para la inclusión de un gasto, es decir, establecer una orden de imperativo 
cumplimiento. Por su parte, está vedado al Gobierno hacer gastos que no hayan sido 
decretados por el Congreso e incluidos previamente en una ley. En otras palabras, el 
Congreso tiene la facultad de decretar gastos públicos, pero su incorporación en el 

 

 

 

presupuesto queda sujeta a una suerte de voluntad del Gobierno, en la medida en que 
tiene la facultad de proponer o no su inclusión en la ley”.  

 
En este orden de ideas se tiene que el presente proyecto de ley no vulnera la Constitución en 
cuanto su intención no es conminar u ordenar de manera imperativa un gasto, sino autorizar al 
Gobierno nacional a que en virtud del ejercicio de sus funciones, propias de la rama ejecutiva, 
pueda desarrollar debidamente las disposiciones derivadas del presente proyecto de ley.  
 

4. Potenciales conflicto de interés  

El artículo 3 de la Ley 2003 de 2019 que modificó el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 señala 
que: “el autor del proyecto y el ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos 
un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de 
interés para la discusión y votación del proyecto, de acuerdo con el artículo 286. Estos serán 
criterios guías para que los otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran 
en una causal de impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda 
encontrar”.  

Por lo cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el marco normativo citado, me permito 
señalar que en el trámite de este proyecto podrán incurrir en conflicto de interés los 
congresistas que tengan parientes dentro de los grados de consanguineidad, afinidad o civil 
establecidos en el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, que se encuentren relacionados con 
Alfredo de la Cruz Molano Bravo, su obra escrita o cualquiera de las publicaciones realizadas 
bajo su nombre.   

Bajo las anteriores consideraciones resulta conveniente y necesario que la Nación rinda 
homenaje a este escritor, historiados, sociólogo y periodista que con su vida y obra aporto en 
la construcción de paz, el reconocimiento al campesinado colombiano y la diversidad cultural 
del país.  

5. Conclusiones. 

El presente proyecto de ley es relevante dado el perfil académico y social de Alfredo de la 
Cruz Molano Bravo, quien se constituyó como uno de los principales abanderados de las 
voces campesinas en Colombia, por medio de sus docenas de libros y reportajes. A través de 
su obra documentó e investigó acerca de la realidad colombiana, haciendo un invaluable 
aporte en el tránsito hacia las dinámicas de construcción de paz. Este tipo de aportes se 
constituyen en un recurso valioso para avanzar en el reconocimiento de la diversidad cultural 
a nivel nacional en tiempos de posconflicto.  

Con la aprobación de esta iniciativa no solo se le permitirá un reconocimiento a la vida de 
Alfredo Molano, sino que será un homenaje a los miles de campesinos, campesinas y demás 
ciudadanos colombianos que fueron escuchados por medio de su obra. Se puede afirmar que 
su aporte fue esencial en la construcción de ciudadanía, la terminación del conflicto y el 
reconocimiento de la ruralidad, la cual históricamente ha sido olvidada por parte del Estado.  

 

 

 

En tiempos de memoria y verdad, cobra mayor importancia resaltar la vida y obra de quien le 
narró al país las realidades de los territorios olvidados, despojados y atravesados por la 
violencia. Para la reconciliación nacional, la obra de Molano se constituye en una referencia 
sobre el mundo doloroso de paramilitares, guerrillas, terratenientes y sus tratos hacia los 
campesinos. Por lo anterior, exaltar su memoria, vida y obra es un aporte a la paz.  

En los términos presentados hasta aquí, se presenta ante el Honorable Congreso de la 
República el Proyecto de Ley “Por medio del cual la Nación exalta la memoria, vida y obra 
del escritor, historiador, sociólogo y periodista Alfredo de la Cruz Molano Bravo por su 
relevancia en la construcción de la paz y la investigación del conflicto y la ruralidad en 
Colombia”, para que sea tramitado, y con el apoyo de las y los Parlamentarios sea discutido y 
aprobado. 
 
 De las y los Congresistas,  
 

         
Antonio Sanguino Páez    Jorge Eduardo Londoño                        
Senador de la República        Senador de la República      
Alianza Verde      Alianza Verde 
 
 

José Aulo Polo Narváez                                            Juan Luis Castro 
Senador de la República                                             Senador de la República  
Alianza Verde                                                             Alianza Verde 

  

 
Sandra Ortiz Nova     Iván Marulanda Gómez 
Senadora de la República    Senador de la República 
Alianza Verde      Alianza Verde 
 
 

 
                

     
               

 
SECCIÓN DE LEYES 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
 

–

 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN 
LEYES 

Bogotá D.C., 24 de julio de 2020  
 
Señor Presidente:   
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No. 153/20 Senado “POR MEDIO DEL CUAL LA 
NACIÓN EXALTA LA MEMORIA, VIDA Y OBRA DEL ESCRITOR, HISTORIADOR, 
SOCIÓLOGO Y PERIODISTA ALFREDO DE LA CRUZ MOLANO BRAVO POR SU 
RELEVANCIA EN LA CONSTRUCCIÒN DE LA PAZ Y LA INVESTIGACIÓN DEL 
CONFLICTO Y LA RURALIDAD EN COLOMBIA”, me permito remitir a su despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría General 
del Senado de la República por los Honorables Senadores ANTONIO SANGUINO PÁEZ, 
JORGE EDUARDO LONDOÑO, JOSÉ AULO POLO NARVÁEZ, JUAN LUIS CASTRO, 
SANDRA ORTIZ NOVA, IVÁN MARULANDA GÓMEZ.  La materia de que trata el 
mencionado Proyecto de Ley es competencia de la Comisión SEGUNDA Constitucional 
Permanente del Senado de la República, de conformidad con las disposiciones 
Constitucionales y Legales.       
  
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – JULIO 24 DE 2020 

  
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión SEGUNDA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE  
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
 
ARTURO CHAR CHALJUB 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO  
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